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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, el señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Nacional de Energía subrogante, y los señores Subsecretario de Guerra y Asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las  actas de las sesiones 5ª y 6ª, ordinarias, en en 14 y 15 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.
IV. CUENTA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual informa que, respecto del proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la designación de notario alterno o adjunto (boletín Nº 3.259-07), ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del artículo 68 de la Constitución Política.


--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica la remuneración de los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones (boletín Nº 3.832-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 3.465-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.903, en lo relativo al cobro de aranceles por parte de los conservadores de bienes raíces (boletín Nº 3.642-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de otorgar un subsidio al consumo eléctrico, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 3.893-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (boletín Nº 1.309-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


Tres de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos, respectivamente, en las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía presentadas por los señores Álvaro Gatica Pérez, Reginio Aníbal Araya Padilla y Guillermo Otilio Orellana Flores (boletines Nºs S 784-04, S 792-04 y S 798-04, respectivamente).



--Quedan para tabla y los tres últimos, para Fácil Despacho.
Comunicación



De la Comisión de Agricultura, con la cual solicita autorización para discutir en general y en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo a la protección de los trabajadores y la comunidad respecto de la utilización de productos fitosanitarios (boletín Nº 2.596-13).



--Se accede a lo solicitado.

Mociones



Del Senador señor Cordero, mediante la cual inicia un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati (boletín Nº 3.902-04) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables señores Ávila, Parra, Ruiz y Silva , mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional sobre nombramiento de ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema (boletín Nº 3.909-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En relación con el Orden del Día, deseo proponer a la Sala que se discuta de inmediato el proyecto signado con el número 2 en la tabla.

El señor FERNÁNDEZ.- ¿Y qué pasa con el que figura en primer lugar?

El señor RUIZ (don José).- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, en el numero 5 de la tabla figura el proyecto que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal. El Senado lo trató con bastante premura la semana pasada, y ahora llega enmendado por la Cámara de Diputados. 



Como mañana vence el plazo de la prórroga que se fijó hace 18 meses para evitar que entre en vigor el artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, si la iniciativa no se aprueba hoy empezará a regir dicha disposición, lo que obviamente no quieren ni los pescadores ni el propio Gobierno.



Por lo tanto, solicito a la Sala que acepte tratar la mencionada iniciativa en primer lugar del Orden del Día y despacharla lo antes posible. 



No queda otra opción que aprobar el texto de la Cámara Baja. No me gusta, pero es la única manera de impedir que el artículo 50 A entre en vigencia mañana.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Hay acuerdo para tratar el proyecto en  primer lugar como si fuera de Fácil Despacho y sin discusión?



--Se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

SUSPENSIÓN DE REEMPLAZO DE INSCRIPCIONES EN REGISTRO PESQUERO ARTESANAL
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.

3886-03


Suspensión de reemplazo de inscripciones en registro pesquero artesanal


--Los antecedentes sobre el proyecto (3886-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 3ª, en 8 de junio de 2004.


En tercer trámite, sesión 8ª, en 21 de junio de 2005.


Informe de Comisión:


I. Marítimos Pesca y Acuicultura, sesión 4ª, en 8 de junio de 2005.


Discusión:



Sesión 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general y particular).

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo único de la iniciativa, estableciendo la suspensión de la vigencia del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura -que consagra la institución del reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal- por un plazo de 30 días corridos a contar de la publicación del cuerpo legal en proyecto.



Su suspende además, por el mismo lapso, la tramitación de las solicitudes de reemplazo.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde aparecen el texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional y la modificación que le introdujo la Cámara Baja.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, como es tradicional, la Cámara de Diputados hace mal las cosas. Porque, aunque efectivamente la premura sea muy grande, desde el punto de vista legislativo no se ha podido avanzar como corresponde. En esto comparto la opinión del Honorable señor Ruiz: la redacción que propone la otra rama del Congreso no es buena, pero estamos obligados a resolver ahora. 



Yo no sé qué va a pasar, pues mañana vence el plazo y, por tanto, a partir de pasado mañana será posible la venta de embarcaciones pesqueras y habrá mucho movimiento comercial en esta actividad.



Si aprobamos la iniciativa como viene y el Ejecutivo publica la ley, eso se impide; pero si lo hace al día siguiente, no se puede detener.




En consecuencia, se trata de un tema que realmente nos complica.



Por otra parte, la Cámara de Diputados estableció un plazo de treinta días, que a mi juicio es poco.



Si la Mesa del Senado se compromete a hacer llegar la iniciativa a aquélla en media hora más, podría haber solución. Si, por el contrario, rechazamos el reemplazo sugerido, habría que constituir una Comisión Mixta.



En realidad, no tenemos tiempo para nada.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para no hacer un debate del asunto -pues entiendo que hay acuerdo-, la única forma de evitar lo del plazo es aprobar el proyecto como le llegó al Senado. Entonces tendríamos una iniciativa concordada por ambas ramas del Congreso.



Si hubiera que ampliar el término mencionado, tendríamos un mes para hacerlo, que es el período de suspensión que acogeríamos. 



Entonces, propongo que, sin mayor debate -pues todos entendemos de qué se trata-, aprobemos la iniciativa tal como fue despachada por la Cámara.



Si le parece a la Sala…

El señor FERNÁNDEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de la palabra, señor Senador.

El señor FERNÁNDEZ.- Una consulta solamente: ¿por qué el texto no satisfaría al Senado? Pido al Senador señor Ruiz que nos explique esto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz.

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, por lo general, en este tipo de proyectos se produce una situación muy incómoda para los señores Senadores, pues se ven forzados a aprobar una iniciativa por el cumplimiento de un plazo. Y a veces votan sin saber bien de qué se trata.



Hace un par de años se aprobó una norma que se encuentra vigente. Sin embargo, está suspendida su aplicación, porque faltaba dictar un reglamento. Esto se hizo en su momento, pero tal disposición necesitaba ser complementada en forma previa. 



Por ello se plantea suspender su vigencia mediante el proyecto.



¿Qué norma es ésa?



Para que entiendan la situación, señores Senadores, hay que comprender que cuando un pescador llega a cierta edad queda imposibilitado de salir a la mar o de seguir operando una embarcación. Hoy la ley le prohíbe transferirla a un hijo, a un pariente o a otra persona. En la historia de la pesca artesanal normalmente se hace; pero, en la actualidad, la norma legal que regula los registros en esa actividad lo impide. En la ley dictada en su tiempo se dejó abierta tal posibilidad, sin ponerse restricciones.



Por lo tanto, conforme a la normativa vigente, cualquier pescador –viejo o joven- hoy puede vender derechamente su permiso.



No obstante, en nuestra opinión, debe ser así sólo como excepción. Por ejemplo, cuando el trabajador pesquero ya está en edad avanzada, puede permitirse que lo transfiera; pero en  ningún caso los permisos pueden convertirse en un negocio o comercializarse al día siguiente de su otorgamiento, máxime cuando son gratuitos.



Entonces, como es necesario regular la materia y no habría tiempo para ello aun cuando el proyecto se despachara hoy -el Senador señor Ríos tiene toda la razón en cuanto a que no se resolverá la situación en treinta días-, no nos queda otra alternativa que aprobarlo, porque, de lo contrario, regirá la norma ya establecida.



El Gobierno no tiene por qué empezar a cursar solicitudes pasado mañana. Perfectamente puede hacerlo con posterioridad. Además, el proyecto se va a acoger en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. De modo que no sufrirá otro trámite. Sencillamente, debe informarse al Ejecutivo para que publique la ley, con lo cual se acaba el problema.



En todo caso, voy a reservar mis observaciones para cuando se efectúe el debate sobre el fondo del asunto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Está claro que si acogemos la iniciativa en los términos en que la despachó la Cámara de Diputados, será enviada al Gobierno para su promulgación.



Si le parece a la Sala, se aprobará en esa forma.



-Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de entrar al punto 2) de la tabla, anuncio que aproximadamente a las 18 se va a iniciar el debate y votación en particular del proyecto que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes de las autoridades que ejercen una función pública. Esperamos contar a esa hora con el informe de la Secretaría de la Comisión.


SUBSIDIO A CONSUMO DE ELECTRICIDAD

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 1, de l982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de otorgar un subsidio al consumo, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia califica de “discusión inmediata”.











3893-05
--Los antecedentes sobre el proyecto (3893-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 21 de junio de 2005.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.
El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es conferir al Presidente de la República la facultad de establecer un subsidio transitorio al consumo de energía eléctrica para usuarios de escasos recursos cuando se registre un aumento significativo de las tarifas.



Asimismo, el artículo 1º transitorio prevé que el referido beneficio podrá disponerse durante los años 2005 y 2006 para enfrentar las alzas ocasionadas por la aplicación de la ley Nº 20.018.



La Comisión de Hacienda aprobó en general esta iniciativa por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Boeninger, Foxley, García, Ominami y Orpis. 



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Hacienda efectuó diversas modificaciones al proyecto, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Sus Señorías pueden consultar el texto en el informe.



Corresponde tener presente que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento, la iniciativa debe ser discutida en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”.



Reitero, señores Senadores, que el proyecto fue aprobado tanto en general como en particular por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de conceder la palabra al Presidente de la Comisión de Hacienda, solicito autorización para que ingrese a la Sala el asesor del Ministro de Hacienda, señor Jaime Crispi.



--Se accede.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En la discusión general y particular, 
tiene la palabra el señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, la iniciativa en debate viene a dar cumplimiento a un compromiso contraído por el Presidente de la República el 21 de mayo último, en el sentido de poner en práctica un mecanismo de subsidio que permita paliar las alzas de tarifas que se van a producir como consecuencia de la entrada en vigencia del nuevo marco regulatorio que estableció para el sector la ley Nº 20.018.



Es importante precisar que el proyecto no crea de modo general la facultad para entregar un subsidio, pues ya fue dispuesta en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982. Lo que hace la iniciativa es facultar al Primer Mandatario para focalizar su otorgamiento y no crear un beneficio, pues, como dije, ya existe.



Conforme al texto del proyecto original, el subsidio entrará en vigencia cuando se produzca un aumento de tarifa superior a 10 por ciento.



Debo informar a la Sala que la Comisión de Hacienda aprobó una indicación para rebajar esa cifra a 5 por ciento. Es decir, cuando se produzca un alza superior a 5 por ciento en las tarifas eléctricas, el subsidio comenzará a actuar.



En cuanto a su forma de operar, se establece que será descontado directamente por las empresas concesionarias. De manera que en la boleta que reciban los consumidores deberá constar, por una parte, el precio total del servicio, y por otra, el monto del subsidio correspondiente, que se calculará con relación al alza objetiva superior al 5 por ciento. El pago de la diferencia entre ambos valores deberá realizarlo directamente el consumidor a la empresa correspondiente.


Cabe agregar que la Comisión de Hacienda, junto con aceptar lo propuesto por el Ejecutivo para disminuir de 10 a 5 por ciento el porcentaje a partir del cual se gatilla la operación del subsidio, aprobó dos indicaciones. Una, destinada a dejar claramente establecido en el texto del proyecto que debe ser un mecanismo que opere hacia los sectores más vulnerables de la población, considerando para ello la ficha familiar, que hoy está sustituyendo a la ficha CAS o a otros instrumentos que en el futuro puedan ser puestos en práctica para los mismos efectos. Y la otra busca garantizar la mayor expedición factible en el reembolso del pago que la Tesorería General de la República debe hacer a las empresas por el subsidio.



Por último, debo informar que la ayuda alcanzaría a alrededor de un millón 400 mil personas y tiene un costo total de 13 mil 191 millones de pesos, distribuidos en 73 por ciento durante el 2005 y en 27 por ciento en el 2006.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nuestra bancada va a concurrir a la aprobación del proyecto, como ya lo hizo en la Comisión de Hacienda.



Sólo quiero dejar constancia de dos elementos.




Desde mi punto de vista, la creación del subsidio anunciado por el Presidente de la República se orienta en la dirección correcta, porque la ley Nº 20.018 cambió radicalmente la forma en que se va a asignar y distribuir la energía eléctrica.



A raíz de la crisis energética producida en Chile por el problema del gas con Argentina, para realizar las inversiones necesarias se requerían licitaciones a 10 y 15 años plazo –éste fue el tema de fondo sobre el cual legisló la mencionada ley-, que reflejaran los costos reales. En definitiva, las inversiones debían efectuarse conforme a una matriz energética más diversificada, para responder a las demandas del país y contar a la vez con mayor seguridad.



La modificación a ese cuerpo legal se va a reflejar en un aumento de las tarifas, el que será mucho mayor en el sistema interconectado central que en el sistema del Norte Grande. Por lo tanto, al producirse un cambio brusco de tarifas, especialmente en el sistema interconectado central, es fundamental ir en ayuda de los más desposeídos y de los más modestos.



Por eso considero correcto el enfoque dado al proyecto, pues focaliza el subsidio en las personas de menores ingresos.



Asimismo, con el perfeccionamiento y la complementación introducidos por  la Comisión de Hacienda, la iniciativa va por la vía adecuada. Porque todo el sistema quedaba entregado al decreto y al reglamento. En cambio, ahora se incorporan dos elementos que, a mi juicio, son importantes. Uno de ellos deja establecido por ley que para la aplicación del beneficio se utilizará la información contenida en la ficha CAS -de estratificación social-, lo cual me parece relevante.



Por esas razones, ante el alza de tarifas eléctricas que se va a producir, especialmente en el sistema interconectado central, resulta trascendente fijar, al menos en forma transitoria -tal como se plantea-, un subsidio de tales características.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, 
mediante este proyecto se confiere al Primer Mandatario la facultad de establecer un subsidio al consumo de energía eléctrica en los hogares más modestos en la medida en que las tarifas experimenten un incremento real igual o superior a 5 por ciento. Eso es lo que señala su norma permanente.



Por otra parte, el artículo 1º transitorio dice que tal subsidio podrá disponerse durante el presente año y el próximo para enfrentar las alzas de tarifas ocasionadas por la aplicación de la ley Nº 20.018, sin importar el monto del reajuste que se aplique a las cuentas de energía eléctrica. 



Dicho beneficio favorecerá aproximadamente a un millón 400 mil hogares, con un presupuesto cercano a los 14 mil millones de pesos.



Desde ese punto de vista, entendiendo que las familias deberán hacer frente a un mayor costo por concepto de energía eléctrica, nos parece conveniente usar esta vía para ir en apoyo de las más necesitadas.



Sin embargo, como el referido subsidio se llevará a cabo mediante decreto supremo fundado del Jefe del Estado, deseo pedir que en él se considere tanto a los sectores urbanos como a los rurales. 



En los últimos 20 años el país ha hecho un gran esfuerzo en cuanto a electrificación rural. Y creo que estamos próximos a que la cobertura supere el 90 por ciento. Sólo quedan lugares muy apartados sin energía eléctrica, pues el costo para implementarla es muy alto. 



Lo que se ha avanzado respecto a esta materia, sumado al cambio de vida que experimentan los habitantes de sectores rurales de Chile gracias a la electrificación, es realmente notable. 



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que este subsidio, en la medida en que pueda ser determinado en el referido decreto supremo, vaya en auxilio de las familias campesinas. Entre otras razones, porque muchas de ellas se abastecen de agua potable mediante motores eléctricos y deben extraerla de napas cada vez más profundas, lo cual hace incurrir en un mayor gasto de energía eléctrica que puede llevar a que el consumo sea, incluso, superior al del sector urbano.



Además, es preciso hacer presente que en las áreas urbanas existe el subsidio al consumo de agua potable, el cual no se otorga en la zona rural.



Por lo tanto, quiero que los aspectos que he mencionado se tomen en cuenta. Porque si fijamos un solo límite de consumo de energía eléctrica para ambos sectores, es muy probable que se deje fuera del beneficio a quienes viven en zonas rurales, ya que, debido al uso de motores eléctricos para impulsar el agua hasta sus hogares, tendrán un consumo superior al de las ciudades.



Junto con las consideraciones que he señalado, expreso el apoyo de los Senadores de Renovación Nacional a la iniciativa en debate.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, manifiesto mi complacencia por la disposición existente para aprobar este proyecto de ley, que es uno de los anuncios que hizo el Presidente de la República en su discurso del 21 de mayo pasado con motivo de la cuenta pública anual entregada al país, que ahora se empieza a materializar.





Me alegra que se favorezca a un millón 400 mil hogares con esta medida, cuya aplicación demandará un aporte fiscal de 13 mil 191 millones de pesos.



Está claro que el subsidio va en ayuda de las familias más modestas, ya sea que vivan en el campo o en la ciudad. Digo esto porque el Senador señor García manifestó su duda acerca del alcance del beneficio. Pero es  evidente que se extenderá al sector rural.



Asimismo, respecto del subsidio al consumo de agua potable, debo señalar a Su Señoría que todos los socios de comités rurales tienen derecho a gozar de dicho beneficio, el cual se les otorga de acuerdo con la ley. Por lo tanto, él no sólo favorece a quienes habitan en la ciudad, sino también a las personas que viven en sectores rurales.



Por otra parte,  deseo referirme a lo siguiente.



En la Octava Región se encuentra la isla Santa María, que, por estar tan separada del continente, después de muchos años de esfuerzo ha podido ser dotada de luz eléctrica generada por petróleo. Sin embargo, su número de habitantes es relativamente pequeño y el consumo y la mantención del servicio resultan caros.



Esas personas pagaban por concepto de energía eléctrica 10 mil pesos mensuales, cifra que se elevó a 30 mil y hasta 40 mil pesos; y hoy carecen de ella, pues no pueden solventar el gasto.



En este caso sí debe considerarse un subsidio especial. Se trata de una isla, de gente que está haciendo patria en ese territorio insular. Ya les llevamos luz eléctrica, pero ahora el consumo resulta muy oneroso, por cuanto el precio del petróleo subió desmedidamente, como hemos podido observar. Es decir, aun cuando cuentan con el servicio, no pueden hacer uso de él porque ha subido en forma desmesurada el valor de la tarifa.



Entonces, pido a la Comisión Nacional de Energía que tenga particular preocupación por los habitantes de la isla Santa María, perteneciente a la comuna de Coronel, provincia de Concepción.



En estos momentos aquellas personas están prácticamente sin ese vital servicio. Y considero una injusticia tremenda, cuando hoy pretendemos dar, legítimamente, un subsidio a los hogares más pobres del país, que un grupo de isleños carezcan de energía eléctrica por el alza excesiva del precio del petróleo.



Voy a estar atento a que el Ministerio de Economía -y sobre todo la Comisión Nacional de Energía, entidad a cargo del área en comento- entregue una respuesta sobre el particular, ojalá lo antes posible, porque en este instante la gente de la isla Santa María no tiene luz eléctrica.



Como es lógico, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, deseo hacer una reflexión en torno a la iniciativa.



Resulta natural y necesario apoyar a la gente de escasos recursos. Pero estamos hablando de un universo de un millón 400 mil familias. Si multiplicamos este número por cuatro, que representa el mínimo de miembros que integran cada una, se favorecería a 5 millones 600 mil personas. Y como en Chile somos 15 millones, un tercio de la población se beneficiaría con el subsidio, al igual como acontece con el del agua y con los existentes en otros ámbitos.



Mi pregunta es qué ocurre con la clase media, sobre todo con la pobre -porque hay una clase media pobre-, que aspira a tener un pasar decente, que se esfuerza por obtener mejores niveles, pero a la que cada día se le hace más difícil progresar, porque los subsidios y la mirada del Gobierno no la consideran.



Pienso a veces que la clase media, que debería ser favorecida en alguna medida con el otorgamiento de beneficios de esta índole, no tiene posibilidad  alguna al respecto.



 Yo me pregunto si no será que la clase media -en general, más conservadora en sus visiones, en sus valores, en sus actitudes- causa molestia desde el punto de vista del cuerpo político de la nación.



La verdad es que resulta necesario este subsidio; estoy de acuerdo con él. Sin embargo, nos estamos olvidando del grueso de los chilenos, de aquellos 8 millones -aceptando que un millón o un millón y medio de personas perciben ingresos por sobre la línea media- que no reciben nada por ningún lado.



Quiero hacer presente esa desigualdad notable en este tipo de enfoque. Es buena la política del Gobierno de ayudar a los chilenos que no tienen medios, y estoy de acuerdo con ella. ¿Pero qué pasa con la mayoría de las personas? ¿Están abandonadas?



Planteo esta reflexión porque creo que apunta a la esencia del problema que vive hoy día la sociedad chilena.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



En votación electrónica la idea de legislar. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos).



Votaron los señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cariola, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), García, Gazmuri, Horvath, Martínez, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa una indicación, suscrita por los Honorables señores García y Ríos, que propone agregar en el párrafo segundo del artículo único, entre la expresión “residenciales” y el vocablo “registrasen”, la frase “urbanos y rurales”.



Es decir, el texto quedaría como sigue:  “Si dentro de un período igual o menor a 6 meses, la tarifas eléctricas para usuarios residenciales, urbanos y rurales, registrasen un incremento real acumulado, igual o superior a 5%,”, etcétera.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa estima que la indicación es admisible.

El señor SÁNCHEZ (Ministro de la Comisión Nacional de Energía subrogante).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor SÁNCHEZ (Ministro de la Comisión Nacional de Energía subrogante).- Señor Presidente, quiero despejar las dudas que puedan tener algunos señores Senadores respecto del alcance del subsidio.



Tal como informó el señor Presidente de la Comisión de Hacienda, y conforme a los antecedentes que obran en poder de Sus Señorías, éste es un subsidio que se otorga a todos los consumidores residenciales del sistema interconectado del Norte Grande y del sistema interconectado central, quienes se verán afectados por la aplicación de  la ley Nº 20.018, que modificó el marco regulatorio fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, Ley General de Servicios Eléctricos.



Cuando hablamos de consumidores residenciales obviamente incluimos a los que viven en zonas urbanas y rurales, quienes se encuentran pagando un precio regulado de energía.



La norma en cuestión no excluye del beneficio a los consumidores rurales cuando se hallan -reitero- dentro del ámbito de aplicación de la ley.



Por lo tanto, en nuestra opinión, no es necesaria la frase propuesta en la indicación, porque –como dije- el beneficio alcanza a los consumidores urbanos y rurales.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Propongo a la Sala, de acuerdo con el principio de que lo que abunda no daña, aprobar el artículo con la indicación formulada por los Senadores señores García y Ríos.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, ¿me permite hacer una consulta al señor Ministro?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, la norma habla de “usuarios de escasos recursos” y no de “todos los usuarios residenciales” como señaló el señor Ministro.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Con la venia del señor Presidente, debo decir a Su Señoría que la oración a que alude figura en el párrafo segundo del artículo único, que expresa: “Si dentro de un período igual o menor a 6 meses, las tarifas eléctricas para usuarios residenciales” –urbanos y rurales-  “registrasen un incremento real acumulado, igual o superior a 5%,”, etcétera.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el artículo único del proyecto con la indicación formulada por los Senadores señores García y Ríos, que agrega la frase “urbanos y rurales”.



--Se aprueba, en los términos señalados, y queda despachado el proyecto.
MODERNIZACIÓN DE SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Informe de la Comisión Mixta formada, en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, para resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras durante la discusión del proyecto de ley que moderniza el servicio militar obligatorio, con urgencia calificada de “suma”. (Véase en los Anexos, documento 8).
​​​​​​​​​​​​​​​2844-02

Modernización de servicio militar obligatorio. Informe de Comisión Mixta
--Los antecedentes sobre el proyecto (2844-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 12ª, en 14 de julio de 2004.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 43ª, en 12 de abril de 2005.

Informes de Comisión:


Defensa, sesión 17ª, en 30 de noviembre de 2004.


Defensa (segundo), sesión 32ª, en 2 de marzo de 2005.


Hacienda, sesión 32ª, en 2 de marzo de 2005.

Mixta, sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.

Discusión:



Sesiones 19ª, en 6 de diciembre de 2004 (se aprueba en general); 37ª, en 16 de marzo de 2005 (queda pendiente su discusión particular); 39ª, en 23 de marzo de 2005 (se aprueba en particular).
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hago presente al Senado que el señor Ministro de Defensa Nacional envió sus excusas por no poder asistir a esta sesión, debido a que se encuentra cumpliendo misiones oficiales en la República Argentina.



Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Guerra, don Gabriel Gaspar.



--Se accede.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo de la Cámara de Diputados a algunas de las modificaciones efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



El informe de la Comisión Mixta formula dos proposiciones para ser votadas separadamente. Esta forma de votación se acordó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal), teniendo en vista el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado de 10 de diciembre de 1991, que permite dicho procedimiento.



La primera proposición fue aprobada por 5 votos a favor (Senadores señores Páez y Pizarro, y Diputados señores Burgos, Leal y Juan Pablo Letelier), y 4 en contra (Senadores señores Canessa y Fernández, y Diputados señores Cardemil y Ulloa). Esta propuesta incluye la imposibilidad “ética” como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, en reemplazo de la normativa relativa a la objeción de conciencia.



La segunda proposición, acordada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta (Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal), establece que en cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas existirá una Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, que tendrá por misión recibir, atender y canalizar las solicitudes, peticiones o inquietudes que los padres o apoderados pudieran formular respecto de las actividades que conlleva la realización del servicio militar de sus hijos o pupilos.



Asimismo, se excluye del cumplimiento del servicio militar a las personas a quienes dicha prestación ocasione un grave deterioro en la situación socioeconómica de su grupo familiar, del cual constituyan su principal fuente de ingreso.



Esta segunda proposición consulta normas de carácter orgánico constitucional, que corresponden a los artículos 42 C y 42 D, contenidos en el número 30 del artículo 1º permanente, por lo que para su aprobación requieren el voto conforme de 26 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en seis columnas. Las dos últimas transcriben las proposiciones de la Comisión Mixta y el texto final que resultaría de ser éstas aprobadas.



Finalmente, cabe señalar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de 17 del mes pasado, dio su aprobación a las dos propuestas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Senador señor Fernández, Presidente de la Comisión de Defensa y de la Comisión Mixta.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, tal cual se dio a conocer durante la relación, y en uso de la facultad ejercida ya en otras ocasiones -conforme lo dispuso en su momento la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento-, como una manera de solucionar las dificultades presentadas entre la Cámara de Diputados y el Senado, teniendo en cuenta lo que establece el artículo 67 de la Carta en orden a permitir que la Comisión Mixta pertinente proponga “la forma y modo de resolver” el conflicto, en esta instancia acordamos dividir los temas en dos, a fin de facilitar el acuerdo respecto de uno o, eventualmente, de ambos, según el caso. Con esto se buscaba que aquél no fracasara si acerca de al menos en uno de los puntos existía unanimidad en ambas ramas del Parlamento.



La Cámara Baja votó por separado las proposiciones de la Comisión Mixta y dio su aprobación a las dos.



¿Cuáles son las materias sustanciales sobre las que hubo discrepancias?



La primera se refiere a la incorporación de la “objeción de conciencia” como causal de exclusión del servicio militar obligatorio.



Dicha causal fue rechazada en la Comisión Mixta y se reemplazó por una modificación al artículo 42 del decreto ley Nº 2.306 en el sentido de señalar que quedarán excluidas del cumplimiento del servicio militar “Las personas que fueren declaradas no aptas por imposibilidad física, psíquica o ética, según lo disponga el reglamento.” Dicho órgano, por mayoría de 5 votos contra 4, agregó la expresión “o ética” al texto aprobado por ambas Cámaras.



Ése es un punto que se debe votar.



La segunda materia -en ésta sí hubo consenso- se refiere a la creación de la Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, aspiración largamente planteada por numerosos Parlamentarios.



Se trata de una dependencia que, con una estructura institucional descentralizada a fin de facilitar su funcionamiento, tendrá por misión, además de atender las peticiones e inquietudes de los padres o apoderados de los soldados conscriptos, recibir denuncias formuladas por aquéllos concernientes a actos reñidos con la dignidad y el honor de las personas o que no se ajusten a la reglamentación vigente.



En cada rama de las Fuerzas Armadas la respectiva Oficina se desempeñará como órgano asesor y coordinador de las autoridades militares.



La proposición de la Comisión Mixta -estructura de modo distinto el artículo 42 C despachado por la Cámara de Diputados y que el Senado suprimió- fue aprobada por unanimidad.



En consecuencia, señor Presidente, corresponde votar por separado ambas propuestas.



En lo personal, voté contra la primera proposición porque creo que la incorporación de los términos “o ética”, desde luego, no soluciona ningún problema. Es más, pienso que abre la posibilidad de supeditar el cumplimiento del servicio militar a una situación tremendamente confusa, en cuanto a que las personas tengan que ser declaradas imposibilitadas éticamente según lo disponga un reglamento.



Deberá de existir, pues, una comisión que determine si alguien es o no apto éticamente para hacer el servicio. O sea -nótese-, no es el interesado quien plantea la objeción ética, tanto más cuanto que el asunto quedará en manos de aquellos a los que el reglamento encomiende la determinación de la capacidad física, psíquica o ética.



Eso puede prestarse para una situación bastante confusa, poco clara. Y por eso voté en contra.



No obstante, debo manifestar que el punto fue largamente debatido en la Comisión Mixta, que aprobó la proposición pertinente por mayoría. De suerte que, como ya expresé, se trata de una materia que habrá de votarse.



En consecuencia, señor Presidente, sugiero en primer término que la propuesta unánime de la Comisión Mixta -atinente a la creación de la Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto-, para cuya aprobación se requiere quórum especial, sea sometida de inmediato a la resolución de la Sala; y en segundo lugar, que se debata y vote por separado la otra proposición, referida a la inclusión de las palabras “o ética”.



Los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas estuvieron de acuerdo con la creación de la Oficina en comento y no se pronunciaron específicamente sobre la incorporación del concepto “ética” -habían expresado su opinión acerca de la objeción de conciencia, que es algo distinto- porque no participaron en el debate de la Comisión Mixta.



Es cuanto puedo señalar, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recogiendo la sugerencia del Senador señor Fernández, pondré en debate la proposición de la Comisión Mixta aprobada por unanimidad, relativa al artículo 42 C que se incorpora al decreto ley Nº 2.306.



En discusión.

El señor MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, a juicio de quien habla, los dos temas están unidos.



El primer problema radica en que los artículos que se agregan al decreto ley 2.306 (42 A, 42 B, etcétera) van a la esencia de lo que yo llamo “destrucción sistemática y pública de la disciplina militar”.



¡Lo digo claro y en castellano!



Tomar la causal vinculada a la ética y unirla a la creación de una oficina para recibir las peticiones y los reclamos del soldado conscripto, por un lado, y de sus familiares, por otro, significa destruir la cadena de mando en las Fuerzas Armadas.



¡Lo digo claro y en castellano!



Es muy grave lo que estoy sosteniendo, señor Presidente.



La responsabilidad de quien conduce abarca todos los campos, desde el momento en que la ley y la Constitución entregan a las Fuerzas Armadas la preparación de un contingente militar. Y este contingente tiene mandos; es decir, hay una cadena de autoridades con sus responsabilidades, y ellas deben asumirlas.



La introducción de las visiones que acabamos de escuchar vulnerará la cadena de mando respectiva en todos los niveles.



Considero que éste es el núcleo de la ley en proyecto.



Además, a mi entender, todo el concepto en torno de esta nueva proposición apunta a vulnerar la cadena disciplinaria, la cadena de responsabilidades.



Con esto desaparece la idea de que quien manda es responsable en todo momento de las personas que, por imperativo de la ley, están bajo su dependencia, en las áreas que le son propias.



Aquí, sencillamente, se producirá una división muy amplia entre los conscriptos y quienes constituyen la cadena de mando en la organización pertinente, porque van a intervenir terceros, elementos ajenos, y detrás de ello surgirá la interferencia -como hemos visto en muchas áreas- de influencias incluso políticas.



Estimo que por esa vía se desvirtúa el concepto del servicio militar.



¡Qué más ético que someterse a una disciplina reglamentada, exigida! Con estas modificaciones la responsabilidad de quien conduce, a su nivel, ya sea suboficial u oficial, queda vulnerada por la intervención de terceros.



Para mí, tal situación es en extremo negativa. Aquí estamos en presencia de un núcleo brutalmente negativo para el futuro de la disciplina institucional.



Ése es mi punto de vista.



He dicho.

El señor FERNÁNDEZ.- Pido una interrupción, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, quiero hacer una precisión acerca de las dos proposiciones.



La relativa a la exención ética no se consultó a las Fuerzas Armadas porque sólo fue analizada en la Comisión Mixta.



En cuanto a la Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, se trata de una instancia que en la actualidad está funcionando por la vía del reglamento o de la instrucción, y con mucho éxito, en el Ejército. Y ha sido recomendada por la propia institución.



Por lo tanto, lo que se hace ahora es recoger la experiencia que sobre el particular ha tenido el Ejército y traspasar a la ley lo que hoy figura en un reglamento o en una instrucción.



Estamos, entonces, ante un órgano en funcionamiento, que lo ha hecho bien y con cuyo establecimiento las propias Fuerzas Armadas están de acuerdo.



Considero que, incluso, ha sido una manera de acercar los familiares a la institución, con lo cual unos y otra han creado vínculos muy estrechos entre sí.



Por cierto, lo relativo a la causal ética es un tema distinto. Y por eso la Comisión Mixta separó sus dos proposiciones.



Muchas gracias.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, creo que desgraciadamente, después de los hechos ocurridos en Antuco, este proyecto quedó sobrepasado por la realidad y sólo puede ser considerado como un antecedente más en una reforma o en un repensamiento mucho mayor de lo que debiera ser el servicio militar en nuestro país.



Mientras formé parte de la Comisión de Defensa de la Cámara de Diputados, siempre fui partidario del servicio militar obligatorio, dadas las condiciones reales vividas por Chile. Y, en mi concepto, ir hacia un servicio militar en un ejército profesional es quizá una aspiración de mediano plazo, algo no inmediato; pero, por las tecnologías modernas, por la forma como se desarrollan la sociedad y las propias instituciones armadas en el mundo, tal vez hacia allá deberíamos encaminarnos.



Sin embargo, lo sucedido en Antuco es tan grave que todo esto quedó de alguna manera excedido. En mi opinión, ahí los mandos, lamentablemente, fallaron y se desencadenó una de las más grandes tragedias del Ejército.



Dudo mucho de que una oficina de reclamos o de derechos del recluta sea eficaz para resolver los problemas allí acontecidos. La oficina me parece más formal que real. Quizá presenta los inconvenientes indicados por el Senador señor Martínez sobre cierta tradición acerca del modo como se maneja o concibe la disciplina; pero esta concepción parte de la base de que el mando no se equivoca y, si lo hace, sólo recibe una sanción a posteriori.



Pienso que, en un ejército moderno, la relación entre el mando y quienes obedecen debería ser mucho más fluida. Esto, por cierto, sin desconocer que no pueden romperse la disciplina y la jerarquía, elementos de la esencia de las instituciones castrenses. Y ninguna de ellas, ni aun las más modernas, se encuentra exenta de graves problemas. Basta recordar la guerra de Iraq, donde se cometieron, y tal vez se siguen cometiendo, apremios más que ilegítimos.



Ahora bien, yo sólo intervengo para expresar lo siguiente.



Así como la Cámara de Diputados pidió al Gobierno y al mismo Ejército revisar el sistema del servicio militar -y están de acuerdo con eso el Ejecutivo y las Fuerzas Armadas, sobre todo el Ejército; porque en el caso de la Aviación y la Marina no podemos afirmar que sea obligatorio, desde el momento en que hay interesados en realizarlo-, creo que el Senado, al pronunciarse sobre el informe de la Comisión Mixta, independiente de si lo aprueba o no, debería hacer otro tanto; es decir, aprovechando la presencia de sus representantes, plantear al Ejecutivo que, a nuestro juicio, esta iniciativa ha sido superada y que, en el interés del Ejército y del propio país, habría que abordar los problemas de fondo. 

El señor FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor VIERA-GALLO.- Claro, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor FERNÁNDEZ.- El miércoles 6 de julio próximo, a las 11, nuestra Comisión de Defensa celebrará una sesión especial precisamente para tratar la tragedia de Antuco. Asistirán el señor Ministro del ramo y el señor Comandante en Jefe del Ejército. En ella se tocarán los temas a los cuales se ha referido Su Señoría. Y por supuesto, como a toda sesión de Comisión, podrán concurrir los señores Senadores que lo deseen.

El señor VIERA-GALLO.- Me alegra mucho que así sea, Honorable colega. 



Ahora, en este caso, la iniciativa se concibió en momentos en que había denuncias más o menos reiteradas sobre malos tratos en el servicio militar. Por eso se pensó en la creación de una oficina. Pero al final es una oficina de la propia institución, que se manejará dentro de ella y sólo revestirá carácter asesor. Por tanto, no veo que pueda tener el dramatismo señalado por el Senador señor Martínez. Al contrario, al ser operada por personal del mismo Ejército, actuará con bastante prudencia, para algunos tal vez excesiva.



Sin embargo, el problema no es ése. El problema es que se produjo un hecho mayor que, como lo insinuó el Senador señor Fernández, debería llevarnos a una reflexión más de fondo. 



Este proyecto, a mi juicio, ha quedado superado por la realidad. Entonces, me temo que empecemos aquí una discusión sobre algo que seguramente deberemos revisar el día de mañana, espero que a propuesta del propio Gobierno, que con certeza escuchará lo que le diga el Ejército y las conclusiones que éste ha sacado de la tragedia en comento. Porque hoy en día se ha difundido en mucha gente la idea de que el servicio militar es terriblemente peligroso para sus hijos. Y eso no puede ser, pues el sistema debe basarse en la confianza de la ciudadanía en cuanto a que se trata de una función indispensable y que sólo entraña los riesgos de un -ojalá nunca ocurra- conflicto bélico, pero no peligros provenientes del manejo que realice la misma institución. 



No quiero entrar al análisis de ese aspecto, porque no me corresponde hacerlo ni poseo todos los antecedentes. Empero, como simple ciudadano, me llaman demasiado la atención ciertas situaciones que se produjeron en Antuco.



Más allá de si hubo o no orden a los soldados de bajar o no a tal hora y en las condiciones imperantes en el momento, me sorprende que los muchachos llevaran un saco de basura para protegerse del frío en un ejercicio de alta montaña. Considero que Chile está en otras condiciones económicas; y el Ejército, también. O sea, no es sólo un problema de falta de recursos; hay algo más de fondo.



No se trata de apuntar a alguien -¡por favor!-, pues para eso la propia institución ha fijado sus mecanismos. Pero yo siento que, junto con pronunciarnos sobre el informe de la Comisión Mixta, por lo menos deberíamos pedir -en ese sentido, me alegra lo expresado por el Senador señor Fernández- que se revisen a fondo los procedimientos, ya sea para relegitimarlos o para introducirles los cambios drásticos que sean necesarios.



No busquemos en este momento las diferencias que tuvimos en el pasado. Para esto ya no importan. Lo que aquí importa es que Chile cuente con instituciones castrenses suficientemente confiables y sólidas, que el pueblo sienta como propias y que no causen temor a quienes deseen que sus hijos hagan el servicio militar en ellas.



A eso debemos aspirar. Y creo que ése ha sido el espíritu del General Cheyre. 



Siento enormemente que esto se haya atrasado por una tragedia tan dramática.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra...

El señor MARTÍNEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Su Señoría ya intervino, pero podrá hacerlo de nuevo después de los Senadores que hablen por primera vez. Lo tengo anotado.



Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, los dos aspectos que debió analizar la Comisión Mixta son reveladores de nuestra idiosincrasia, esto es, de cierto temor a las palabras.



Desde luego, al cáncer se le llama "un mal incurable"; se le denomina de cualquier manera, pero nunca como efectivamente corresponde.



Aquí ocurre algo muy parecido. Por tratar de disolver lo más posible el concepto "objeción de conciencia", se cae en un perfecto absurdo (ya lo expresaba el Senador señor Fernández). Pero, como las negociaciones del binominalismo siempre terminan en algo que se aparta del sentido común, ha resultado un injerto extraño que en su oportunidad suscitará múltiples interpretaciones y controversias.



De la lectura del texto aprobado surge, por desgracia, casi una acusación a quien ni siquiera se conocerá en ese ámbito y que quedará marcado por haber sido objeto de cuestionamientos desde el punto de vista ético. Quizás en la práctica se logre descubrir una fórmula que implique que la persona no termine con una especie de estigma por haber sido sometida a esa evaluación o análisis.



La que debió ser derechamente la Oficina de Derechos del Soldado Conscripto por supuesto que no sonaba bien en el marco de una cultura donde primero se cumplen las órdenes y después se reclama. Ésta es la doctrina al interior de las diversas ramas de las Fuerzas Armadas.



Un concepto de tal naturaleza violenta la racionalidad con que nos manejamos en la vida cotidiana y, naturalmente, genera problemas.



Ahora esa instancia se denominará “Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto”. Será algo así como un recinto a donde podrá acudir el muchacho al que se le rompieron los bototos, le falta pasta de dientes o cualquier elemento de esta índole; o el que desee enviar comunicaciones a la familia. En fin, atenderá los requerimientos que se le formulen. 



Entonces, lo que verdaderamente motivó la incorporación de la norma queda oculto por completo tras una fraseología equívoca que no aclara las cosas, sino que, por el contrario, las confunde. 



Pero ésta es la situación en que nos encontramos. 



Por eso, como en tantas otras oportunidades, habrá que aplicar aquel gracejo popular que, interpretando mi pensamiento, cita un señor Senador: “Peor es comer laucha”.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En realidad, Su Señoría, ese gracejo dice: “Peor es comer la hucha”.

El señor ÁVILA.- ¡Tal vez así sea en Linares…!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, lo señalado por los Honorables colegas Viera-Gallo y Ávila nos exime de extendernos en mayores reflexiones frente a la explicación tan clara del Senador señor Fernández. Después de oír a Sus Señorías, me parece más razonable su aclaración en cuanto a por qué vaciló respecto a la introducción de la palabra “ética”.



Me asalta, sí, una duda de carácter gramatical. La Comisión Mixta no sugirió agregar la frase “imposibilidad física, psíquica y ética”, sino esta otra: “imposibilidad física, psíquica o ética”. ¿Acaso los redactores de esta última entendieron que “psíquica” y “ética” significaban lo mismo? ¡Es evidente que no!



Desearía conocer, antes de emitir mi pronunciamiento -que evidentemente será favorable a la tesis del Honorable señor Fernández y no a la de los otros miembros de esa Comisión-, si se invocaron ejemplos acerca de la imposibilidad ética. Se comprende lo que puede ser la imposibilidad de índole física o psíquica, pero no sé hasta dónde se quiso llegar al agregar la de naturaleza ética. Porque si tal invocación se vincula con los planteamientos expuestos, se refuerza mucho más la tesis de rechazar la sugerencia hecha y de aprobar el voto en contra del Honorable señor Fernández.



En suma, estoy de acuerdo con ese pronunciamiento negativo. Sin embargo, para reafirmar esa posición, me gustaría que el señor Senador nos dijera si en la Comisión Mixta se dio a conocer algún ejemplo acerca de la imposibilidad ética que se incorpora de manera tan ambigua. ¿Fue una objeción de conciencia? ¿Fue una circunstancia de vacilación frente a determinados tipos ideológicos? Realmente, no lo sé. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, el Honorable señor Fernández le solicita una interrupción.  ¿Se la concede?

El señor SILVA.- Muy bien.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión Mixta.

El señor FERNÁNDEZ.- Al respecto, no se citó ningún ejemplo. Y ésa fue una de las razones para votar en contra: lo que se propone es tan amplio y ambiguo, que puede incluir o no la objeción de conciencia. Pero también podría estimarse que a un reglamento corresponderá definir las condiciones éticas y si éstas tienen relación con otras características del conscripto. Vale decir, cabe pensar que una comisión, así como puede resolver que alguien se halla físicamente imposibilitado para cumplir el servicio militar, también puede declarar si una persona, aunque quisiere hacerlo, no reúne condiciones éticas para ello. 



A mi juicio, son conceptos confusos.



Pero yo diría que la idea general de los Parlamentarios que votaron a favor de la propuesta era, en definitiva, incorporar de una u otra manera la objeción de conciencia. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, discrepo de lo sostenido por uno de los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra en cuanto a que la creación de la Oficina en comento puede significar la destrucción de la verticalidad del mando.



Si consideramos la estructura piramidal de las Fuerzas Armadas, es indudable que el contemplar sin mayor análisis una disposición como ésa, haría pensar que estamos cometiendo una aberración. Pero el Senador señor Fernández señaló que la referida Oficina ha funcionado en forma muy efectiva en el Ejército. Y ahí, por supuesto, no se ha destruido la verticalidad del mando; o sea, se ha mantenido la disciplina. 



Entonces, es una experiencia que debe tomarse en cuenta.



Por otro lado, el artículo 42 C es bastante explícito respecto a las facultades de la Oficina, que no son subliminales como también se mencionó. Podría pensarse que se preocupará, entre otras cosas, de si al conscripto se le rompió una bota, le faltó un botón o cosas por el estilo. Pero este planteamiento incurre en un error, que también hay que destacar. Porque el inciso cuarto del artículo 42 D expresa que a la Oficina le competerá “proponer las medidas conducentes a dar pronta solución a las solicitudes, peticiones o inquietudes que se le hayan presentado, así como aquellas que digan relación con denuncias de actos reñidos con la dignidad y honor de las personas o que no se ajusten a la reglamentación vigente de acuerdo con el ordenamiento jurídico.”.



Por eso, así como no coincido con el señor Senador que hizo presente el peligro de que se diluya la verticalidad del mando, tampoco estimo conveniente caricaturizar una iniciativa que evidentemente aborda en forma seria y responsable diferentes aspectos. Y ésa es la orientación con que debemos discutir las materias de esta naturaleza.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, antes de referirme a la mencionada Oficina, deseo expresar que coincido con el Senador señor Viera-Gallo en que el proyecto en general merecería una revisión o un replanteamiento a raíz de los puntos por tratar en las reuniones que se efectuarán y de una serie de otras consideraciones.



Pero, en concreto, tenemos un problema que resolver.



Al leer el articulado que propone la Comisión Mixta, me llama la atención que se crea la Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, a pesar de que, como informó el Senador señor Muñoz Barra, ya existe en el Ejército. Pero entendíamos que se encargaba precisamente de lo que señalaba el Honorable señor Ávila, es decir, de fallas en los bototos, de la petición del papá para que a su hijo se los cambien, etcétera.



Aunque esto parezca raro, cuando estamos hablando de que los conscriptos van a la montaña y se protegen del frío con bolsas plásticas de basura, aludimos a que en alguna parte debe haber una instancia donde se pueda reclamar: “Oiga, no es posible. Yo mandé a mi hijo al servicio militar y quiero que me lo vistan”. Me parece que esta situación se enmarca dentro de los espacios razonables de interacción de la institución con la familia. También, la del hijo que vuelve a casa todo moreteado y se queda callado. Y estimo que esos espacios razonables están.



Y aquí se avanza en ese sentido. Incluso, a la Oficina se la hace depender –para que se vea que está más o menos asociada al problema de los bototos, aunque siga poniendo cara de duda el Senador señor Muñoz Barra- del servicio de bienestar social de la respectiva institución. O sea, no hay línea de mando formal que la vincule con el comandante de la división o de la brigada. Y en la referida Oficina el papá puede averiguar cómo está su hijo, por qué se encuentra tan mal vestido o si pasa frío en las noches. Es posible que se hagan comentarios de ese tipo.



Entonces, ni yo ni el Honorable señor Ávila nos hallamos tan equivocados en cuanto a la orientación de la normativa.



Pero me preocupa el inciso segundo del artículo 42 D, que dispone: “Sin perjuicio de las atribuciones de los Comandantes de las respectivas Unidades, la Oficina podrá recibir denuncias formuladas por los padres o apoderados de un Soldado Conscripto, referidas a tratamientos reñidos con la dignidad y honor”, etcétera.



Y yo quiero repetir el planteamiento que hice cuando por primera vez se trató el tema.



Que el papá y la mamá de un conscripto de 18 años de edad -quien es ciudadano, se está formando para cumplir una responsabilidad máxima, como es defender a la patria, incluso con riesgos de vida, que son complejos en instituciones que operan en zonas y actividades peligrosas- vayan a la citada Oficina a plantear un reclamo que su hijo no ha efectuado por el conducto regular correspondiente -créanme-, por mi formación de 47 años de servicios en la Armada de Chile, es algo que me violenta un poco. No puedo entender, por ejemplo, que un marinero no sea capaz de denunciar los abusos de un cabo o de un sargento, ni de decir a su teniente: “Señor, me ha pasado esto”. Porque el abuso eventualmente ocurre; pero existen los mecanismos militares para resolverlo.



En un proyecto que se halla fuera de tiempo estamos mezclando dos conceptos: o la Oficina canaliza las inquietudes del ámbito del bienestar social, o es conductora de reclamos formales para evitar la comisión de abusos. Son dos cosas diferentes, y las quiero plantear con claridad.



Y agrego algo más.



En el Senado no podemos estar tratando nuevamente temas como éste, con buenos y malos, o con referencias a que el sistema binominal nos obliga a resolver así. ¡No! Considero que los Senadores tienen un concepto de patria y de responsabilidad frente a sus Fuerzas Armadas. Y la labor trascendente que cumplen va mucho más allá de la filiación política de cada cual. Si no somos serios en esta materia, podemos provocar daños estructurales.



Tengo la impresión de que esta precisión refleja la inquietud del Honorable señor Martínez. 



Aquí se han confundido dos cosas.



Yo respeto a la Oficina. En el Ejército funciona. Está en el área del bienestar social. Pero se incorpora un artículo que me preocupa, porque permitirá que los papás de un ciudadano mayor, adulto, que se está preparando para la guerra, vayan a reclamar por el hijo. Esto, en principio, me hace rechazar la norma.



Y ahora paso al segundo punto.



La palabra “ética”, que ha producido inquietud, se incluyó -deseo ser muy claro; porque, según el Senador señor Ávila, no nos atrevemos a decir las cosas por su nombre- para reemplazar la objeción de conciencia.



Si yo, como jefe de reclutamiento, estuviera encargado de seleccionar a los candidatos a conscripto y fuera brutalmente discriminador -pónganme el título que quieran-, y ante mí se presentara un homosexual, lo eximiría del servicio militar, apoyado en la ley. Diría: “Este hombre no puede cumplirlo, por una objeción ética. Creo que éticamente no reúne las condiciones requeridas”.



Estas situaciones motivaron gigantescos debates en Estados Unidos.



Pero esa norma, en vez de satisfacer lo que alguien en algún momento quiso introducir en el proyecto como una forma sutil de objeción de conciencia, da autoridad a una oficina seleccionadora para decir: “A éste lo rechazo por negro, y a este otro, por homosexual”. 



Y ustedes no se han dado cuenta de que están aprobando la norma en esos términos. Yo, como persona que ha trabajado en ese ámbito, les recomiendo una segunda lectura.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Esas materias se votarán en forma separada, tal como aparecen en el informe de la Comisión Mixta.



Recuerdo al Honorable señor Arancibia que siempre debe referirse a sus colegas en tercera persona.

El señor ARANCIBIA.- Permito que me retribuyan.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor PROKURICA.- ¿Señor Senador, me concede una breve interrupción?

El señor MARTÍNEZ.- Se la doy, con la venia de la Mesa y con la condición de que me dejen hablar después.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es sólo una interrupción, señor Senador. Le queda tiempo todavía. No se preocupe.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Me comprometo a ser muy breve.



Señor Presidente, no me preocupa el tema de la verticalidad del mando en el área de la Defensa Nacional, que no sólo es importante, sino también básica y necesaria. La verticalidad del mando que sí me inquieta es la que ocurre en otros ámbitos, donde se alinea a determinados Parlamentarios con el objeto de que  no cumplan con su deber y voten en contra de la formación de una Comisión investigadora destinada a un cometido para el cual fueron elegidos. Eso me preocupa.



Por eso, el Honorable señor Ávila se equivoca cuando plantea este tema. La mala verticalidad del mando es la que hace un minuto pasó aquí.



Gracias, por la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, hago uso del derecho a intervenir por segunda vez.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En estricto rigor, señor Senador, no tiene derecho. Pero le concedo la palabra porque todavía le restan 5 minutos.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, agradezco mucho su capacidad de comprensión y de atribuirse, a lo mejor, facultades que realmente no tiene.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En estricto rigor, las tengo.



Reglamentariamente, durante la discusión general los Senadores disponen de 15 minutos. Como Su Señoría no ocupó todo el tiempo, le otorgué la palabra por segunda vez.

El señor MARTÍNEZ.- ¡Le agradezco mucho este gesto de César...!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Su servidor, señor Senador. Sólo cumplo un deber reglamentario.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, sucede lo siguiente.



Emocional, humana y realmente, el acontecimiento de Antuco fue muy grave. Pero las autoridades del Ejército de Chile se han hecho cargo de ese problema, que netamente les atañe. Comprendo la angustia y el dolor de las personas afectadas, pero esa desgracia no puede taparnos la visión de futuro respecto de lo que estamos haciendo.



El servicio militar, sea voluntario u obligatorio, es una tarea orientada a generar las bases humanas que darán cuerpo, no sólo al Ejército, sino también a la Armada de Chile, especialmente a la infantería de marina. Por eso, en la formación de los instructores de las personas que vienen de la vida civil y que permanecerán en él hasta dos años como máximo, se tiene estrictísimo cuidado acerca del respeto a los derechos.



Una de las gracias de la prensa siempre ha sido hablar de los derechos y publicitarlos. Y en las Fuerzas Armadas esto es sagrado. Pertenezco a una generación de oficiales donde el respeto a la persona, cualquiera que fuese su jerarquía, grado y edad, era fundamental. Lo exigíamos nosotros y estábamos obligados a exigirlo; era un problema de conciencia.¿Y por qué existía? Primero, por la definición del elemento humano: valor, cien por ciento; y segundo, por entender que el Reglamento de Disciplina apunta fundamentalmente a la cohesión del grupo armado en determinado momento, cuando se presenta la angustia de entrar en combate o de superar un accidente.



Frente a esos aspectos, quiero recordar al Honorable señor Muñoz Barra, en especial, y a otros señores Senadores, que dicho Reglamento implica una cuestión de honor. Y las fallas se deben a que la gente no comprende ese concepto y se desvía. Es lo que estamos viendo en el lamentable y doloroso caso de Antuco.



Pero eso no debe taparnos la visión de futuro. Debemos tener siempre ciudadanos y ciudadanas capaces de asumir esta carga, la cual es esencialmente ética, valórica; es una idea de entrega a la comunidad.



Acá estamos creando una Oficina que dice relación a una dificultad interna de la institución Ejército. En el caso de la Armada existen el oficial y los suboficiales de división, que son responsables y efectivos, más allá que cualquier oficina. 
Pero ellos están dentro de la línea de responsabilidad y relación del mando.



Lo que quiero indicar es que en situaciones como las que acaba de mencionar el Senador señor Viera-Gallo es la propia Institución la que corrige -dolorosamente, pero lo hace- los errores y desviaciones.



Tengamos más confianza en que las Fuerzas Armadas y Carabineros se hallan constituidos por profesionales serios. Y, si se registran desviaciones, son momentáneas y se deben enmendar.



Aquí se suscita un problema que va más allá del aspecto puntual en la iniciativa que nos ocupa y se hace referencia a la imagen de seriedad que deben presentar las Fuerzas Armadas. Pero, cuando se descubre que la opinión pública accede a muchas suposiciones acogidas a través de la prensa –se genera una mitología en torno de ellas- y que el hecho lleva finalmente a un intento de mejorar la imagen creando oficinas como la que discutimos o a exponer lo relativo a la ética, como una manera de lograr una recuperación, estimo que se trata de algo sumamente grave.



En el proyecto estamos introduciendo semillas de disociación, de ausencia de actuación conjunta, de que se diluye la responsabilidad del mando.



Por ejemplo, la intervención de esta Oficina por sobre los comandantes, por sobre los mandos, y a donde los padres concurrirán es muy grave. ¿Por qué? Porque se ha roto, por alguna circunstancia, el contacto padres-Institución.



Cabe recordar que es tradicional la reunión con los padres de los conscriptos, periódicamente, para informarles cómo van. Los oficiales y los suboficiales responsables conversan con ellos. Es un elemento básico…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiempo, señor Senador.

El señor MARTÍNEZ.- Es algo que se está destruyendo.



Reitero que el problema es sumamente grave.



¿Qué pasa si se presenta un conscripto a la Oficina diciendo que quiere retirarse del servicio porque está cansado, porque éticamente no le gusta?



Es muy serio el asunto, y creo que habría que discutir de nuevo esta iniciativa.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero referirme a uno de los dos planteamientos que hizo el Senador señor Fernández: el que dice relación al artículo 42 aprobado por la Comisión Mixta, en particular en cuanto a que quedan excluidos del cumplimiento del servicio militar, entre otros, “Las personas que fueren declaradas no aptas por imposibilidad física, psíquica o ética, según lo disponga el reglamento.”.



Tengo tres tipos de reflexiones respecto de esa pretensión.



La primera se vincula a lo que significa que un tercero declare sobre la condición ética de otro. Porque entiendo que se pueda declarar acerca de la condición física, para lo cual existen los médicos, o psíquica, con relación a lo cual intervienen los psicólogos o los psiquiatras. Pero lo concerniente a lo ético es un concepto nuevo, sobre todo tratándose de una aptitud en ese ámbito, aparte no ser comprensible, conforme al respeto por cualquier ser humano.



Me sorprende que se pueda institucionalizar el que la aptitud ética de una persona puede ser declarada por terceros.



Lo segundo que me inquieta, dentro de esa misma lógica, es qué significa el concepto mismo de imposibilidad ética o de aptitud ética. Porque, objetivamente, respecto del cumplimiento del servicio militar y no precisándose detalladamente qué se buscaría, ello se presta para un abanico gigantesco de autodeclaraciones de ineptitud ética con el objeto de impedir el cumplimiento de determinados deberes.



Me parece que eso, desde una perspectiva moral e institucional, es de la mayor gravedad. Porque, en el fondo -es mi impresión, luego de seguir la evolución de la iniciativa-, esto claramente se enmarca dentro de una forma distinta de plantear la objeción de conciencia. Pero a través de la fórmula ideada se llega a la situación de autohacerse trampa para decir que alguien no está éticamente apto para ejercer un cargo determinado, cuestión que en sí misma es un contrasentido en lo que tiene que ver con los deberes ciudadanos.



Por último, estimo muy complejo, si uno valida una idea como ésta, su efecto en muchas otras instituciones públicas que se basan también en deberes del Estado. Porque hemos de entender que no estamos legislando, desde un punto de vista conceptual, sólo para un caso determinado. Aquí estamos incorporando a la tradición jurídica de Chile conceptos que no existían y que, por tanto, al validarse, pueden ser aplicables a otras instituciones. Imaginen Sus Señorías lo referente, no sólo al pago de impuestos, sino también al concurso de otro tipo de obligaciones a que las personas puedan ser llamadas.



Cuando se considera y valida la autocalificación de imposibilidad ética, quiere decir, entonces, que toda la institucionalidad descansa en lo que uno crea o quiera creer respecto de lo que puede dar o no. Y eso, en sí, me parece un contrasentido acerca del fortalecimiento propio de las instituciones, lo que jamás puede estar desapegado de los efectos de una legislación.



Por tanto, pienso que aquí -el Senador señor Fernández lo dijo en forma correcta- hay un punto muy medular. Mi impresión es que, a fin de buscar una fórmula más deslavada de validar la objeción de conciencia, por la falta de apoyo de que fue objeto, se intenta una solución que no solamente permite amparar lo que en su momento fue rechazado, sino que también abre un gigantesco espacio de transformación institucional, donde lo que importa son las declaraciones de terceros acerca de las condiciones éticas, las autoinculpaciones éticas para excluir deberes y la generación de un tipo de institución que, más que del bien común, depende de lo que uno quiera hacer o no en determinado momento. Ello, a mi juicio, es completamente contradictorio con lo que hemos intentado siempre como país.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, primero me referiré al tema de la imposibilidad ética.



Creo que, en efecto, se ha tratado de sustituir la cláusula de objeción de conciencia, que no tiene aceptación, por otra. En lo personal, pienso que el hecho de no acogerla es una de las varias cosas en que Chile se mueve con retraso respecto de la evolución del mundo occidental, en general. Esto es ya un concepto consagrado y cada vez más adoptado por los distintos países, y no estimo que implique una merma en la capacidad defensiva de la patria. Por lo menos, que yo sepa, en ninguna parte ello se ha demostrado.



Lo que sí me parece claro es que tienen razón los señores Senadores que han expuesto las dificultades que conlleva el término “ético” -el elemento sustitutivo-, porque abre un flanco distinto, que es el que se ha señalado.



Por lo tanto, debiéramos pronunciarnos derechamente sobre la objeción de conciencia y no respecto de un “recoveco” que, en definitiva, presenta otras complejidades.



El otro tema al cual me referiré dice relación al artículo 42 D, que objetaba el Senador señor Arancibia.



Las Oficinas de Asistencia al Soldado Conscripto son presididas por un oficial general, quien se encargará de la conducción de los asuntos respectivos y será nombrado de acuerdo a las jerarquías internas de cada Institución. Entonces, no veo que medie una amenaza a ningún tipo de verticalidad en el mando. Pero sí noto otra cosa: es un elemento más, que juzgo muy útil, para el acercamiento de la ciudadanía, en general, a la institución militar.



El Honorable señor Arancibia decía: "¡Claro que se producen abusos! Pero para eso sirve el canal regular". Sin embargo, el abuso genera un temor que se comunica a la familia y ello conduce a que una persona no se atreva a reclamar. Porque los efectos, si se trata de un "sargento perro", pueden ser desastrosos.



En consecuencia, me parece que éste es un elemento que acerca a los civiles a la institución militar, sin menoscabo alguno de la verticalidad del mando, porque -como digo- las decisiones finales serán tomadas por una oficina presidida por un oficial general.



Entonces, me declaro partidario del artículo 42 D en su forma.

El señor ARANCIBIA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor BOENINGER.- Como he terminado, lo hago con mucho gusto, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, resulta claro que la citada Oficina estará a cargo de un oficial general, quien seguramente tendrá su asiento en Santiago y operará a lo largo de todo el país. Pero hago hincapié en que es quien tiene a cargo el Servicio de Bienestar Social. Es decir, ejerce una labor administrativa muy importante en la Institución, pero no está en la línea jerárquica de mando. Créanme que se trata de una función medio colateral.



Por otro lado, respecto de los temores por lo que pueda pasarle a un conscripto si no sigue el conducto regular en los términos acostumbrados, ante la posibilidad de la represalia de un sargento, un cabo o un teniente, cabe imaginar aquella que puede sufrir cuando el sargento, el cabo o el teniente vea afectada su hoja de vida producto del reclamo que la mamá del soldado haya formulado ante el puesto de mando en Santiago. ¿Ustedes creen, por ventura, que ese conducto le dará alguna garantía distinta al conscripto?

El señor BOENINGER.- Pero estará más protegido.

El señor ARANCIBIA.- Probablemente. Pero quedará en una condición, “de aquí en más” -como diría un argentino-, compleja.



¡Créanme que es así! Porque ello obedece al orden natural de la relación de las personas: "Si yo te hice algo, tu mamá me acusó y a mí me llegó, en la próxima guardia te va a tocar un lugar más frío". Es difícil cambiar lo que funciona de esa manera.



Nada más, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de poner en votación los dos temas sobre los cuales ha versado el debate respecto del informe de la Comisión Mixta, tiene la palabra el señor Subsecretario de Guerra.

El señor GASPAR (Subsecretario de Guerra).- Señor Presidente, deseo precisar que hoy día culmina un trabajo que ha durado varios años al interior del Congreso Nacional y que, en lo fundamental, se refiere a las modificaciones que modernizan el mecanismo de reclutamiento y selección del personal que cumple con el servicio militar.



Por lo tanto, el conjunto de las disposiciones en análisis tiende a perfeccionar ese sistema y a ratificar la opción de Chile por Fuerzas Armadas mixtas, en el sentido de combinar personal profesional con contingente que cumple el servicio militar.



Digo esto ante algunos de los comentarios de los señores Senadores respecto de los lamentables hechos de Antuco.



Deseo manifestar nuestra disposición a concurrir a cuanto foro sea necesario a fin de examinar las causas de tan trágicos sucesos y sacar las lecciones correspondientes. Pero, en definitiva, ese análisis y las acciones tendientes a evitar que hechos de esta naturaleza se repitan no se refieren a los mecanismos de selección y reclutamiento de contingente, sino que tienen que ver estrictamente con la instrucción y las prácticas a las cuales se enfrentan los ciudadanos que durante un año cumplen su servicio militar.



Sobre el particular, la Cámara de Diputados ha mandatado a su Comisión de Defensa para que en el plazo de 60 días sugiera un conjunto de reformas sobre ese último aspecto, no en lo atinente a la selección. Por nuestra parte, en el Gobierno estamos trabajando, junto con el Ejército, en una suma de exámenes e informes que permitirán abordar esta materia.



Respecto de los dos puntos que se ponen a consideración de la Sala, deseo reiterar, en primer lugar, lo ya señalado acerca de la Oficina del Soldado Conscripto.



El Ejército, al momento de conocer la ley en proyecto, decidió aplicar ese sistema de manera reglamentaria, lo cual ha funcionado, desde hace un par de años, con excelentes resultados, como se afirmó en varias intervenciones. Y nuestra evaluación es que hoy corresponde darle fuerza legal.



En cuanto a la causal del número 1 del inciso primero del artículo 42, no quiero extenderme sobre el punto, porque ya lo abordaron varios señores Senadores. Fue una forma, tal como aquí se ha expresado, de dar curso a la presentación planteada por el Ejecutivo, atendiendo a una proposición mayoritaria de la Cámara de Diputados, en el sentido de establecer la objeción de conciencia, sobre la base de conciliar ello con las consideraciones de quienes mantenían algún tipo de reparo.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra para hacer una consulta al señor Subsecretario.



Luego procederemos a votar.

El señor CORDERO.- Yo también quiero hacer una pregunta, señor Presidente.

El señor MARTÍNEZ.- Y yo. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el Honorable señor Arancibia puntualizó que la Oficina dependería del Servicio de Bienestar Social.



Yo entiendo que aquella mencionada en el artículo 42 D se estructura de otra manera, desde el momento en que el inciso final del citado precepto dispone que "Un Reglamento dictado por el Ministerio de Defensa Nacional, a proposición de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales la Oficina Central y las Oficinas Locales cumplirán sus funciones.".



En consecuencia -y por eso hago mi consulta-, quiero saber si se mantienen los términos expuestos por dicho señor Senador o, bajo la nueva redacción del artículo 42 D, regirá otra estructuración, otra conformación, otra dependencia,...

El señor FERNÁNDEZ.-  ¡Otra!

El señor MUÑOZ BARRA.- … y, por lo tanto, los objetivos serán diferentes. Porque si la Oficina se halla supeditada a la Dirección de Bienestar para los efectos de los botones y los bototos, como consignaba mi Honorable colega, quiere decir, entonces, que estaríamos redactando una norma demasiado simple.



Por eso, pido al señor Subsecretario aclarar mi duda en orden a si la naturaleza de la Oficina de Asistencia al Soldado es ahora diferente bajo la redacción del artículo 42 D.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Conviene hacer todas las preguntas juntas. Ruego a los señores Senadores ser breves, porque estamos completamente pasados en el tiempo.



Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Mi consulta al señor Subsecretario de Guerra se refiere a lo siguiente.



Se observa, a mi juicio, una contradicción acerca de la Oficina, porque el inciso primero del artículo 42 D establece que su misión es recibir solicitudes, peticiones o inquietudes. Sin embargo, el segundo inciso dispone claramente que "podrá recibir denuncias formuladas por los padres o apoderados de un Soldado Conscripto". En alguna medida, el Senador señor Arancibia ya lo dejó establecido.



Entonces, ¿de qué se trata? ¿Se reciben peticiones o denuncias? Si son denuncias, entonces es un problema ciento por ciento disciplinario, lo cual destruye la verticalidad de esa unidad.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Deben formularse preguntas -por favor- no opiniones.

El señor MARTÍNEZ.-  Ésa es mi pregunta, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cordero.

El señor CORDERO.- Señor Presidente, como el artículo 42 D alude a padres y apoderados, deseo preguntar al señor Subsecretario –toda vez que se trata de un concepto nuevo- si los conscriptos, que son hombres y mujeres mayores de edad, tendrán ahora esa especie de tutela.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor GASPAR (Subsecretario de Guerra).- Señor Presidente, respecto de la primera consulta, cabe señalar que la iniciativa legal se refiere a una Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto para todos los ciudadanos que están cumpliendo el servicio militar en las tres ramas de las Fuerzas Armadas. Lo que existe en la actualidad, de manera reglamentaria, es una oficina en el Ejército, que depende del Comando de Apoyo Administrativo. 



Por tanto, aquí se está perfeccionando una figura para las tres instituciones de la Defensa. 



Cuando la norma hace mención a la Oficina Central, se está refiriendo –esto es particularmente válido para el Ejército, por su distribución territorial- al hecho de que tendrá también sedes en las respectivas divisiones del país.



En relación con la segunda inquietud –más que una pregunta, es una observación o comentario-, debo señalar que  efectivamente se ha buscado perfeccionar el trato -y esto corresponde al espíritu de la legislación- que reciben los soldados conscriptos durante el año que están en servicio. 



Digo esto porque, de acuerdo con la normativa, las Fuerzas Armadas son mixtas y quienes han optado por la vida militar forman parte de un personal profesional. Por consiguiente, quedan sometidos a la reglamentación jurídica vigente y a las ordenanzas respectivas. 



Sin embargo, el conscripto es un ciudadano que, conforme a la Ley de Reclutamiento, ha sido llamado a cumplir una carga pública por el lapso de un año. A este respecto, la preocupación que surgió al momento de enviar a tramitación la presente iniciativa era cómo garantizar que una persona que está en las filas de una institución pero que no es un profesional tenga  el debido resguardo de sus derechos, atendidas las diversas denuncias de maltrato que se habían conocido en el pasado.



Para terminar, deseo señalar que la práctica de la Oficina creada por el Ejército ha redundado en una disminución sustancial de las denuncias. Y no creo equivocarme si digo que el año anterior no tuvimos ningún reclamo significativo sobre el particular.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se someterá primero a votación lo propuesto por la Comisión Mixta en relación con el artículo 42, número 1.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, está cerrado el debate.



¿Desea plantear una moción de orden?

El señor VIERA-GALLO.- Sí, referente a la votación. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, a raíz del informe de la Comisión Mixta, quiero insistir –es lo mismo que manifesté en otra oportunidad al Presidente de la Corporación- en que estas proposiciones no pueden ser votadas en forma separada.



Días atrás el señor Secretario del Senado  me dio una explicación con motivo de algo similar y después me aclaró en privado -se lo agradezco enormemente- que yo tenía razón. Porque él estudió mejor el tema. Así que, en realidad, no se puede dividir la votación.

El señor FERNÁNDEZ.- ¡Sí se puede!

El señor VIERA-GALLO.- No me importa que ahora se vote separadamente. Pero ocurre que eso constituye una mala práctica del Senado, pues el día de mañana podría presentarse un conflicto real respecto de lo resuelto por una Comisión Mixta.



 Considero que al proceder de esta forma estamos destruyendo la esencia de tal institución. 



No pretendo para nada entorpecer las funciones de ese órgano legislativo, ni menos “torpedear” el proyecto en cuestión. Pero ésta es la segunda vez que vamos por mal camino.

El señor MORENO.- ¡Así es!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, la Mesa se ampara en el informe de la Comisión Mixta, que a su vez está respaldado por el de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Vale decir, en la práctica estamos operando como si fueran dos informes distintos de la Comisión Mixta.



Ésa es la figura, que, en mi concepto, no destruye el espíritu de la Constitución; porque si fuera así, no votaríamos de esta manera.



En consecuencia, someteré a votación el informe de la Comisión Mixta en lo relativo al número 1 del artículo 42, aprobado por 5 votos contra 4. Dice la norma: “1. Las personas que fueren declaradas no aptas por imposibilidad física, psíquica o ética, según lo disponga el Reglamento.”.



Los que están de acuerdo deben votar “sí”; quienes piensan lo contrario, “no”.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No le puedo conceder la palabra, señor Senador.

El señor BOENINGER.- Sólo deseo formular una pregunta relacionada con la votación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Bien.

El señor BOENINGER.- ¿Se votará el número 1 completo?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sólo donde existe proposición de la Comisión Mixta.

El señor BOENINGER.- ¡Pero es todo el número!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador. Se trata de la disposición que generó todo el debate relacionado con la ética.

El señor BOENINGER.- De acuerdo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En votación la primera propuesta de la Comisión Mixta, recaída en el número 1 del artículo 42, tendiente a incluir la imposibilidad ética como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza (21 votos contra 7).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, García, Horvath, Martínez, Matthei, Novoa, Orpis, Prokurica, Ríos, Silva, Stange, Viera-Gallo y Zurita.



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Boeninger, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Ruiz-Esquide.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En seguida, corresponde pronunciarse respecto de la segunda proposición de la Comisión Mixta, referida a la creación de la Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto.




En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba (27 votos contra 3), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido, y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz-Esquide, Silva, Stange, Viera-Gallo y Zurita.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Cordero y Martínez.

)------------------(
El señor GAZMURI.- Informo a la Sala que llegó un mensaje del Presidente de la República con el cual retira la urgencia de “discusión inmediata” hecha presente al proyecto sobre declaración jurada de patrimonio, conforme a una petición que formuló hoy día la Mesa, por cuanto el informe de la Comisión de Constitución –órgano que trabajó durante la mañana- no estaría listo sino hasta altas horas de la tarde. De lo contrario, me habría visto en la obligación de citar a sesión para mañana. Supuse que los señores Senadores estarían de acuerdo conmigo en que esto no era indispensable. 



En consecuencia, la iniciativa será tratada, con la urgencia que le ponga el Gobierno, la primera semana de julio.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Lamento la decisión tardía del Ejecutivo, porque ayer en la Sala todos los Comités solicitamos lo mismo, al igual que en la Comisión de Constitución. 



Eso nos habría permitido discutir con tranquilidad el proyecto y, tal vez, introducir la figura del enriquecimiento ilícito. Sin embargo, hay cierta testarudez –espero pasajera- por parte del Gobierno.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, no está en discusión ese tema. Sólo estoy informando al Senado. Así que no corresponde abrir debate sobre el particular.

El señor PARRA.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Su Señoría desea plantear una moción de orden?

El señor PARRA.- Es una especie de moción de orden.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor PARRA.- Señor Presidente, el proyecto en cuestión fue aprobado en general en la sesión de ayer. Ahora, retirada la urgencia de “discusión inmediata”, creo que procede fijar plazo para formular indicaciones. Siendo así, pido formalmente que sea hasta el lunes 4 de julio próximo, a las 12.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa está de acuerdo con esa proposición.



Si le parece a la Sala, se acogerá el planteamiento del Honorable señor Parra.



--Se aprueba.

MODIFICACIÓN DE LÍMITE INTERCOMUNAL DE

COMUNAS DE RECOLETA Y HUECHURABA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización 
y urgencia calificada de “simple”.

3591-06



--Los antecedentes sobre el proyecto (3591-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 50ª, en 10 de mayo de 2005.



Informe de Comisión:



Gobierno, sesión 8ª, en 21 de junio de 2005.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo de la iniciativa es precisar el deslinde que se indica entre las comunas de Huechuraba y Recoleta.

El señor GAZMURI  (Vicepresidente).- ¿Me permite, señor Secretario? 



Hago presente a los señores Senadores que el proyecto es de quórum especial, de modo que les solicito permanecer en la Sala. Entiendo que fue aprobado unánimemente y que es de interés de las dos comunas. 



Por tanto, terminada la relación del señor Secretario, lo pondré en votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Como decía, el objetivo principal del proyecto es precisar el deslinde que se indica entre las comunas de Huechuraba y Recoleta, incorporando dentro de la primera el actual sector de la otra ubicado al norte del límite que se especifica.



En consecuencia, se clarifica la jurisdicción de la justicia de policía local y se facilita la aplicación uniforme, para cada municipio, de las normas sobre urbanismo y construcciones en materia de constructibilidad, densidad, uso del suelo y altura de la edificación.



La Comisión de Gobierno aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Bombal, Cantero, Larraín y Núñez), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe tener presente que la iniciativa es de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 23 señores Senadores, que corresponde precisamente al de los presentes en este momento.



Finalmente, es preciso señalar que la Comisión propone al señor Presidente que la iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez, por ser de artículo único, según lo preceptuado por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

El señor GAZMURI  (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en general y en particular la iniciativa. 



--Se aprueba en los términos señalados, dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido. 

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).-  Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI  (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, haciéndole presente problema de AGUA POTABLE CON ALTO CONTENIDO DE ARSÉNICO EN COMUNA DE SIERRA GORDA (Segunda Región).



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Educación, poniendo en su conocimiento PROBLEMAS DE FUNCIONAMIENTO EN LICEO MUNICIPAL DE LUMACO; a los señores Gerente General de los Ferrocarriles del Estado, Director del Servicio de Salud de la Araucanía Norte y Alcalde de Angol, dándoles cuenta de EMERGENCIA SANITARIA EN SECTOR PAMPA DEL INGENIERO, DE ANGOL; al señor Director del Servicio de Salud de la Araucanía Norte y a la señora Directora del Hospital de Angol, informándoles de INSTRUCCIÓN DE SUMARIO POR ACCIDENTE EN HOSPITAL DE ANGOL; al señor Alcalde de Victoria, solicitándole medidas tendientes a resolver EMERGENCIA SANITARIA EN COMUNA DE VICTORIA; y al señor Superintendente del Cuerpo de Bomberos de Victoria, en lo relativo a DIFICULTADES EN CUMPLIMIENTO DE FUNCIONES DE BOMBEROS DE VICTORIA (todos de la Novena Región).


Del señor HORVATH.



A los señores Ministro de Justicia y del Trabajo, y al señor Superintendente de Quiebras, haciéndoles ver la necesidad de evitar CESANTÍA DE TRABAJADORES POR QUIEBRA DE EMPRESA “MADERAS DE AYSÉN” (Undécima Región).

)------------------(
El señor GAZMURI  (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que pase a reemplazarme en la testera el Honorable señor Viera-Gallo.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Viera-Gallo, en calidad de Presidente accidental. 

El señor VIERA-GALLO (Presidente accidental).- En incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.



No hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

RECUPERACIÓN Y RESTAURACIÓN DE PATRIMONIO ALTIPLÁNICO
TRAS TERREMOTO EN PRIMERA REGIÓN. OFICIO
El señor ORPIS.- Señor Presidente,  la semana pasada la Primera Región sufrió uno de los más devastadores terremotos ocurridos en el país.



Quiero hacer referencia a tal fenómeno de la naturaleza porque ha causado efectos tremendos, especialmente en el Altiplano. Y lo más probable es que la etapa más difícil, la recuperación y la restauración de la zona, esté por venir. 



Recorrí pequeñas localidades que quedaron completamente destruidas. Los hechos han sido objeto de una prioridad comunicacional muy fuerte, que ha intentado mostrar la magnitud de los daños y la eficacia de las medidas adoptadas, como la entrega de viviendas de emergencia, víveres, etcétera.



A mi juicio, lo más difícil de la situación es saber cómo podremos recuperar el Altiplano, dado su valor histórico, patrimonial, cultural y étnico, que es incalculable.



El mandato del Presidente Lagos está por terminar, y creo que en las postrimerías de él nos enfrentamos a una disyuntiva histórica: o transformamos el área en un campamento lleno de mediaguas, o tratamos de recuperar ese patrimonio, que data de cientos de años y ha dado carácter y raíces a la Primera Región.



Como decía, la etapa más difícil está aún por delante. Pero me gustaría que se enfrentara de manera diferente. No se trata sólo de reconstruir ese patrimonio, sino también de restaurarlo. 



Por eso, quiero hacer un llamado al Gobierno. Porque lo más probable es que el Presidente Lagos no termine la reconstrucción, pero sí puede sentar sus bases. Por lo mismo, reviste gran importancia el crear mecanismos distintos de los empleados con ocasión de otros desastres naturales en el país. Los conceptos de “recuperación” y “reconstrucción” tienen que vincularse al de “restauración”. Esta última, en el caso del patrimonio, no debe limitarse a las iglesias, sino que debe incluir también las viviendas, la cultura, etcétera. 



Como eso va a requerir mucho tiempo, tenemos la gran oportunidad de hacer un llamado a integrar a dicho proceso las universidades y las escuelas de arquitectura tanto de la Región como del resto del país. 



En esa virtud, solicito oficiar a Su Excelencia el Presidente de la República, a los efectos de que, junto con plantearle tal inquietud, se le sugiera, en primer término, que siente las bases para la reconstrucción de la Primera Región de Tarapacá, especialmente del Altiplano y de su patrimonio histórico, en función de un subsidio de restauración -no existe hoy día en nuestro país-; y en segundo lugar, que la ayuda no se limite a las iglesias, sino que además abarque la reconstrucción de las ciudades y  localidades devastadas. 



A mi juicio, se nos presenta la disyuntiva entre transformar el Altiplano en un campamento de mediaguas, con pérdida de ese patrimonio histórico, y preservarlo. Ésta es la gran oportunidad del Primer Mandatario. Es necesario crear un instrumento como el que acabo de señalar: un subsidio de restauración que incluya, no sólo la reconstrucción de las iglesias y la restauración de su arquitectura, sino también las de los cientos de viviendas y localidades afectadas.

El señor VIERA-GALLO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Sólo quiero respaldar plenamente lo señalado por el Senador señor Orpis. De no procederse en la forma sugerida, vamos a terminar con la identidad cultural del país. 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, apoyo lo que planteó el Honorable señor Orpis. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Orpis, conforme al Reglamento, con las adhesiones de los Honorables señores Horvath y Martínez.


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Renovación Nacional, Socialista, Institucionales 2 e Independiente, Institucionales 1 y Mixto, ningún señor Senador interviene. 

El señor VIERA-GALLO (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:18.






Manuel Ocaña Vergara, 






 Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA ORDINARIA

A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 5ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE JUNIO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente, y del Honorable Senador señor Cariola como Presidente Accidental.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cantero, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates, el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto, el señor Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda, don Marcelo Tokman, el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, don Carlos Carmona, el señor Superintendente de Quiebras, don Diego Lira, el señor asesor legislativo del Ministerio de Justicia, don Mauricio Zelada y el señor miembro de la Comisión Redactora del proyecto de ley que modifica la Ley de Quiebras, don Juan Pablo Román.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones primera, de 7 de junio de 2005, y segunda, especial, tercera, extraordinaria, y cuarta, ordinaria, de 8 de junio de 2005 se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín Nº 2.394-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578 (Boletín Nº 3.873-05).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el límite intercomunal de las comunas de Recoleta y Huechuraba (Boletín Nº 3.591-06).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante los cuales, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala:



-- El día 10 de junio de 2005, para participar en la inauguración de la Carretera Monte Aymond, en la República Argentina.



-- El día 11 de junio del año en curso, en vuelo hacia Europa.



-- Los días 12 a 14 de junio de 2005, para efectuar una visita oficial en la ciudad de Estocolmo, Reino de Suecia.



-- Los días 14 a 16 de junio en curso, para realizar una visita oficial en la ciudad de Amsterdam, Reino de los Países Bajos.



-- El día 16 de junio de 2005, para recibir un Doctorado Honoris Causa en la Universidad de Salamanca, Reino de España, regresando al territorio nacional el día 17 de junio.



-- Los días 19 y 20 de junio del año en curso, ambos inclusive, para participar en la XVI Reunión Cumbre de Jefes de Estado del MERCOSUR y los países asociados, en Asunción, República de Paraguay.



Agrega que, durante sus ausencias, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro Titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas, entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios, en materia de licitación de la provisión del servicio sanitario dentro del límite urbano (Boletín Nº 3.590-09).



-- Queda para tabla. 



Con el segundo, informa que ha otorgado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Ian Thomson Newman (Boletín Nº 3.765-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con los tres siguientes, comunica que ha otorgado su aprobación a los siguientes asuntos:



1) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio de Santa Cruz de la Sierra constitutivo de la Secretaría General Iberoamericana”, firmado en La Paz, Bolivia, el 15 de noviembre de 2003 (Boletín Nº 3.730-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



2) Proyecto de ley que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos (Boletín Nº 3.789-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda.



3) Proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 321, de 1925, sobre libertad condicional (Boletín Nº 3.854-17).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 74 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del señor Ministro de Justicia, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, relativo a la posibilidad de crear una notaría en la comuna de Pichidegua.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas, con los que contesta sendos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos a los problemas derivados del socavamiento de la ribera sur del Río Simpson; a los criterios utilizados para aprobar el uso de vías alternativas en las obras viales realizadas en zonas urbanas, y a los proyectos de asfaltado de la Avenida Libertador Bernardo O’Higgins, construcción de Autopista Central y del Metro Regional de Valparaíso. 



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), sobre el deterioro del Hospital Regional de Antofagasta y el estado de avance de la construcción del Hospital Zona Norte, de la misma ciudad.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de incorporar un scanner en un establecimiento hospitalario de la Región de Aysén.



Del señor Subsecretario de Pesca, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la factibilidad de ejecutar los proyectos que indica, en beneficio de los pescadores artesanales de la comuna de Toltén.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la posibilidad de que el Gobierno Regional colabore con los locatarios de la Sociedad Mercado de Victoria en la remodelación del recinto.



Del señor Director Regional de Vialidad de la IX Región, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre posibilidad de asfaltar el by-pass Queule.



-- Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales:



1) “Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República de Colombia”, suscrito en Santiago, el 9 de diciembre de 2003 (Boletín Nº 3.741-10).



2) “Convenio Complementario al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España”, suscrito el 14 de mayo de 2002 (Boletín Nº 3.757-10).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, a doña Margarita Eliana Herreros Martínez (Boletín Nº S 801-05).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578 (Con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 3.873-05).



-- Quedan para tabla. 

Solicitudes



De los señores Leopoldo Osorio Cornejo y Manuel Hernández Vidal, por medio de las cuales piden la rehabilitación de sus ciudadanías (Boletines números S 804-04 y S 805-04, respectivamente).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

___________________________



Inmediatamente de leída la Cuenta, que en una primera redacción tramitaba el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional, correspondiente al Boletín Nº 3.854-17, solamente al conocimiento de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el Honorable Senador señor Naranjo solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala para que esta iniciativa sea analizada por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía en sustitución de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El Honorable Senador señor Prokurica manifiesta que el referido proyecto, en atención a la materia que comprende, debe ser discutido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, lo que no obsta a que también pase a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El Honorable Senador señor Espina expresa que, en su opinión, la iniciativa de ley debe ser estudiada solamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente propone a la Sala que el mencionado proyecto de ley sea discutido en primer lugar por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y luego sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



La Sala así lo acuerda.

___________________________________



A continuación, el señor Presidente solicita a la Corporación guardar un minuto de silencio en memoria del señor Diputado don Ramón Pérez, recientemente fallecido, y en recuerdo de las víctimas del terremoto acaecido en la Región de Tarapacá el día 13 de junio de 2005.



La Sala guarda un minuto de silencio.

___________________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12:00 horas del día lunes 20 del mes en curso, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.692, Orgánica Constitucional de Enseñanza, restableciendo  la exclusividad universitaria del trabajo social (Boletín Nº 2.792-04).

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578, con informe de la 

Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que deroga el inciso tercero del artículo 18 de la ley Nº 19.578, con informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.873-05, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta iniciativa debe ser discutida en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de “discusión inmediata”.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Hacienda aprobó en general y en particular este proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Boeninger, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo único.- Derógase el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 19.578.



Lo dispuesto en el inciso anterior regirá a contar del año tributario 2006.”.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y el señor Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Muñoz Barra, la Honorable Senadora señora Matthei, y los Honorables Senadores señores Gazmuri, Zaldívar (don Andrés), Prokurica, Sabag y Parra.

________________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Parra deja constancia, en cuanto a las eventuales dudas de constitucionalidad que pudiera haber sobre la materia regulada por el proyecto de ley, en función de la teoría de los derechos adquiridos, que el informe de la Comisión de Hacienda, en sus páginas 9 a 11, consigna la respuesta de los representantes del Ejecutivo ante un requerimiento efectuado sobre el tema por los Honorables Senadores señora Matthei y señor García, argumentos que le permiten manifestar no tener dudas respecto de la plena constitucionalidad de la iniciativa.



Asimismo, el Honorable Senador señor Parra deja constancia de que comparte lo expresado por varios señores Senadores, en orden a la necesidad de llevar a efecto, en el Poder Legislativo, un estudio minucioso de las exenciones contempladas en nuestro sistema tributario.

________________________________



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, es aprobado por 32 votos a favor y 2 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Vega y Viera Gallo.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Cordero y Martínez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece incompatibilidad entre los cargos de Ministro de Estado y de Subsecretario con aquéllos que indica de empresas del Estado, semifiscales o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, con segundo informe de la Comisión de Economía, e 

informe de la Comisión de Minería y Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que el Comité Demócrata Cristiano, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 129 del Reglamento del Senado, ha solicitado segunda discusión respecto de esta iniciativa.



El señor Presidente pone en primera discusión el proyecto de ley, y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



El señor Presidente, según lo dispuesto en el inciso final del artículo 129 del Reglamento de la Corporación, manifiesta que esta iniciativa de ley queda para segunda discusión, la que empezará en la sesión ordinaria del día de mañana.

________________________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, con segundo informe de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales, con segundo informe de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3.671-03.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Economía deja constancia que los artículos 180 a 185, contenidos en el número 7 del artículo único del proyecto de ley, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Asimismo, el señor Secretario General hace presente que la Excelentísima Corte Suprema fue consultada respecto del proyecto de ley, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 74, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, informando favorablemente la iniciativa mediante oficio Nº 5614, de 4 de noviembre de 2004.



Agrega que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Economía al proyecto aprobado en general, fueron todas acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Economía deja constancia de lo siguiente:

 

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Numerales 1 y 2 del Artículo Único del proyecto; Artículos 170, 171, 177 quater, 184, 185, 186, 187, 188, 189, 191, 193, 194, 195, 197, 201, 203, 206, 215,  todos contenidos en el numeral 4, del Artículo Único del proyecto; Artículo Transitorio.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1, 4, 8, 12, 13, 17, 18, 23, 24, 27, 29, 32, 34, 35, 41, 44, 45, 46, 47, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 61, 62, 62 bis, 63, 63 bis, 64, 65, 66, 67, 71, 72, 74, 75, 77, 78, 79, 80, 82, 84, 86, 87 y 88.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 5, 6, 7, 14, 15, 16, 20, 21, 25, 26,  28, 30, 31, 40, 43, 59, 68, 69, 70, 70 bis, 73, 76, 81, 83 y 85.



IV.- Indicaciones rechazadas: 19, 22, 33, 36, 37, 38, 42, 48 y 49.


  
V.- Indicaciones retiradas: 2, 9, 10, 11, 39 y  60. 



 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Economía somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

- - -



Ha intercalado, a continuación del Nº 2, el siguiente N° 3, nuevo:



“N° 3.- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:



a) Elimínase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", reemplazándose por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:



“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.”. 

- - -

N°3

(Ha pasado a ser N° 4)

Letra a)



La ha sustituido por la siguiente:



“a) Para sustituir, en el numeral 2, el punto y coma por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).”.  

- - -



Ha intercalado, a continuación del N° 3, que ha pasado a ser N° 4, los siguientes numerales, nuevos:



“5.- Sustitúyase en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.”. 



“6.- Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”. 

- - -

Nº 4

(Ha pasado a ser N° 7)

Artículo 172



Lo ha sustituido por el siguiente:



“Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.



En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.



El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.



Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.



Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.



Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.”. 

Artículo 173



Ha suprimido, en el inciso primero, la frase “del inciso tercero”. 

Artículo 174

N° 6



Ha agregado, a continuación de la palabra “pago”, y antes de la coma que le sigue, lo siguiente: “o no asistiere ninguno de los citados”. 

Artículo 175



Ha agregado, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “presentada”, lo siguiente “, y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor,”. 

Artículo 176



Lo ha reemplazado por el siguiente:



“Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.”. 

Artículo 177



Ha sustituido, en su inciso primero, el punto final (.) por punto y coma (;), y ha agregado lo siguiente: “y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena a citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.”. 

Artículo 177 bis



Ha sustituido, en el inciso sexto, la expresión “a favor del” por “de su”, y ha antepuesto a la palabra “parientes” la expresión “o de sus”. 



Ha agregado el siguiente inciso final nuevo:



“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”. 

Artículo 177 ter



Ha agregado, en el inciso primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.”. 



Ha sustituido, en el inciso tercero, las expresiones “su propia quiebra” por “la quiebra de aquél”. 



Ha agregado, en el inciso tercero, la siguiente oración final: “Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.”. 



Ha suprimido el inciso sexto. 



Ha sustituido, en el en el inciso octavo, la segunda coma que figura en el texto (,) por un punto seguido (.), y ha suprimido las palabras “los que”. 



Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:



“Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.”.

Artículo 178



Ha sustituido su inciso tercero por el siguiente: 



“No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas en ninguno de sus aspectos individualmente considerados impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.”. 



Ha sustituido, en el inciso cuarto del artículo 178, la frase: “y entre éstos, con motivo de la aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento del convenio”, por la siguiente: “o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento”. 



Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:



“Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.”. 

Artículo 179



Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:



“En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.”. 

Artículo 181



Ha reemplazado el encabezamiento del inciso primero del artículo 181, por el siguiente:



“Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:”. 



Ha sustituido, en el número 1º de su inciso primero, las palabras “Podrá” por “Podrán” y “Tendrá” por “Tendrán”. 



Ha sustituido, en el número 2º del inciso primero,  la expresión “Podrá apreciar” por “Apreciarán”, y la palabra “deberá” por “deberán”. 



Ha suprimido, en el número 2º de su inciso primero, la frase “en este caso”. 



Ha eliminado su inciso final. 

Artículo 182



Ha sustituido el inciso primero, por el siguiente



“Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.”. 



Ha intercalado, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso, nuevo:



“El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.”. 
Artículo 183



Lo ha sustituido por el siguiente:



“Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 185. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.”. 

Artículo 190



Ha agregado, al final de la letra a), antes del punto y coma (;), lo siguiente: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193”. 



Ha sustituido la oración inicial del inciso segundo: “Para obtener las mayorías,”, por la siguiente: “Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio,”. 


Ha reemplazado el inciso tercero, por el siguiente:



“El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan.”. 



Ha reemplazado el inciso cuarto, por el siguiente:



“El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.”. 

Artículo 192



Ha sustituido, en el inciso tercero, la preposición “de”, la primera vez que figura, por la conjunción “e”. 



Ha agregado, en su último inciso, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.”. 

Artículo 196



Ha sustituido, en el encabezamiento del inciso primero, la oración “a quien pudiere afectarle el convenio”, por la siguiente: “a quien éste pudiere afectarle”. 



Ha sustituido su inciso final por el siguiente:



“Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.”. 
Artículo 198



Ha reemplazado la frase “o el fiador o codeudor en el caso del inciso segundo del artículo 196”, por la siguiente: “o las personas referidas en el inciso final del artículo 196”.

Artículo 199

 

Ha sustituido el inciso segundo por el siguiente:



“Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.”. 

 

Ha intercalado, a continuación del inciso segundo, el siguiente, nuevo:



“El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.”. 

Artículo 200



Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:



a) La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del artículo 177 ter;



b) La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 



c) La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.



No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.”. 

Artículo 202



Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.



Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:



a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;



b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;



c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;



d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.



Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.”. 

Artículo 204



Ha reemplazado, en su inciso primero, la palabra “acumulados” por “agregados”. 



Ha suprimido sus incisos segundo y tercero. 

Artículo 205



Ha reemplazado, en el inciso primero, el punto seguido (.) que sigue a las palabras “que conoció del convenio”, por una coma (,) y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. 

Artículo 207

N° 6



Ha sustituido el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “con derecho a voto.”. 

Artículo 208



Ha reemplazado, en el inciso primero, el punto final (.) por una coma (,) y ha agregado la frase “con derecho a voto”. 



Ha intercalado, en el inciso segundo, entre las palabras “intervención” y “más”, lo siguiente: “o que ésta sea”. 



Ha sustituido, en el inciso tercero, el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. 

Artículo 209



Ha sustituido, en el inciso primero, la palabra “convenio” por lo siguiente: “cualquier clase de convenio”. 



Ha reubicado el inciso cuarto, como inciso segundo, con modificaciones formales.



“Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.”. 



Ha sustituido el inciso segundo, que, en consideración a la aprobación de la indicación N° 43 ha pasado a ser tercero, por el siguiente:



“La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.”. 



Ha sustituido el inciso tercero, que, en consideración a la aprobación de la indicación Nº 43, ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:



“En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.”. 



Ha eliminado el inciso final.

Artículo 210



Ha suprimido la primera oración del inciso tercero.
Artículo 211



Ha reemplazado, en el inciso primero, la palabra “resolverse” por lo siguiente: “declararse incumplido”. 

Artículo 212



Ha reemplazado, en el inciso primero, la oración “exonerará a los fiadores que hubiesen asegurado” por la siguiente: “extinguirá las cauciones que hubieren garantizado”. 



Ha sustituido, en el inciso segundo, la frase “Los fiadores” por lo siguiente: “Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso,”. 



Ha reemplazado, en su inciso tercero, las expresiones “a los fiadores”, “la fianza” y “afianzada” por “a la deuda”, “la caución” y “caucionada”, respectivamente. 

Artículo 213



Ha sustituido, en el inciso primero, el punto final (.) por una coma (,), y ha agregado, a continuación, lo siguiente: “salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.”. 



Ha agregado el siguiente inciso final, nuevo:



“Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.”. 
Artículo 214



Ha reemplazado la segunda oración de su inciso primero por la siguiente: “Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al Juez de Letras competente para declarar la quiebra.”. 



Ha suprimido su inciso final. 

Artículo 216



Lo ha sustituido por el siguiente:



“Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.



Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.”.

Artículo 217



Ha sustituido, en el inciso primero, la frase “La reapertura de la”, por la siguiente: “La segunda”. 



Ha agregado, en el inciso segundo, la siguiente oración: “En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite.”. 


Ha suprimido el inciso final. 
- - -



A continuación, el señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, da por aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Economía, esto es, los numerales 1 y 2 del artículo único; los artículos 170, 171, 177 quater, 184, 185, 186, 187, 188, 189, 191, 193, 194, 195, 197, 201, 203, 206, 215, contenidos en el numeral 7 del artículo único del proyecto de ley, y el artículo transitorio, salvo que algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación los preceptos indicados.



El señor Secretario General expresa que los artículos 184 y 185, contenidos en el número 7 del artículo único, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones, dejándose constancia respecto de las normas de quórum, que contaron con el voto favorable de 33 señores Senadores, de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. Los artículos 180 a 183, contenidos en el número 7 del artículo único del proyecto de ley, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



El señor Presidente da por aprobadas las referidas disposiciones, en la medida en que no sean objeto de indicaciones renovadas o de solicitud de discusión por separado, presentadas antes de discutir el precepto correspondiente, dejándose constancia respecto de las disposiciones con carácter orgánico constitucional, que contaron con el voto favorable de 33 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Las normas de carácter orgánico constitucional, aprobadas en virtud de lo dispuesto en los artículos 124 y 133 del Reglamento del Senado, contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cariola, Coloma, Cordero, Chadwick, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Prokurica, Ríos, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Finalmente, hace uso de la palabra el señor Ministro de Justicia.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:



“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.175, de Quiebras:



1.- Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente: 



“Artículo 1°. La presente ley trata de los siguientes concursos: la quiebra; los convenios regulados en el título XII; y las cesiones de bienes del título XV.



El juicio de quiebra tiene por objeto realizar en un solo procedimiento los bienes de una persona natural o jurídica, a fin de proveer al pago de sus deudas, en los casos y en la forma determinados por la ley.”.



2.- Modifícase el artículo 5° de la siguiente manera:



a) Agrégase en su inciso primero, a continuación de la palabra “quiebra”, la frase “o en materia de convenios”.



b) Incorpórase el siguiente inciso final: 



“Los expedientes relativos a los concursos de que trata la presente ley, sólo podrán ser retirados por la Superintendencia de Quiebras, el síndico o el experto facilitador. En aquellos casos en que otro tribunal requiera la remisión del expediente original o de algún cuaderno o piezas del proceso, el trámite se cumplirá, sin excepción, remitiendo, a costa del peticionario o de la parte que hubiere interpuesto el recurso o realizado la gestión que origina la petición, las copias o fotocopias respectivas. Estas deberán ser debidamente certificadas, en cada hoja, por el secretario del tribunal.”.



3.- Modifícase el artículo 37 de la siguiente forma:



a) Elimínase la frase “las notificaciones por aviso que se efectúen en estas quiebras y la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42", reemplazándose por “la notificación por aviso de la sentencia de quiebra, la que se hará en extracto, y la notificación de la resolución que tenga por presentada la cuenta definitiva, que sólo contendrá la mención de haberse presentado dicha cuenta. Las demás notificaciones que deban practicarse por aviso, se efectuarán por el estado diario.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo:



“Para los efectos de la notificación por cédula a que se refiere el inciso quinto del artículo 42, se aplicará el privilegio de pobreza en las quiebras de que trata este artículo y el receptor estará obligado a efectuar la notificación, sin esperar la resolución del incidente de que trata el Título XIII del Código de Procedimiento Civil, si éste se promoviere.”.


4.- Modifícase el artículo 43, en la forma que se indica:



a) Para sustituir, en el numeral 2, el punto y coma por “, y”, y para sustituir, en el numeral 3, los términos “, y” por un punto final (.).



b) Derógase el numeral 4 del artículo.



5.- Sustitúyase en el artículo 63 la expresión “un año” por “dos años”.



6.- Reemplázase en el artículo 80 la frase “dos párrafos precedentes” por “los Párrafos 2º y 3º del Título VI” y el punto final (.) por una coma (,), y agrégase la frase “plazo que se suspenderá en favor de los acreedores por el lapso de otros dos años desde la fecha de la resolución que declara la quiebra”. 


7.- Reemplázase el Título XII de la ley, por el siguiente:

“T I T U L O XII

DE LOS ACUERDOS EXTRAJUDICIALES Y DE LOS CONVENIOS JUDICIALES



1. De los Acuerdos Extrajudiciales



Artículo 169. Cualquier acuerdo extrajudicial celebrado entre el deudor, antes de su declaración de quiebra, y uno o más de sus acreedores relativo al pago de sus obligaciones o a la administración de sus bienes, sólo obliga a quienes lo suscriban, aun cuando se le denomine convenio.



Artículo 170. Lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los convenios regulados por la Ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley Nº 251 de 1931 sobre Compañías de Seguros y a otros convenios regulados por la ley.



2. Del Convenio Judicial Preventivo



Artículo 171. El convenio judicial preventivo es aquel que el deudor propone, con anterioridad a la declaración de quiebra y en conformidad a las disposiciones de este párrafo. Comprende todas sus obligaciones existentes a la fecha de la resolución a que se refiere el artículo 174, aun cuando no sean de plazo vencido, salvo las que la ley expresamente exceptúe.


Artículo 172.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, el acreedor que se encuentre en alguno de los casos previstos en los números 1 y 2 del artículo 43, podrá ocurrir al tribunal competente para que ordene al deudor, o a la sucesión del deudor, que formule proposiciones de convenio judicial preventivo dentro del plazo de 30 días contado desde la notificación efectuada en la forma prevista en el inciso final del artículo 45. La no presentación del convenio dentro del plazo indicado, acarreará, necesariamente, la quiebra del deudor y el tribunal la declarará de oficio.



En el caso del inciso anterior el deudor podrá, dentro de cinco días contados desde la notificación de la solicitud, manifestar que se acoge irrevocablemente al artículo 177 ter, y el juez citará a la junta de acreedores a que se refiere dicha disposición.



El derecho del acreedor no podrá ser ejercido por las personas a que se refiere el inciso 3° del artículo 177 bis. Si se ejerciere respecto de la sucesión del deudor, se aplicará lo dispuesto en el artículo 50.



Una vez notificada su solicitud, el acreedor no podrá retirarla o desistirse de ella. Tampoco podrá ser objeto de transacción de ninguna clase. El pago hecho al acreedor solicitante después de presentada su petición será nulo de pleno derecho.



Contra la resolución que ordene al deudor presentar un convenio, sólo podrá entablarse recurso de reposición; y contra la que resuelva la reposición no procederá recurso alguno. En este caso el plazo a que se refiere el inciso primero será de 20 días, contado desde la resolución que falle la reposición.



Si el tribunal desecha la solicitud del acreedor, éste podrá pedir la quiebra en conformidad a la presente ley; pero si la petición de quiebra se basa en la misma causal invocada y en idéntico fundamento de hecho, deberá solicitarla ante el tribunal que desestimó la solicitud.


Artículo 173. Las proposiciones de convenio judicial preventivo que haga el deudor y las solicitudes del artículo anterior, se presentarán ante el tribunal que sería competente para declarar la quiebra de aquél, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo deberán estar acompañadas de todos los antecedentes que determina el artículo 42, con expresa mención del domicilio en Chile de los tres mayores acreedores, excluidos aquellos a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 190 y deberán contener una propuesta de honorarios para el síndico que se designare. 


Presentadas las proposiciones de esta clase de convenio, el juez deberá designar al síndico titular y al suplente que nomine el acreedor con domicilio en Chile que aparezca con el mayor crédito en el estado de deudas presentado por el deudor al tribunal. Para estos efectos, el secretario del tribunal cuidará que se notifique a la brevedad al indicado acreedor, en forma fidedigna, para que éste formule la nominación por escrito al tribunal dentro del plazo de cinco días de efectuada la notificación señalada. Si dentro de dicho plazo el acreedor no hiciere la nominación respectiva o según certificación del secretario ha resultado imposible notificar al acreedor en un breve plazo, el tribunal notificará al acreedor residente en Chile que tenga el segundo mayor crédito, para que efectúe la nominación en la forma expresada. En caso de que lo señalado resultare imposible de aplicar, se designará al síndico mediante el sorteo establecido en el inciso final del artículo 42, de todo lo cual se dejará circunstanciada constancia en el expediente. 



Artículo 174. El tribunal designará al síndico titular y al suplente nominado en la forma establecida en el artículo anterior. En la misma resolución dispondrá:



1.- Que el deudor quede sujeto a la intervención del síndico titular señalado, que tendrá las facultades del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil;



2.- Que el síndico informe al tribunal sobre las proposiciones de convenio dentro del plazo de veinte días, que será prorrogable por una sola vez a solicitud del síndico por un máximo de diez días, según determine el tribunal. Este informe deberá contener:



a) la calificación fundada acerca de si la propuesta es susceptible de ser cumplida, habida consideración de las condiciones del deudor;



b) la apreciación de si el convenio resultará más conveniente para los acreedores que la quiebra del deudor; y



c) el monto probable de recuperación que le correspondería a cada acreedor valista en la quiebra, para los efectos del artículo 190 inciso segundo.



Si el síndico no presentare el informe dentro del plazo indicado, el deudor o cualquiera de los acreedores podrá ocurrir al juez para que le fije un nuevo plazo o para que asuma el cargo el síndico suplente y, para que además, fije nuevo día y hora para la junta.



El síndico informante deberá presentar una cuenta final de su intervención dentro del plazo de 30 días contado desde que el convenio entre en vigencia;



3.- Que todos los acreedores sin excepción alguna se presenten y verifiquen sus créditos con los documentos justificativos que corresponda, bajo apercibimiento de proseguirse la tramitación sin volver a citar a ningún ausente, sin perjuicio del derecho a voto que les corresponda conforme al artículo 179. Estos créditos podrán ser verificados hasta el día fijado para la celebración de la junta en conformidad al número siguiente, y podrán ser impugnados por el deudor y por cualquier acreedor hasta el último día del plazo que el inciso 1° del artículo 197 señala para impugnar el convenio. Aquellos créditos no impugnados se tendrán por reconocidos;



4.- Que los acreedores concurran a una junta, que no podrá tener lugar antes de vencer los treinta días siguientes a esta resolución, para deliberar sobre las proposiciones de convenio;



5.- Que se notifique personalmente esta resolución al síndico titular y suplente, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 26, y por cédula a los tres mayores acreedores a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. 


Los demás acreedores serán notificados en conformidad al artículo siguiente; y 



6.- Que dentro de tercero día de efectuada la última notificación a las personas señaladas en el inciso primero del número precedente, el síndico titular, los tres mayores acreedores a que se refiere el número anterior y el deudor, asistan a una audiencia, que se efectuará con los que concurran, para pronunciarse sobre la proposición de honorarios del síndico que el deudor ha debido hacer en las proposiciones de convenio. Si no se produjere acuerdo sobre el monto de los honorarios y forma de pago o no asistiere ninguno de los citados, se fijarán por el juez sin ulterior recurso.


En caso de quiebra, la suma correspondiente al 50% de los honorarios del síndico gozará de la preferencia del número 4 del artículo 2472 del Código Civil.


Artículo 175. La proposición de convenio deberá ser notificada por el deudor a sus acreedores por medio de un aviso en el Diario Oficial, que deberá contener un extracto de la proposición y copia íntegra de la resolución a que se refiere el artículo anterior. Esta notificación deberá hacerse dentro del plazo de 8 días contado desde la fecha de dicha resolución.



La proposición de convenio se tendrá por no presentada , y el tribunal deberá declarar sin más trámite la quiebra del deudor, si no se efectúa la notificación dentro del plazo indicado, salvo impedimento justificado, calificado por el tribunal. 



Artículo 176. Una vez notificada la proposición de convenio, ésta no podrá ser retirada por el proponente. Se entiende que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición, si las proposiciones han sido presentadas dentro del plazo señalado en ella, siempre que sean notificadas en el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 175.



Artículo 177. La tramitación de esta clase de convenio no embarazará el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del deudor, no suspenderá los juicios pendientes, ni obstará a la realización de los bienes; y suspenderá el plazo de prescripción de las acciones referidas en los Párrafos 2º y 3º del Título VI desde la fecha de la resolución que lo tiene por presentado o de la resolución que ordena citar a Junta de Acreedores en el caso del artículo 177 ter.



Se aplicarán a esta clase de convenios las disposiciones del Párrafo 5 del Título VI. La referencia que el artículo 93 hace al síndico, debe entenderse, en este caso, hecha al deudor.



Artículo 177 bis. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 50% del total del pasivo, no podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, durante los noventa días siguientes a la notificación por aviso de la resolución en que el tribunal cite a los acreedores a junta para deliberar sobre dicha proposición. Durante este período, se suspenderán los procedimientos judiciales señalados y no correrán los plazos de prescripción extintiva. 


El pasivo se determinará sobre la base del estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado por auditores externos independientes, inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.


Para los efectos del cálculo del total del pasivo y de la mayoría antes indicada, sólo se excluirán:



a) las personas a que se refiere el artículo 100 de la Ley 18.045 de Mercado de Valores; y



b) el titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio y esta empresa individual si el proponente es su titular.


En el caso del inciso primero, los acreedores privilegiados e hipotecarios no perderán sus preferencias, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan.



En el aviso que se publique se señalará en forma expresa si se ha reunido la mayoría señalada en el inciso primero.



Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a los juicios laborales sobre obligaciones que gocen de privilegio de primera clase, excepto las que el deudor tuviere, en tal carácter, de su cónyuge o de sus parientes o de los gerentes, administradores, apoderados u otras personas que hayan tenido o tengan injerencia en la administración de sus negocios. Para estos efectos se entenderá por parientes a los ascendientes y descendientes y a los colaterales hasta el cuarto grado, inclusive.



Durante el período de suspensión a que se refiere este artículo, el deudor no podrá gravar ni enajenar sus bienes. Sólo podrá enajenar aquellos expuestos a un próximo deterioro, o a una desvalorización inminente, o los que exijan una conservación dispendiosa, y podrá gravar o enajenar aquellos cuyo gravamen o enajenación resulten estrictamente indispensables para el normal desenvolvimiento de su actividad, siempre que cuente con la autorización previa del síndico para la ejecución de dichos actos.



El plazo a que se refiere el inciso primero es fatal e improrrogable. Si dentro de él no se acordare el convenio, el tribunal declarará de oficio la quiebra.



Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.


Artículo 177 ter. El deudor podrá solicitar al tribunal que sea competente para conocer de su quiebra, acompañando a su solicitud todos los antecedentes señalados en el artículo 42, que cite a una junta de acreedores, la que tendrá lugar dentro de 10 días contados desde la notificación por aviso de la resolución recaída en la solicitud, a fin de que ella designe a un experto facilitador. Éste estará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, la que para estos efectos tendrá todas las atribuciones y deberes que le señala el artículo 8°. Este plazo no se suspenderá durante el feriado judicial. Si la solicitud del deudor al tribunal ha sido presentada dentro del plazo del artículo 41, la notificación deberá hacerse dentro del plazo de ocho días contado desde la fecha de la resolución. Si la notificación es oportuna se entenderá que el deudor comprendido en el artículo 41 ha dado cumplimiento a la obligación que establece dicha disposición.



En la resolución a que se refiere el inciso anterior, el juez deberá designar a un interventor que sólo ejercerá las facultades que el inciso 7° del artículo anterior y los incisos 2° y 3° del artículo 102 otorgan al síndico. El interventor cesará en sus funciones el día de la junta, cuando ésta no designe a un experto facilitador, o bien el día en que éste asuma en su cargo, si la junta lo ha nombrado. La remuneración del interventor será fijada por el juez, será de cargo del deudor y tendrá la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil.



El experto facilitador, dentro del plazo de 30 días improrrogable, contado desde la celebración de dicha junta, deberá evaluar la situación legal, contable, económica y financiera del deudor y proponer a sus acreedores un convenio que sea más ventajoso que la quiebra de aquél, o, en caso contrario, solicitar al tribunal que declare la quiebra del deudor, el que la deberá declarar sin más trámite. Si el experto facilitador no diere cumplimiento a su cometido dentro del plazo señalado el juez dictará de oficio la sentencia de quiebra del deudor.



Tendrán derecho a voto en la junta señalada en el inciso primero, los acreedores que aparezcan en el estado a que se refiere el artículo 42 N° 4, certificado, de acuerdo a la información disponible y a la cual hubieren tenido acceso de los registros del deudor, por auditores externos, independientes, e inscritos en el registro que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros, con exclusión de los acreedores señalados en el inciso tercero del artículo 177 bis. La designación del experto facilitador se hará con el voto de uno o más de los acreedores, que representen más del 50% del total del pasivo con derecho a voto; en caso contrario, se considerará fracasada la gestión. Los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias por la circunstancia de participar y votar en esta junta, y podrán impetrar las medidas conservativas que procedan. El experto facilitador será notificado en la forma que establece el artículo 55. 



Podrá ser experto facilitador toda persona natural capaz de administrar sus propios bienes. Los síndicos de la nómina nacional podrán ser designados como expertos facilitadores, pero en caso de quiebra del deudor no podrán ser nombrados como síndico en esa quiebra.



El experto facilitador deberá comunicar su designación a la Superintendencia de Quiebras dentro de las 24 horas siguientes, la que procederá a incorporarlo a un registro especial de expertos facilitadores que llevará al efecto.



Los honorarios del experto facilitador serán de cargo del deudor, con quien deberá pactarlos. En caso de desacuerdo serán fijados por el juez, y gozarán, al igual que los gastos en que incurra, de la preferencia del N° 4 del artículo 2472 del Código Civil, sólo en la parte que corresponda al 25% del que resulta una vez aplicada la tabla a que se refiere el artículo 34.



No podrá solicitarse la quiebra del deudor ni iniciarse en su contra juicios ejecutivos, ejecuciones de cualquier clase o gestiones preparatorias de la vía ejecutiva, desde la notificación por aviso señalada en el inciso primero:



a) Hasta la celebración de la junta citada para la designación del experto facilitador, en caso de que no se apruebe en ella esta designación;



b) Hasta la solicitud del experto facilitador al tribunal para que declare la quiebra del deudor; 



c) Hasta la celebración de la junta de acreedores a que se refiere el inciso final de este artículo, si se rechaza en ella la proposición de convenio presentada por el experto facilitador.



Durante los períodos indicados, se suspenderán dichos procedimientos judiciales, no correrán los plazos de prescripción extintiva, y el deudor conservará la administración de sus bienes, con las limitaciones establecidas en el inciso 7° del artículo 177 bis, sujeto a la intervención del experto facilitador, con las mismas facultades que a éste entregan dicho inciso y el N° 1 del inciso 1° del artículo 174.



El experto facilitador tendrá pleno acceso a todos los libros, papeles, documentos y antecedentes del deudor que estime necesarios para el cumplimiento de su cometido.



En todo este procedimiento se aplicará lo dispuesto en el inciso 6° del artículo anterior.



En caso de que el experto facilitador formule una proposición de convenio, ésta deberá ser votada en junta de acreedores dentro del plazo de 15 días contado desde la notificación por aviso de la proposición. Se aplicarán a esta proposición los artículos 175, 178, 179 y 180 y las normas contenidas en el párrafo 4° del Título III de esta ley.



Los plazos señalados en el artículo 63 y en los Párrafos 2º y 3º del Título VI se ampliarán en tantos días cuantos transcurrieren desde la fecha de la resolución recaída en las proposiciones de convenio hasta la fecha de la declaración de quiebra.



Artículo 177 quáter. Si la proposición de convenio judicial preventivo se hubiere presentado con el apoyo de uno o más de los acreedores que representen más del 66% del total del pasivo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 177 bis, con las siguientes modificaciones:



1. El juez citará a una junta que se deberá realizar a más tardar a los 30 días contados desde la notificación por aviso de la resolución judicial respectiva;



2. El síndico nombrado en conformidad al artículo 173 no tendrá la función de informar señalada en el N° 2 del artículo 174; y 



3. La suspensión se mantendrá hasta el día fijado para dicha junta, en la que se deberá acordar o rechazar el convenio en conformidad a las disposiciones de este Título.



Artículo 178. Las proposiciones de convenio judicial preventivo pueden versar sobre cualquier objeto lícito para evitar la declaración de la quiebra del deudor, salvo sobre la alteración de la cuantía de los créditos fijada para determinar el pasivo. 



El convenio será uno y el mismo para todos los acreedores, salvo que medie acuerdo unánime en contrario. 



No obstante lo anterior, el convenio podrá contener proposiciones alternativas para todos los acreedores, en cuyo caso éstos deberán optar por regirse por una de ellas, en la forma en que se acuerde en el convenio. Además, los acreedores podrán pactar que se regirán por estipulaciones distintas a las contenidas en el convenio, siempre que éstas, en ninguno de sus aspectos individualmente considerados, impliquen condiciones más ventajosas para uno o más acreedores que aquéllas acordadas en el convenio, en cualquiera de sus alternativas, según el caso.



En él se podrá pactar que las cuestiones o diferencias que se produzcan entre el deudor y uno o más acreedores o entre éstos, con motivo del convenio y en especial de su aplicación, interpretación, cumplimiento, nulidad o declaración de incumplimiento pueda o deba ser sometida al conocimiento o resolución de un juez árbitro, como asimismo, establecer la naturaleza del arbitraje y cualquier otra materia sobre el mismo.



Este pacto compromisorio será obligatorio para todos a quienes afecta el convenio.



Si el árbitro declara nulo o incumplido el convenio, remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para la designación del tribunal que deberá declarar la quiebra o declararla reabierta, en conformidad a esta ley.



Artículo 179. El síndico presentará una nómina de acreedores con derecho a voto y sus respectivos créditos con 10 días de anticipación a la fecha señalada para la junta.



En el cuarto día hábil, que no sea sábado, inmediatamente anterior al señalado para la celebración de la junta, se efectuará la audiencia verbal a que se refieren los incisos segundo y tercero del artículo 102.



Los acreedores que se hayan presentado con los documentos justificativos de sus créditos, pero que carezcan de derecho a voto, tendrán solamente derecho a concurrir a la reunión y a dejar constancia escrita de sus observaciones, bajo su firma, en documento que se agregará al acta pertinente.



La exclusión, la inclusión, el aumento o la disminución por parte del síndico de un crédito en la nómina a que se refiere el inciso primero de este artículo, sin motivo justificado, serán consideradas como faltas graves para los efectos de lo dispuesto en el artículo 8° N° 9. 


En las juntas de acreedores que se efectúen con posterioridad a la aprobación del convenio judicial preventivo el derecho a voto se determinará en conformidad al artículo 102.



Artículo 180. Las proposiciones de convenio judicial preventivo de las sociedades sujetas a fiscalización por la Superintendencia de Valores y Seguros, con excepción de las compañías de seguros, deberán ser presentadas ante un tribunal arbitral designado en conformidad a los artículos siguientes.


La competencia del tribunal arbitral se extiende a todo cuanto sea necesario para la tramitación de las proposiciones de convenio judicial preventivo y a los incidentes que se promuevan durante el procedimiento del mismo, hasta que la resolución que lo tenga por aprobado se encuentre ejecutoriada. Si el convenio fuere rechazado o desechado, el tribunal arbitral lo declarará así en una resolución que será inapelable, y remitirá de inmediato el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, para que ésta designe el tribunal que declarará la quiebra sin más trámite y proceda a la designación del síndico de conformidad al artículo 209.



Artículo 181.- Los tribunales arbitrales a que se refieren el inciso cuarto del artículo 178 y el artículo 180 tendrán la siguientes facultades:


1° Podrán admitir, además de los medios probatorios establecidos en el Código de Procedimiento Civil, cualquier otra clase de prueba; y decretar de oficio las diligencias probatorias que estime conveniente, con citación de las partes. Tendrán, además, en todo momento, acceso a los libros, documentos y medios de cualquier clase en los cuales estén contenidas las operaciones, actos y contratos del proponente del convenio; y



2° Apreciarán la prueba de acuerdo con las normas de la sana crítica, y deberán consignar en la respectiva resolución los fundamentos de dicha apreciación.



Artículo 182.- El Tribunal arbitral, que será unipersonal, será designado por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio fijado en los estatutos de la entidad proponente, que será también el domicilio del tribunal, de entre abogados que hayan ejercido la profesión por más de 20 años y que se encuentren inscritos en una lista que llevará la Superintendencia. Además habrá un árbitro subrogante quien será designado por el Presidente de esa Corte a proposición del árbitro titular, de entre los inscritos en la referida lista.



El Tribunal contará con un secretario, cargo que será ejercido por un notario que tenga su oficio en la ciudad en que se encuentre domiciliado el árbitro, quien deberá designarlo.



El árbitro podrá ser sustituido por la Junta de Acreedores, con acuerdo del deudor, sin las exigencias establecidas en el inciso primero.


El árbitro será de derecho y su aceptación del cargo deberá efectuarse ante el secretario de la respectiva Corte de Apelaciones.



Artículo 183.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, podrá otorgarse el carácter de mixto al árbitro si consiente en ello el deudor y lo acuerdan dos o más acreedores que representen más del 50% del total pasivo, cuando se trate de las sociedades a que se refiere el artículo 180 inciso 1°, o el 75% del total pasivo, en el caso del artículo 185. En estos casos, el árbitro será designado por la misma junta de acreedores que le dé este carácter y la aceptación del cargo deberá efectuarse en la forma señalada en el inciso final del artículo anterior.



Artículo 184. Los costos del arbitraje serán de cargo del deudor proponente, y en caso de quiebra tendrán la preferencia prevista en el N° 1 del artículo 2472 del Código Civil.



Artículo 185. También podrán ser sometidas a arbitraje en conformidad a las normas precedentes, las proposiciones de convenio de cualquier deudor, si éste lo acuerda con sus acreedores que representen a lo menos el 66% del total pasivo, debidamente certificado en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 177 bis.

3. Del Convenio simplemente judicial



Artículo 186. El convenio simplemente judicial es el que se propone durante el juicio de quiebra para ponerle término.



Artículo 187. El fallido o cualquiera de los acreedores podrá hacer proposiciones de convenio en cualquier estado de la quiebra. Presentadas las proposiciones de convenio, los acreedores las conocerán y se pronunciarán sobre ellas en una junta citada especialmente al efecto por aviso, con indicación expresa de si se ha reunido la mayoría exigida en el inciso segundo del artículo siguiente, para no antes de 30 días. 



Se aplicará a esta clase de convenio lo dispuesto en el artículo 178. 



Artículo 188. La tramitación de esta clase de convenio no embaraza el ejercicio de ninguna de las acciones que procedan en contra del fallido, no suspende los procedimientos de la quiebra o juicios pendientes, ni obsta a la realización de los bienes. 



Sin embargo, si el convenio simplemente judicial se presentare apoyado por a lo menos el 51% del total pasivo de la quiebra, el síndico sólo podrá enajenar los bienes expuestos a un próximo deterioro o a una desvalorización inminente o los que exijan una conservación dispendiosa.


El pasivo será certificado por el síndico. Se excluirán a los acreedores a que se refiere el inciso tercero del artículo 177 bis.


Por el hecho de apoyar esta clase de convenio, los acreedores hipotecarios y privilegiados no perderán sus preferencias.


Artículo 189. En el convenio simplemente judicial el derecho a voto de los acreedores se determinará en conformidad al artículo 102.
4. De la aprobación de los Convenios Judiciales



Artículo 190. El convenio se considerará acordado cuando cuente con el consentimiento del deudor y reúna a su favor los votos del número de acreedores que representen tres cuartas partes del total del pasivo con derecho a voto, excluidos los créditos preferentes cuyos titulares se hayan abstenido de votar por ellos. No podrán votar, ni sus créditos se considerarán en el monto del pasivo:



a) El cónyuge, los ascendientes y descendientes y hermanos del deudor o de sus representantes , sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 193;



b) Las personas a que se refiere el artículo 100 de la ley Nº 18.045 de Mercado de Valores; y



c) El titular de la empresa individual de responsabilidad limitada proponente del convenio, y esta empresa individual si el proponente es su titular.



Para obtener las mayorías necesarias para aprobar el convenio, un acreedor con derecho a votar podrá excluir a otro acompañando vale vista a su orden por a lo menos la suma mínima que correspondería conforme a la letra c) del número 2 del artículo 174, dentro del plazo de cinco días contado desde la celebración de la junta. Transcurrido ese plazo, sin que se haya consignado dicha cantidad, se considerará emitido el voto del acreedor que se intentó excluir. 



El acreedor disidente podrá objetar la cantidad, objeción que se tramitará como incidente. Si se acoge el incidente, se podrá excluir al disidente pagándole la diferencia establecida; pero si el acreedor excluyente no se aviene a pagar el mayor valor, figurarán ambos acreedores en el convenio por la proporción que corresponda a cada uno. En todo caso, el acreedor excluido conservará, en la parte que le corresponda, sus acciones en contra de los terceros obligados al pago de su crédito, y éstos podrán hacer valer sobre la cuota que dicho acreedor conserve en el convenio, los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan. 



El convenio se considerará acordado en el caso del inciso anterior cuando el secretario del tribunal certifique la consignación oportuna con la que se obtenga la mayoría señalada en el inciso primero.



Deberá levantarse un acta de lo obrado. En ella se mencionará a los acreedores que hubieren votado a favor y a los que hubieren votado en contra del convenio, con expresión de los créditos que representaren.


La modificación del convenio deberá acordarse con el mismo procedimiento y con las mismas mayorías exigidas por el inciso primero de este artículo, incluidos los créditos cuyos títulos sean posteriores a las proposiciones primitivas del convenio aprobado que se pretende modificar. 


Artículo 191. Los acreedores preferentes respecto de bienes o del patrimonio del deudor podrán asistir a la junta y discutir las proposiciones de convenio y votar si renuncian a la preferencia de sus créditos. La circunstancia de que un acreedor vote, importa la renuncia a la preferencia. En caso de rechazo del convenio, para los acreedores que hayan votado en contra, la renuncia a la preferencia tendrá el carácter de irrevocable. La renuncia puede ser parcial, siempre que se manifieste expresamente. Si un acreedor es titular de créditos preferentes y no preferentes, se presume de derecho que vota por sus créditos no preferentes, salvo que exprese lo contrario. 



Si los acreedores votan por sus créditos preferentes, los montos de éstos se incluirán en el pasivo, para los efectos del cómputo a que se refiere el artículo precedente por las sumas a que hubiere alcanzado la renuncia.



Los cesionarios de créditos adquiridos dentro de los últimos 30 días anteriores a la proposición, no podrán concurrir a la junta para deliberar y votar el convenio, y tampoco podrán impugnarlo ni actuar en el incidente de impugnación. 



Artículo 192. En el convenio podrá estipularse la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento de las obligaciones del deudor. Estas garantías podrán constituirse en el mismo convenio o en instrumentos separados.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207 N° 8, los acreedores podrán designar a uno o más de ellos para que representen a todos los acreedores afectos al convenio en la celebración de los actos y en la suscripción, publicación e inscripción de los instrumentos que sean necesarios para la debida constitución de las garantías, así como para el ejercicio de los derechos y acciones que de ellas emanen y para ser notificados y citados en los casos en que así lo dispone la ley respecto de los acreedores prendarios e hipotecarios.



En las publicaciones e inscripciones de las garantías a que se refiere este artículo no será necesario individualizar las obligaciones del convenio, siendo suficiente a este respecto con hacer referencia a él, señalando la notaría y fecha en que haya sido protocolizado conforme lo dispuesto en el inciso siguiente.



Una copia autorizada del acta de la junta en que se acuerde el convenio, y de la resolución que lo apruebe, con su certificado de ejecutoria, deberá protocolizarse en una notaría del lugar en que dicha junta se haya celebrado, y desde entonces valdrá como escritura pública para todos los efectos legales. El acta de la Junta deberá incluir el texto íntegro del convenio.


Artículo. 193. Las personas indicadas en el artículo 190 letra a), podrán votar en la junta sólo para oponerse al convenio, y, en tal caso, sus créditos se incluirán en el pasivo para los efectos del cómputo a que dicho artículo se refiere.



Artículo 194. La no comparecencia del deudor a la junta en que debe deliberarse sobre las proposiciones de convenio, personalmente o representado, hará presumir el abandono o rechazo del convenio, salvo excusa justificada.



Artículo 195 Acordado el convenio, éste será notificado por aviso, mediante un extracto autorizado por el tribunal a los acreedores que no hubieren concurrido a la junta. 



Artículo 196. El convenio podrá ser impugnado por cualquier acreedor a quien éste pudiere afectarle, sólo si alegare alguna de las causas siguientes:



1.- Defectos en las formas establecidas para la convocación y celebración de la junta, o error en el cómputo de las mayorías requeridas por la ley;



2.- Falsedad o exageración del crédito o incapacidad para votar de alguno de los que hayan concurrido con su voto a formar la mayoría, si excluido este acreedor, hubiere de desaparecer tal mayoría;



3.- Inteligencia fraudulenta entre uno o más acreedores y el deudor para votar a favor del convenio o para abstenerse de concurrir;



4.- Error u omisión sustancial en las listas de bienes o de acreedores, y



5.- Ocultación o exageración del activo o pasivo.



Podrán también impugnar el convenio todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones del deudor, cuando los respectivos acreedores no hubieren votado a favor del convenio.


Artículo 197. Podrá impugnarse el convenio únicamente dentro del plazo de 5 días contado, para todos los interesados, desde la notificación a que se refiere el artículo 195.



Las impugnaciones que se presenten fuera de este plazo serán rechazadas de plano.



Deducida una impugnación al convenio judicial preventivo, el síndico informante, o experto facilitador en el caso del artículo 177 ter, tendrá la calidad de interventor con las funciones establecidas en el artículo 207 de la presente ley, hasta que se encuentre ejecutoriada la resolución que lo tenga por aprobado o desechado. El experto facilitador en este caso quedará sujeto a la fiscalización de la Superintendencia de Quiebras, en los mismos términos que los síndicos.



Artículo 198. Las impugnaciones al convenio se tramitarán como un solo incidente entre el deudor y el acreedor o acreedores que las hayan formulado, o las personas referidas en el inciso final del artículo 196. Cualquier acreedor podrá intervenir como tercero coadyuvante. La resolución que recaiga en el incidente se notificará a las partes por aviso. 



Artículo 199. El convenio entrará a regir desde que se encuentre vencido el plazo para impugnarlo sin que se hayan interpuesto impugnaciones en su contra. En este caso se entenderá aprobado y el tribunal lo declarará así de oficio o a petición de cualquier interesado.



Si el convenio ha sido impugnado, entrará a regir desde que cause ejecutoria la resolución que deseche la o las impugnaciones y lo declare aprobado.



El recurso de casación deducido en contra de la sentencia de primera o segunda instancia que desecha la o las impugnaciones, no suspende el cumplimiento del fallo, incluso si la parte vencida solicita se otorgue fianza de resultas por la parte vencedora.



Las resoluciones que se refieren los incisos anteriores de este artículo se notificarán por aviso y en contra de ellas no procederá recurso alguno.



Sin perjuicio de lo anterior, el convenio judicial preventivo entrará a regir, en todo caso, no obstante las impugnaciones que se hubieren interpuesto en su contra, si éstas no contaren con la adhesión de acreedores que representen a lo menos el 30% del pasivo con derecho a voto determinado en conformidad al artículo 179. En este caso, los actos y contratos ejecutados o celebrados por el deudor en el tiempo que medie entre el acuerdo y la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que acoja las impugnaciones, no podrán dejarse sin efecto, salvo lo dispuesto en el artículo 2468 del Código Civil.



Si el convenio resultare desechado por resolución firme, las obligaciones y derechos existentes entre el deudor y sus acreedores con anterioridad a los acuerdos que han sido objeto del convenio se regirán por sus respectivas convenciones.

5. De los efectos del convenio


Artículo 200.- El convenio obliga al deudor y a todos sus acreedores, hayan o no concurrido a la junta que lo acuerde, por los créditos anteriores a la fecha de las siguientes resoluciones:



a) La que ordena citar a junta para la designación del experto facilitador, en el caso del artículo 177 ter;



b) La que recae en las proposiciones de convenio, en el caso de los demás convenios judiciales preventivos, y 



c) La que declare la quiebra, si el convenio es simplemente judicial.



No obstante lo anterior, el convenio no obliga a los acreedores señalados en el inciso primero del artículo 191 por sus créditos respecto de los cuales se hubieren abstenido de votar.



Artículo 201. Aprobado el convenio simplemente judicial, cesará el estado de quiebra y se le devolverán al deudor sus bienes y documentos, sin perjuicio de las restricciones establecidas en el convenio mismo.



Sin embargo, si para el procedimiento de calificación fueren necesarios los libros del fallido, estos quedarán en poder del tribunal encargado de ella.



Se cancelarán también las inscripciones de la declaración de quiebra que se hubieren practicado en la oficina del Conservador de Bienes Raíces.



El síndico presentará su cuenta conforme con el párrafo 4 del Título III de esta ley.



No obstante la aprobación del convenio, el fallido quedará sujeto a todas las inhabilidades que produce la quiebra mientras no obtenga su rehabilitación con arreglo a las prescripciones de esta ley.



La aprobación del convenio no impide que continúe el procedimiento de calificación de la quiebra



Artículo 202. Todos aquéllos que hubiesen otorgado cauciones reales o personales, o que sean terceros poseedores de bienes constituidos en garantía de obligaciones sujetas al convenio y los terceros, que paguen esas obligaciones sin la oposición del deudor, podrán ejercer los derechos que por vía de subrogación o reembolso les correspondan, solamente sobre lo que toque al acreedor en el convenio. Si el acreedor ha sido pagado sólo de parte de lo que le corresponda conforme al convenio, podrá ejercer sus derechos relativamente a lo que se le quede debiendo, con preferencia a las personas precedentemente mencionadas. La ampliación del plazo de las deudas, acordada en el convenio, no pone fin a la responsabilidad de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, o de los avalistas del deudor sujeto al convenio ni extingue las prendas o hipotecas constituidas sobre bienes de terceros.



Si el acreedor votó en favor del convenio, los efectos serán los siguientes según los casos:



a) No podrá cobrar su crédito a los fiadores o codeudores, solidarios o subsidiarios, ni a los avalistas sino que en los mismos términos en que puede cobrar al deudor en virtud del convenio;



b) El tercer poseedor de la finca hipotecada y el propietario del bien empeñado podrán liberar la garantía pagando la deuda en los mismos términos que los estipulados en el convenio celebrado por el deudor garantizado;



c) La novación o dación en pago extingue la deuda respecto de los fiadores, codeudores y avalistas antes mencionados, hasta concurrencia de la porción del crédito sometido a convenio que se dio por extinguida mediante ellas;



d) Los terceros poseedores o propietarios de los bienes hipotecados o pignorados pueden liberar la garantía, pagando la cantidad que corresponda considerando la porción de la deuda que ha sido extinguida mediante la novación o dación en pago.



Si el acreedor no votó a favor del convenio, conserva sus derechos sin alteraciones tanto respecto de los bienes gravados con garantías reales cuanto respecto de los fiadores. Sin embargo, si los créditos se dieron por extinguidos mediante novación o dación en pago, la obligación de los fiadores y codeudores, solidarios o subsidiarios, y avalistas del deudor sujeto al convenio se extinguen en el monto de lo que al acreedor efectivamente toque con motivo de dichas novación o dación en pago.


Artículo 203. Los acreedores de una sociedad colectiva o en comandita que se encuentre en quiebra podrán celebrar convenio con uno o más de los socios solidarios, si se unen con los acreedores directos de éstos.



Este convenio desliga de la solidaridad al socio que lo obtiene y extingue la deuda social respecto de los demás socios hasta concurrencia de la cuota que dicho socio debiera pagar.



El activo social quedará sujeto al régimen de la liquidación de la quiebra, y los bienes privativos del socio con quien se hubiere celebrado el convenio serán aplicados al cumplimiento de éste.



Artículo 204. No obstante la aprobación del convenio simplemente judicial, el tribunal que declaró la quiebra seguirá conociendo de todos los procesos agregados en conformidad a lo dispuesto en el artículo 70.



Artículo 205. Los acreedores cuyos créditos sean anteriores a la fecha de la resolución recaída en la presentación de las proposiciones, pero que no los hubieren verificado oportunamente, podrán demandar que se cumpla el convenio a su favor, mientras no se encuentren prescritas las acciones que de él resulten, mediante un procedimiento incidental que se seguirá con el deudor, ante el tribunal que conoció del convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste. En este procedimiento podrá actuar como parte cualquiera de los acreedores del convenio.



Cuando el convenio verse sobre ampliación de plazo, éste empezará a correr para todos desde que entre a regir el convenio, cualesquiera que sean los vencimientos particulares de los créditos.



Artículo 206. El convenio podrá estipular el nombramiento de un interventor, que podrá o no ser síndico de la nómina, y tendrá las atribuciones y deberes que el mismo le señale. Su remuneración será fijada en la forma que determine el convenio.



El interventor sólo podrá ser revocado con el voto de uno o más de los acreedores que representen más del 50 % del total del pasivo con derecho a voto, con el acuerdo del deudor, y sin este acuerdo con el voto de uno o más de los acreedores que representen a lo menos los dos tercios del pasivo con derecho a voto.



Sin perjuicio de lo anterior, en el convenio se podrá designar una comisión de acreedores con las atribuciones y deberes que le señale.



Todas estas personas responderán de la culpa leve. Sólo los síndicos de la nómina estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia.



Artículo 207. Las atribuciones y deberes del interventor serán las siguientes, a menos que se acuerde otra cosa:



1. Imponerse de los libros, documentos y operaciones del deudor;



2. Llevar cuenta de las entradas y gastos de los negocios del deudor;



3. Visar, en su caso, los pagos a los acreedores;



4. Cuidar de que el deudor no retire para sus gastos personales y los de su familia otras sumas que las autorizadas en el convenio;



5. Rendir trimestralmente la cuenta de su actuación y la de los negocios del deudor, y presentar las observaciones que le merezca la administración de este último. Esta cuenta será enviada por correo a cada uno de los acreedores;



6. Pedir al tribunal ante el cual se tramitó el convenio que cite a junta de acreedores, siempre que lo crea conveniente o cuando se lo pida alguno de ellos para tratar asuntos de interés común. Todos los acuerdos de la junta deberán ser adoptados por la mayoría del pasivo del convenio, con derecho a voto.



7. Impetrar las medidas precautorias que sean necesarias para resguardar los intereses de los acreedores, sin perjuicio de los acuerdos que éstos puedan adoptar. Estas solicitudes se tramitarán como incidente, y 



8. Representar judicial y extrajudicialmente a los acreedores para llevar a efecto los acuerdos que tomen en forma legal. 



Artículo 208. Si se hubiere agravado el mal estado de los negocios del deudor en forma que haga temer un perjuicio para los acreedores, podrá éste ser sometido a una intervención más estricta que la pactada, o ser sometido a una intervención si ésta no se hubiere estipulado, o bien declararse incumplido el convenio, a solicitud de acreedores que representen la mayoría absoluta del pasivo del convenio, con derecho a voto.



La solicitud dirigida a obtener una intervención o que ésta sea más estricta se tramitará como incidente.



Conocerá de las acciones que se ejerciten en conformidad al N° 7 del artículo anterior y al inciso precedente, el tribunal ante el cual se tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.
6. Del rechazo del convenio


Artículo 209. Rechazadas las proposiciones de cualquier clase de convenio por no haber obtenido la mayoría necesaria para su aprobación, o desechado por cualquiera de las causales señaladas en el artículo 196, podrá el fallido reiterarlas cuantas veces lo estime necesario, pero no se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 188.



Cuando el convenio judicial preventivo haya sido rechazado o desechado en cualquiera de los casos contemplados en el inciso anterior, el tribunal declarará necesariamente la quiebra del deudor, de oficio y sin más trámite.



La junta que rechace las proposiciones de convenio judicial preventivo deberá señalar los nombres de un síndico titular y uno suplente, a quienes el tribunal deberá designar con el carácter de definitivos. No podrán ser nombrados para tales cargos quienes lo hayan sido en conformidad al número 1 del artículo 174.



En caso de que se deseche el convenio judicial preventivo, el tribunal deberá proceder a designar los síndicos en conformidad a lo previsto en el artículo 42, sin que pueda nombrar en dichos cargos a quienes hayan sido designados según lo previsto en el número 1 del artículo 174.

7. De la nulidad e incumplimiento del convenio



Artículo 210. No se admitirán otras acciones de nulidad del convenio que las fundadas en la ocultación o exageración del activo o del pasivo y que hubiesen sido descubiertas después de haber vencido el plazo para impugnar el convenio.



La nulidad del convenio extingue de derecho las cauciones que lo garantizan.



Las acciones de nulidad prescribirán en el plazo de un año contado desde la fecha en que entró a regir el convenio. 



Artículo 211. El convenio podrá declararse incumplido a solicitud de cualquiera de los acreedores, por inobservancia de sus estipulaciones. Podrá también declararse incumplido en el caso a que se refiere el artículo 208.



Las acciones de incumplimiento del convenio prescribirán en seis meses, contados desde que hayan podido entablarse.



Artículo 212. La declaración de incumplimiento dejará sin efecto el convenio, pero no extinguirá las cauciones que hubieren garantizado su ejecución total o parcial.



Las personas obligadas por las cauciones señaladas en el inciso anterior y los terceros poseedores de los bienes gravados con las mismas, según sea el caso, serán oídos en el juicio de declaración de incumplimiento y podrán impedir la continuación de éste, pagando los dividendos pendientes dentro de tres días, contados desde la citación.



Las cantidades pagadas por el deudor antes de la declaración de incumplimiento y las que produzca la realización del activo de la quiebra, servirán de abono a la deuda en caso de que la caución se extienda a toda la suma estipulada; pero si comprende únicamente una parte de ella, sólo les servirá de descargo lo que reste después de cubierta la cuota no caucionada. 



Artículo 213. La nulidad y la declaración de incumplimiento del convenio se sujetarán al procedimiento del juicio sumario y será competente para conocer de ellas el tribunal que tramitó el convenio, salvo que se haya celebrado el pacto compromisorio a que se refiere el artículo 178, en cuyo caso conocerá el Tribunal que corresponda de acuerdo a éste.


La sentencia que acoja las demandas de nulidad o de declaración de incumplimiento, será apelable en ambos efectos, pero el deudor quedará de inmediato sujeto a intervención por un síndico que tendrá las facultades del interventor del artículo 294 del Código de Procedimiento Civil y las previstas en el artículo 177 bis.



Ni la declaración de nulidad ni la de incumplimiento tienen efecto retroactivo.


Artículo 214. Una vez firme la resolución que declare la nulidad o la declaración de incumplimiento, el tribunal de primera instancia declarará la quiebra del deudor de oficio y sin más trámite. Si dicha nulidad es declarada por un tribunal arbitral, éste remitirá los autos al Juez de Letras competente para declarar la quiebra.


Artículo 215. En la demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el demandante señalará el nombre del síndico titular y el del síndico suplente, y sólo a éstos el tribunal deberá designar en la sentencia que dé lugar a la demanda y declare la quiebra. Estas designaciones no podrán recaer en quienes hubieren ejercido el cargo a que se refiere el número 1 del artículo 174. 



Si se interpusiere más de una demanda de nulidad o de declaración de incumplimiento del convenio, el juez designará al síndico señalado en una de las demandas que se acojan.



Artículo 216.- Constituye segunda quiebra tanto la que se declara con motivo de pronunciarse la nulidad o el incumplimiento de un convenio cuanto la que se declara por cualquier otra causa mientras esté vigente un convenio.



Los actos o contratos del deudor, ejecutados o celebrados en el tiempo que medie entre la fecha de la resolución recaída sobre las proposiciones de un  convenio o sobre la solicitud de designación de un experto facilitador que le dio origen, según sea el caso y la declaración de la segunda quiebra, se regirán por las reglas de los Párrafos 2º, 3º y 4º del Título VI de esta ley.


Artículo 217. La segunda quiebra reintegra a los acreedores anteriores en todos sus derechos respecto del fallido.



Los acreedores antiguos concurrirán con los nuevos en las distribuciones del activo de la quiebra por el monto íntegro de sus créditos, siempre que no hubieren recibido parte alguna de la estipulada en el convenio; en el caso contrario, sólo podrán concurrir con los nuevos acreedores por la parte del capital de sus primitivos créditos que corresponda a la porción no pagada de la suma convenida. En todo caso, tanto los créditos de los acreedores antiguos, en lo que corresponda, como los de los nuevos, deberán ser verificados en la segunda quiebra, salvo aquéllos que la ley expresamente exceptúa de este trámite. 



Artículo Transitorio.- La presente ley comenzará a regir después de sesenta días de su publicación en el Diario Oficial.”.

_________________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo iniciado por diversos señores Senadores, mediante el cual se solicita a S. E. el Presidente de la República considerar la adquisición de un nuevo buque de investigación 

científica que reemplace al “Vidal Gormaz”



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores Prokurica, Ávila, Arancibia, Cantero, Cariola, Cordero, Fernández, Gazmuri, Horvath, Martínez, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Sabag, Stange, Romero, Ruiz De Giorgio, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, correspondiente al Boletín Nº S 802-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:



“Las ciencias del mar en Chile, país eminentemente marítimo, no muestran un desarrollo acorde con su condición geográfica. Su gran extensión de línea de costa, que al incluir los sistemas de islas oceánicas y de fiordos y canales australes totalizan alrededor de 84.000 km; unido a las extensas áreas marinas que generan la Zona Económica Exclusiva (3,5 millones de km2) y el Mar Presencial (19,9 millones de km2), hoy son escasamente conocidas. Esto impone la necesidad de un desarrollo mayor y sostenido de la investigación científica marina, con el fin de tener un mejor conocimiento de sus recursos naturales, un adecuado manejo sustentable, y para ejercer los derechos soberanos del país.



Estas mismas características geográficas le brindan a las ciencias del mar oportunidades de especial relevancia para la investigación científico tecnológica como motor para el desarrollo nacional. Por ejemplo, el ambiente oceánico frente al litoral chileno presenta una productividad primaria que se encuentra dentro de las más elevadas del mundo y que sustenta una alta productividad secundaria y pesquera.



Del mismo modo, la zona de canales y fiordos en el sur del país, presenta crecientes demandas de conocimiento, al encontrarse sometida a una actividad productiva en aumento, especialmente con el explosivo incremento de las actividades de acuicultura que se han venido verificando en la última década.



El desafío energético que enfrenta Chile nos obliga a buscar fuentes alternativas. En ese sentido, la reciente evidencia de la existencia de hidratos de metano en nuestro mar constituye un desafío de trascendencia nacional, ya que de desarrollarse la tecnología apropiada para su eficiente explotación, pondría al país en una expectante situación de autoabastecimiento de gas natural, lo que podría asegurar su despegue definitivo en el camino al desarrollo.



Asimismo, en la costa chilena se desarrollan otras actividades que producen beneficios económicos al país, entre las que destacan el transporte marítimo y el turismo. Además, la explotación racional de nuestros recursos pesqueros implica una mayor investigación, a fin de tomar medidas de conservación debidamente informadas.



Existen, no obstante, enormes carencias cualitativas y cuantitativas de medios humanos y materiales para acometer con éxito la tarea de abrir, mediante la investigación y la generación de conocimiento, tales espacios y recursos oceánicos a la actividad productiva nacional. Estas carencias se reflejan en la poca disponibilidad de naves de investigación, en el insuficiente financiamiento para la investigación científica y en los escasos cuadros de investigadores consolidados a lo largo del país.



Asimismo, existe una falta de naves de investigación y urge, en consecuencia, dotar al país de estas embarcaciones.

Descripción del problema



La investigación científica que se realiza en el entorno marino tiene, como característica, la necesidad de emplear naves de investigación con adecuada infraestructura de laboratorios interdisciplinarios y capacidades de exploración y permanencia en el medio, para acceder a áreas remotas y distantes y operar por períodos de tiempo prolongados para al menos 15 científicos.



Esta característica restringe seriamente el desarrollo de la investigación, dados los altos costos involucrados en la operación de tales naves y la escasa disponibilidad de ellas en el país, dado el limitado número de buques que cumplen con estas características.



El único buque de investigación oceanográfica chilena es el AGOR “Vidal Gormaz” de la Armada de Chile, que tiene más de 40 años de vida útil, y con serias limitaciones producto de su vetustez y de los altos costos involucrados en la incorporación de tecnologías de punta y la reparación de equipos principales para cumplir con los roles para los que fue diseñado. Dicha unidad naval no puede seguir navegando y será dada de baja.



Por lo anterior, se hace imprescindible su reemplazo, particularmente ahora que gracias a su concurso se ha comprobado la existencia de hidratos de gas en el margen continental chileno, lo que abre al país auspiciosas posibilidades de explotación de este recurso energético. Es necesario continuar estos estudios, para completar su prospección y dotar al país de respuestas para su realidad energética.



Respecto a plataformas menores, si bien algunas instituciones de investigación científica marina de país cuentan con ellas, éstas, en general, tienen limitaciones de desplazamiento, se encuentran en mal estado o su vida útil ya está cumplida.



Por otra parte, existe consenso generalizado en la necesidad de dotar al país con una nueva embarcación, por lo que la Armada de Chile accedió a la idea de buscar una nave alternativa y se hará cargo de los gastos de personal.



Consta a la Comisión de Minería y Energía del Senado el eficiente y abnegado trabajo del personal de la Armada de Chile y de la comunidad científica nacional e internacional, en particular, la investigación relativa a los hidratos de gas. Sin embargo, la falta de un buque adecuado demorará o hará fracasar dicha investigación, tan relevante para los intereses nacionales.



Por lo anterior, debe adquirirse un buque de investigación oceanográfica para reemplazar al AGOR 60 “Vidal Gormaz”, el que deberá estar equipado con instrumental para desarrollar investigación científica marina en las disciplinas de oceanografía física, química, geológica y geofísica y capacidad para recuperación, mantención y fondeo de boyas oceanográficas-meteorológicas. Además, esta unidad deberá poseer una capacidad para realizar actividades de investigación en todo el territorio nacional, tanto continental como insular, para dar una sólida respuesta a las necesidades de un país como el nuestro.



Por lo anterior, se solicita a Su Excelencia el Presidente de la República considerar la adquisición de un nuevo buque de investigación científica que reemplace al “Vidal Gormaz”.”.

_____________________________________



El señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ríos, quien le solicita recabe el asentimiento unánime de la Sala para efectuar una corrección al texto del proyecto de acuerdo.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, el que coincide con lo solicitado por el Honorable Senador señor Ríos.



La Sala accede a efectuar la corrección pertinente al proyecto de acuerdo.

_____________________________________



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

__________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Espina, a la señora Directora Nacional del Instituto Nacional del Deporte, respecto de la aplicación de la ley Nº 19.712, en cuanto a las materias individualizadas.



--Del Honorable Senador señor García: 

 

1) A la señora Ministra de Planificación y Cooperación, sobre el estado en que se encuentra el estudio del Proyecto Pavimentación de la Ruta 119-CH, camino al Paso Fronterizo Mamuil Malal, de la comuna de Curarrehue.



2) Al señor Ministro de Justicia, respecto del número de menores que se encuentran internados en el Centro de Cumplimiento Penitenciario de Temuco, y acerca de la fecha en que será habilitado el Centro de Orientación y Diagnóstico y Centro de Rehabilitación Conductual, COD CERECO masculino, que se ubicará en Cholchol.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre la fecha en que se terminará y entregará la construcción del Centro de Orientación y Diagnóstico y Centro de Rehabilitación Conductual, COD CERECO masculino, en la comuna de Cholchol.



--Del Honorable Senador señor Horvath, a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y al señor Ministro de Agricultura, respecto del grave problema que afecta a los productores de carne bovina de la Región de Aysén para transportar su ganado.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

______________________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Moreno, quien se refiere a la calidad de las viviendas construidas con subsidios fiscales, específicamente en la comuna de Rancagua.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Intendente de la Sexta Región, al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Sexta Región, y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Sexta Región para que, si lo tienen a bien, analicen la posibilidad de conformar una comisión que concurra a verificar la referida situación. Asimismo, que se oficie, en su nombre, al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Rancagua para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre el problema planteado.



A continuación, el mismo señor Senador expone acerca del Primer Congreso de Alcaldes y Concejales de la Sexta Región, realizado en la ciudad de Las Cabras, los días 2 y 3 de junio del año en curso.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, acompañando la intervención que efectuara en la Sala, a todos los señores Alcaldes y Concejales de la Sexta Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

______________________________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bombal, quien rinde un homenaje, en el 60º aniversario de la Feria de Osorno, a todas las personas que han contribuido al desarrollo y engrandecimiento de la referida empresa.

______________________________



El señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para que lo reemplace en la Testera, como Presidente Accidental, el Honorable Senador señor Cariola.



Se accede a lo solicitado.

______________________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la demora en que incurren distintos servicios de la Administración Pública en contestar los oficios que se expiden desde esta Corporación, indicando que en algunos casos, además, nunca llega la respuesta.

- - -



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a la situación de desmedro de la dignidad de los parlamentarios, que se está haciendo evidente en diversas ceremonias públicas.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia para que, si lo tiene a bien, analice la situación expuesta.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

______________________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere a la intervención que se estaría llevando a cabo en la Cordillera de Atacama, en las cercanías del Glaciar de Los Helados, mediante el denominado “Proyecto Vicuña”, correspondiente al grupo sueco Lundin.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficios al señor Ministro de Minería, a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre diversos aspectos del denominado “Proyecto Vicuña”.

____________

_____________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, y Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 6ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE JUNIO DE 2.005



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero, y del Honorable Senador señor Horvath, como Presidente Accidental.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen), y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff y el señor Ministro de Minería, don Alfonso Dulanto.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

________________________



El señor Presidente, luego de abierta la sesión, saluda a una delegación de funcionarios del Congreso de República Dominicana, presente en las tribunas, señalando que su visita se inscribe en el marco del Convenio de Cooperación suscrito entre los Parlamentos de Chile y de República Dominicana.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones primera, de 7 de junio de 2005, y segunda, especial, tercera, extraordinaria, y cuarta, ordinaria, de 8 de junio de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha rechazado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales, en lo relativo a la designación de notario alterno o adjunto (Boletín Nº 3.259-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República para los efectos de lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental. 



Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que interpreta al artículo 26 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, con el propósito de facilitar el funcionamiento de microempresas familiares (Boletín Nº 3.577-03).



-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el tercero, comunica que ha otorgado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio de las Actas que indica del XXII Congreso de la Unión Postal Universal, adoptadas el 15 de septiembre de 1999 (Boletín Nº 3.808-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 6º de la ley Nº 17.238, que autoriza la importación de vehículos destinados a personas lisiadas (Boletín Nº 2.024-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso.



Con el quinto, informa que ha tomado conocimiento del rechazo por parte del Senado de algunas de las modificaciones introducidas por esa Honorable Cámara al proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse de conformidad al artículo 68 de la Carta Fundamental.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al Servicio Marítimo Subvencionado del Litoral Centro Sur de la Región de Aysén.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el proyecto denominado “Ecopueblo Jeinimeni”, en la comuna de Chile Chico, Región de Aysén. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual, por las razones que expone, propone el archivo de la acción constitucional del señor Jorge Segundo Olavarría Maldonado (Boletín Nº S 791-02).



-- Se accede al archivo solicitado, comunicándolo al interesado.

Solicitud



Del señor Luis Valeriano Bustos Valenzuela, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín Nº S 806-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Permisos constitucionales



Comunicaciones de los Honorables Senadores señores Núñez y Romero, por medio de las cuales, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicitan permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 16 de junio en curso.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

___________________________



El señor Secretario General, respecto del proyecto de ley que figura en el primer lugar del Orden del Día, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, correspondiente al Boletín Nº 2.394-07, informa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento no ha emitido el informe correspondiente, en atención a que estando autorizada por la Sala para efectuar su discusión en general y en particular en el primer informe, solamente aprobó en general la referida iniciativa y procederá a efectuar la discusión en particular en la semana próxima, contando, asimismo, con el compromiso del señor Ministro Secretario General de la Presidencia de retirar la urgencia que se había hecho presente para su despacho, calificada de “discusión inmediata”.



El señor Presidente concede el uso de la palabra sobre esta materia, a los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar (don Andrés).



El señor Presidente manifiesta que el referido proyecto será discutido por la Sala en sesión ordinaria de la semana próxima.

_____________________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece incompatibilidad entre los cargos de Ministro de Estado y de Subsecretario con aquéllos que indica de empresas del Estado, semifiscales o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, con segundo informe de la Comisión de Economía, e 

informe de la Comisión de Minería y Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde efectuar la segunda discusión del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece incompatibilidad entre los cargos de Ministro de Estado y de Subsecretario con aquéllos que indica de empresas del Estado, semifiscales o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, con segundo informe de la Comisión de Economía, e informe de la Comisión de Minería y Energía, correspondiente al Boletín Nº 1.296-03.



Agrega que en sesión 5ª, ordinaria, de 14 de junio de 2005, se efectuó la primera discusión de esta iniciativa, en virtud de lo preceptuado por el artículo 129 del Reglamento del Senado.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Economía y el informe de la Comisión de Minería y Energía, dejan constancia que el artículo 1º del proyecto de ley debe ser aprobado con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 38 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, el artículo 2º de la iniciativa legal debe ser aprobado con rango de ley de quórum calificado, en virtud de lo establecido en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 19, número 12.º de la misma Ley Fundamental.



El señor Secretario General expresa que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Economía al proyecto aprobado en general, fueron todas acordadas por unanimidad.



Añade que la Comisión de Minería y Energía aprobó los artículos 1º, 2º y 3º permanentes, y el artículo transitorio de la iniciativa legal, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Economía, por 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis y Prokurica, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen).



El señor Secretario General manifiesta que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Economía deja constancia de lo siguiente:

  

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

  

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 4 y 6.

  

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

 

IV.- Indicaciones rechazadas: números 1, 2, 3 y 5.  

 

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

 

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 7, 8, 9 y 10.

- - -



El señor Secretario General expresa que, por su parte, la Comisión de Minería y Energía, para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se remite al cuadro resumen consignado por la Comisión de Economía.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Economía somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1º



Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo 1º.- Intercálase en el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el siguiente artículo 56 bis, nuevo:   



“Artículo 56 bis.- Los cargos de Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente, Gobernador y Secretario Regional Ministerial son incompatibles con los de miembros de consejos y de directorios, y de director, gerente o administrador de empresas del Estado, semifiscales o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza.  La incompatibilidad con las funciones de directores, gerentes, administradores o consejeros regirá aun cuando dichos cargos sean ad honorem. 


Por el solo hecho de asumir las funciones de Ministro, Subsecretario, Intendente, Gobernador o Secretario Regional Ministerial, se cesará en el otro cargo, empleo o función incompatible que se desempeñe, a contar del momento del juramento o promesa. 


Igual incompatibilidad afectará a los Oficiales Generales en servicio activo de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, salvo que se trate de cargos vinculados a empresas industriales militares.”.”. 
- - -



Agregar el siguiente artículo 2º, nuevo:



“Artículo 2º.- Lo dispuesto en la presente ley será aplicable también a las empresas del Estado cuya legislación orgánica exige que se las mencione o individualice expresamente.”. 

- - -

ARTÍCULO 2º



Ha pasado a ser artículo 3º, reemplazado por el siguiente:



“Artículo 3º.- Esta ley  regirá a contar del día 1º del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.  
- - -



Agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 90 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, que serán expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del ministro sectorial respectivo, adecúe las leyes orgánicas de las empresas o entidades del Estado, con el objetivo de determinar nuevas composiciones de los directorios o consejos respectivos, y para dictar las demás disposiciones necesarias para la aplicación cabal de lo dispuesto en la presente ley.



Las adecuaciones y modificaciones dispuestas de conformidad al inciso anterior comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.”.

______________________________



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del artículo 1º del proyecto de ley, que la Comisión de Economía aprobó por unanimidad y que la Comisión de Minería y Energía aprobó por 3 votos a favor y uno en contra.



El señor Secretario General señala que el referido precepto tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión en particular el artículo 1º, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gazmuri, Silva, Prokurica, Boeninger, Sabag, Naranjo, Vega y Coloma, el señor Ministro de Minería, los Honorables Senadores señores Ruiz De Giorgio, Bombal, Parra, Larraín y Martínez, la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), y los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Ávila y Moreno.

__________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Parra expresa que el proyecto de ley en discusión adolece de dos problemas de inconstitucionalidad, el primero relativo a su origen en una moción de varios señores Diputados, puesto que, de conformidad a lo dispuesto en el número 2.º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política de la República se trata de una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. El segundo vicio de inconstitucionalidad esta dado por la concordancia ineludible entre el artículo 1º del proyecto de ley con el artículo transitorio, disposición esta última que delega facultades en el Jefe de Estado y, de conformidad al artículo 61 de la Carta Fundamental, la delegación sólo procede a petición de aquél, no pudiendo extenderse, además, a materias propias de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

__________________________



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 1º de esta iniciativa, es rechazado por no reunir el quórum constitucional requerido, al obtener 13 votos en contra, 13 a favor y 3 abstenciones de los Honorables Senadores señores Aburto, Moreno y Viera-Gallo.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Martínez, Núñez, Parra, Ruiz De Giorgio, Silva, Vega y Zaldívar (don Andrés).



Votan a favor los Honorables Senadores señores Bombal, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Horvath, Larraín, Muñoz Barra, Naranjo, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Stange.



A continuación, el señor Secretario General señala que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el inciso final del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, corresponde someter a votación el artículo 1º del proyecto aprobado en general por el Senado.



El señor Presidente propone a la Sala dar por rechazado el artículo 1º aprobado en general, con la misma votación consignada anteriormente.



La Sala accede a dar por rechazado el referido precepto, en los términos propuestos por el señor Presidente.



En seguida, el señor Presidente pone en discusión el artículo 2º del proyecto de ley, que la Comisión de Economía aprobó por unanimidad y que la Comisión de Minería y Energía aprobó por 3 votos a favor y uno en contra.



El señor Secretario General expresa que esta disposición tiene el carácter de norma de quórum calificado.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesto en votación el artículo 2º del proyecto de ley, es rechazado con la misma votación con que se desechó el artículo 1º.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión el artículo 3º del proyecto de ley, que la Comisión de Economía aprobó por unanimidad y que la Comisión de Minería y Energía aprobó por 3 votos a favor y uno en contra.



En discusión, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesto en votación el artículo 3º, es rechazado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del artículo transitorio de la iniciativa de ley.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Zaldívar (don Andrés) y Prokurica.

_____________________________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), resalta el carácter autónomo del artículo transitorio del proyecto, ya que faculta al primer Mandatario para adecuar la composición de los directorios o de los consejos respectivos de las empresas o entidades del Estado.

_____________________________



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien le solicita recabar el acuerdo unánime de la Sala para reabrir el debate respecto del artículo transitorio.



La Sala no otorga el asentimiento unánime para la reapertura del debate.

_____________________________



En consecuencia, el señor Presidente anuncia que corresponde la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme lo establece el artículo 67 de la Constitución de la República. Para ello, sugiere a la Corporación que los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Economía concurran a su integración.



El Honorable Senador señor Prokurica solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento unánime de la Sala para que sean los Comités quienes propongan la Comisión que participará en la aludida Comisión Mixta.



La Sala así lo acuerda.

_____________________________



Queda terminada la discusión de este asunto.

______________________________

Informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios, en materia de licitación de la provisión del 

servicio sanitario dentro del límite urbano



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios, en materia de licitación de la provisión del servicio sanitario dentro del límite urbano, correspondiente al Boletín Nº 3.590-09.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras tuvo su origen en el rechazo, por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las enmiendas efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Previene el señor Secretario General que la Comisión Mixta en su informe, propone al señor Presidente que se efectúe una votación separada respecto del inciso sexto, nuevo, contenido en el número 2) del artículo único del proyecto de ley.



Finalmente, el señor Secretario General expresa que en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cordero, Horvath, Sabag y Stange, y Honorables Diputados señores Alvarado, García, Hales y Luksic, y por la unanimidad de sus miembros presentes en la reapertura del debate, Honorables Senadores señores Cordero, Frei (don Eduardo), Horvath, Sabag y Stange, y Honorables Diputados señores García, Hales, Luksic y Norambuena, y los mismos Honorables señores Senadores y los Honorables Diputados señores García, Hales y Letelier (don Juan Pablo), con excepción de la proposición relativa al inciso primero contenido en el número 1) del artículo único del proyecto de ley, acordada en la reapertura del debate, que contó con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Cordero, Frei (don Eduardo), Horvath, Sabag y Stange, y de los Honorables Diputados señores García, Letelier (don Juan Pablo) y Luksic, y la abstención del Honorable Diputado señor Hales, sugiere como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, aprobar la siguiente proposición:

“ARTÍCULO ÚNICO



Artículo único.- Modifícase el artículo 33 A del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, de la siguiente manera:



1) Agréganse en el inciso primero a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), las siguientes frases: “no pudiendo excusarse de hacerlo cuando así lo requiera el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respecto de las áreas urbanas, fundado en la necesidad de cumplir sus políticas, planes y programas relativos a viviendas sociales o subsidiadas, hasta 750 unidades de fomento.”.



2) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto nuevos:



“Cuando la licitación la solicite el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, conforme al inciso primero, el llamado a propuesta se realizará dentro del plazo de seis meses, pudiendo prorrogarse por otro período igual o menor, mediante resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



En ese caso, la Superintendencia podrá establecer en las respectivas bases que determinadas obras referidas al área que se licita serán consideradas como aportes de terceros o no reembolsables. Dichos aportes se incluirán en el decreto de otorgamiento de la respectiva concesión.”.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo. 



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, con excepción del inciso sexto, nuevo, contenido en el número 2) del artículo único del proyecto de ley, según lo propuesto por la Comisión Mixta, es aprobada por 21 votos a favor.



Puesto en votación el inciso sexto, nuevo, contenido en el número 2) del artículo único del proyecto de ley, es aprobado con la misma votación anteriormente mencionada.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Coloma, Espina, Fernández, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Prokurica, Romero, Sabag, Silva, Valdés, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase el artículo 33 A del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, de la siguiente manera:



1) Agréganse en el inciso primero a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), las siguientes frases: “no pudiendo excusarse de hacerlo cuando así lo requiera el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, respecto de las áreas urbanas, fundado en la necesidad de cumplir sus políticas, planes y programas relativos a viviendas sociales o subsidiadas, hasta 750 unidades de fomento.”.



2) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto nuevos:



“Cuando la licitación la solicite el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, conforme al inciso primero, el llamado a propuesta se realizará dentro del plazo de seis meses, pudiendo prorrogarse por otro período igual o menor, mediante resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



En ese caso, la Superintendencia podrá establecer en las respectivas bases que determinadas obras referidas al área que se licita serán consideradas como aportes de terceros o no reembolsables. Dichos aportes se incluirán en el decreto de otorgamiento de la respectiva concesión.”.”.

______________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República de Colombia”, suscrito en Santiago, el 9 de diciembre de 2003, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República de Colombia”, suscrito en Santiago, el 9 de diciembre de 2003, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.741-10.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores deja constancia que esta iniciativa debe aprobarse con rango de ley de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con lo preceptuado en el inciso segundo del número 18.º del artículo 19 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



El señor Secretario General indica que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Martínez y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y la República de Colombia”, suscrito en Santiago, el 9 de diciembre de 2003.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado en general y en particular a la vez, por 24 votos a favor, de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

_____________________________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio Complementario al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España”, suscrito el 14 de mayo de 2002, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio Complementario al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España”, suscrito el 14 de mayo de 2002, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.757-10.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores deja constancia que esta iniciativa debe aprobarse con rango de ley de quórum calificado, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con lo preceptuado en el inciso segundo del número 18.º del artículo 19 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



El señor Secretario General indica que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, y propone al Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma. Martínez y Muñoz Barra, la aprobación del proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio Complementario al Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España”, suscrito el 14 de mayo de 2002.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado en general y en particular a la vez, por 24 votos a favor, de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Contralor General de la República, sobre el uso de teléfonos de recintos municipales de la Sexta Región para actividades políticas electorales.



--De la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), al señor Ministro de Hacienda, respecto de los anunciados subsidios por alzas en las tarifas eléctricas.



--Del Honorable Senador Horvath: 

 

1) Al señor Ministro de Economía y al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, acerca de los criterios que se utilizan para la evaluación de los proyectos concursables de transferencia y desarrollo tecnológico.



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Director Nacional del Servicio de Vivienda y Urbanización, y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Recoleta, respecto del Plan Regulador de esta comuna, específicamente en lo atinente al sector de la calle Ernesto Pinto Larraguirre, entre las calles Dardignac y Antonia López de Bello.



--Del Honorable Senador señor Moreno:



1) Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia de la República y al señor Intendente de la Sexta Región, acerca de los planteamientos del Concejo Comunal de Pichilemu, en relación al Plano Regulador de la comuna y el Plano Intercomunal del Borde Costero.



2) Al señor Intendente de la Sexta Región, al señor Secretario Regional Ministerial de Justicia y al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas, en cuanto a la colocación de asfalto en el camino Los Romeros, comuna de Graneros.



3) Al señor Intendente de la Sexta Región, al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Sexta Región, y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Sexta Región, sobre la aprobación del financiamiento necesario para alcantarillado y pavimentación de la calle Diego Portales, comuna de Santa Cruz.



4) Al señor Intendente de la Sexta Región, al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Sexta Región y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Sexta Región, acerca de los problemas de construcción en los departamentos de la Población Pablo Neruda, comuna de Santa Cruz.



--Del Honorable Senador señor Naranjo, al señor Ministro de Salud, respecto de la obligación de venta en las farmacias de medicamentos genéricos o de aquéllos provenientes del Laboratorio Chile.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

__________________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien se refiere al informe emitido por el Consejo Nacional de Televisión, que es resultado de una encuesta sobre la televisión chilena.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Presidenta del Consejo Nacional de Televisión y a los directores de los canales de televisión abierta de nuestro país, acompañando la intervención que realizara sobre la referida materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

___________________________



El señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para que lo reemplace en la Testera, como Presidente Accidental, el Honorable Senador señor Horvath.



Se accede a lo solicitado.

___________________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien, tomando en consideración las palabras pronunciadas por el Honorable Senador señor Viera-Gallo, reflexiona acerca del individuo y su relación con el ámbito del mundo digital y televisivo.



Al respecto, el señor Senador expresa que adhiere a los oficios requeridos por el Honorable Senador señor Viera-Gallo, solicitando, asimismo, que a ellos se incorpore la exposición que ha efectuado sobre el particular.



El señor Presidente anuncia la adhesión del Honorable Senador señor Cantero a los oficios solicitados por el Honorable Senador señor Viera-Gallo, incorporándoseles el texto de su intervención, de conformidad a lo dispuesto por el Reglamento del Senado.

____________

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 1, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, e Institucionales 2.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA REMUNERACIÓN DE INTEGRANTES DEL TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES

(3832-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase el artículo 14 de la ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional sobre el Tribunal Calificador de Elecciones, por el siguiente:


“Artículo 14.- Los miembros del Tribunal percibirán una remuneración equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada audiencia a que concurran, con un máximo por cada mes calendario de veinte unidades tributarias mensuales.


No obstante lo anterior, en los meses de octubre y diciembre de los años en que se realicen elecciones de Presidente de la República y de diputados y senadores, el máximo señalado en el inciso anterior se elevará a veintiocho y a ochenta unidades tributarias mensuales, respectivamente.


Asimismo, el máximo a que se refiere el inciso primero se elevará a veintiocho unidades tributarias mensuales en los meses de agosto y diciembre de los años en que se realicen elecciones municipales. En el mes de noviembre de dichos años, se elevará a cuarenta unidades tributarias mensuales.


En el mes de enero del año siguiente a una elección de Presidente de la República, cuando se produjere lo previsto por el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, y/o de una elección parlamentaria, el máximo antes referido se elevará a ochenta y ocho unidades tributarias mensuales.


Con todo, las remuneraciones de cada miembro del tribunal no podrán exceder de 276 unidades tributarias mensuales en los años calendario a que se refiere el inciso tercero, y en los años calendario señalados en los incisos segundo y cuarto, no podrán exceder de 308 unidades tributarias mensuales.”.


Artículo 2º.- El mayor gasto que irrogue esta ley se financiará con cargo al presupuesto vigente del Tribunal Calificador de Elecciones, y, si faltare, con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104, de la Partida Tesoro Público del Presupuesto de la Nación.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS PROCESAL PENAL Y PENAL EN DIVERSAS MATERIAS RELATIVAS A FUNCIONAMIENTO DE LA REFORMA PROCESAL PENAL

(3465-07)

Honorable Senado:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en tercer trámite constitucional, iniciado en un mensaje del Presidente de la República.


A las sesiones en que se discutió el proyecto asistieron, por el  Ministerio de Justicia: el Jefe de la División Jurídica, señor Francisco Maldonado y el abogado de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, señor Ignacio Castillo. Por el Ministerio Público: la abogada, señora María Eugenia Manaud. Por la Defensoría Penal Pública: el Defensor de la Novena Región, señor Claudio Pavlic y el jefe de gabinete del Defensor Público, señor Gonzalo Berríos.

- - - - - -


En este tercer trámite constitucional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 68 de la Constitución Política de la República,  el Senado está llamado a aprobar o rechazar las enmiendas que la Cámara de Diputados introdujo a la iniciativa de ley en informe.


El proyecto, tal como fue aprobado en el segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados, consta de siete artículos permanentes.


El artículo 1º, integrado por 64 numerales, introduce cambios en el Código Procesal Penal.


El artículo 2º, conformado por tres literales, introduce cambios al Código Penal 


El artículo 3º, compuesto por las letras a) y b), modifica la ley Nº 19.665 que reformó el Código Orgánico de Tribunales.


El artículo 4º reemplaza una disposición de la ley Nº 18.314, sobre conductas terroristas.


El artículo 5º, mediante dos literales, enmienda la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público. 


El artículo 6º agrega una disposición nueva en el decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior, que organiza los Ministerios.


El artículo 7º hace otro tanto respecto de la ley 
Nº 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública. 


A continuación se describen las modificaciones aprobadas por la Cámara revisora y se consigna el debate y las votaciones habidas en la Comisión respecto de ellas. Se hace presente que numerosos rechazos tienen por finalidad abrir la posibilidad de efectuar ajustes formales en la Comisión Mixta y no implican necesariamente un desacuerdo en el fondo. Se optó por esta solución porque las atribuciones de la Cámara de origen en el tercer trámite constitucional están acotadas a aprobar o rechazar las enmiendas introducidas por la revisora, sin que pueda corregirlas.

- - - - - -

Artículo 1º

Introduce modificaciones al Código Procesal Penal

Nº 1)

El artículo 9º del Código Procesal Penal, entre otras cosas, establece que, en casos urgentes, las autorizaciones judiciales podrán ser solicitadas y otorgadas por medios idóneos, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior.


Durante el primer trámite, el Senado modificó el inciso tercero del citado artículo 9º, de manera que también puedan expedirse las órdenes judiciales por dichos medios, caso en el cual el juez deberá estamparlas en un registro creado al efecto. Se agregó, también, que cuando se proceda a una detención en esta modalidad, el funcionario policial que la realice deberá entregar una constancia de la orden, con indicación del tribunal que la expidió y la hora en que se emitió.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, agregó que en la constancia también deberá expresarse el hecho que fundamenta la orden de detención.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo se manifestó en contra de la modificación, porque hace menos expedito el trámite.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que esta fundamentación contiene el motivo de la resolución, aspecto que será parte de la discusión  que se desarrolle posteriormente en la audiencia de control de detención. Por otra parte, este requisito no estorba a la ejecución de la resolución, porque se efectúa con posterioridad. Por estas razones, el Ejecutivo apoya la modificación propuesta.


La abogada del Ministerio Público, señora María Eugenia Manaud, puntualizó que de la redacción del texto de la Cámara no queda claro que la fundamentación deba ser posterior a la detención, porque, al tenor de la modificación de la Cámara, es el funcionario policial que la ejecuta quien debe entregar la constancia, la cual debe incluir ese antecedente.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó que, para los efectos de garantizar los derechos del detenido basta que el funcionario que detiene entregue la constancia de la orden verbal que se emitió, pero requerir también que exprese el fundamento de la misma es engorroso, entorpece el procedimiento y abre la puerta a inagotables alegatos de nulidad por cuestiones formales.


 Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

- - - - - -


La Cámara de Diputados introdujo a continuación dos nuevos números, después del Nº 1).


Con el nuevo Nº 2), la Cámara propuso una modificación que enmienda el artículo 10 del Código Procesal Penal, disposición que establece una obligación genérica para el juez de garantía, consistente en velar por el respeto a las garantías judiciales del imputado, consagradas en la Constitución Política de la República, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Chile.


La enmienda de la Cámara propone reemplazar la expresión “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”, de forma tal que la obligación genérica de velar por el respeto a las garantías judiciales del imputado no recaiga sólo en el juez de garantía sino en todos los jueces con competencia en materia criminal.


La representante del Ministerio Público expresó que, a su entender, la modificación tendrá como efecto que cualquier tribunal que intervenga en la investigación o en el juicio pueda actuar como juez de garantía. Expuso que el rol del juez de garantía se justifica y se entiende en la medida en que la investigación está a cargo de un fiscal, que es un órgano independiente de la judicatura y, por tanto, debe haber un juez que cautele las garantías de las personas. Pero cuando culmina la etapa de investigación y se llega a la etapa del juicio oral ya no se requiere de un juez que cautele las garantías, porque el imputado está sometido al tribunal oral, que resolverá en la sentencia las cuestiones cautelares que se le hayan planteado.


El Abogado de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, señor Ignacio Castillo, señaló que el artículo 10 del Código Procesal Penal dispone que la cautela de garantías procede en “cualquier etapa del procedimiento”, lo cual incluye  el juicio oral y los eventuales recursos. Lo que se busca con la modificación es establecer una regla de competencia y no una regla de procedencia. En  definitiva, si hay un problema de garantías en el juicio oral o durante un recurso ante la Corte, el propio tribunal que conoce de la etapa o instancia respectiva sería competente para conocer y resolver, para que el asunto no vuelva ante el tribunal de garantía.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que durante el procedimiento hay un juez de garantía hasta el momento en que el imputado pasa ante el tribunal oral. Hoy este tribunal no tiene competencia para pronunciarse sobre asuntos relacionados con el debido proceso. Si la cuestión reviste suficiente gravedad está el recurso extraordinario de nulidad ante la Corte Suprema. Pero convertir al tribunal oral en un tribunal de garantía es bastante complejo, porque significaría abrir la posibilidad de que en la audiencia del juicio siempre se alegue que se han infringido garantías, para anularlo. Esta transformación está fuera de la filosofía de la reforma.


El funcionario del Ejecutivo señaló que, en la práctica, si el acusado en el juicio oral no puede ejercer sus derechos constitucionales, el tribunal oral en lo penal puede dictar un sobreseimiento temporal. Por otra parte, se han presentado casos de cautela de garantías durante el juicio oral, en los cuales el tribunal ha mandado los asuntos al juez de garantía, lo que no es muy práctico.


El Defensor de la Novena Región, señor Claudio Pavlic, acotó que todos los tribunales que pueden intervenir en un proceso criminal  tienen la facultad de declarar el abandono de la defensa, que es también una cautela de garantías. La Defensoría no advierte que esto pueda ser una forma de entorpecer los procesos, pues la herramienta del abandono de la defensa ha sido utilizada con mucha prudencia y no ha producido consecuencias negativas para la agilidad de los juicios. Por otra parte, la Constitución Política de la República establece, en los artículos 5º y 6º, la obligación de todo tribunal de cautelar las garantías. Circunscribirla en el Código Procesal Penal sólo al tribunal de garantías es una limitación que no se justifica. Agregó que la modificación introducida por la Cámara de Diputados puede ayudar a resolver temas de garantía que se suscitan durante el proceso, y de esa forma, evitar nulidades que lo extienden innecesariamente. 


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

 
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, introdujo un nuevo Nº 3) en el artículo 1º del proyecto, modificatorio del artículo 12 del Código Procesal Penal, que agrega entre los intervinientes en el procedimiento penal al tercero civilmente responsable. Ésta y otras modificaciones  incorporan al tercero civilmente responsable en el Código Procesal Penal de forma orgánica. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo notó que, según los informes recibidos por la Comisión, no están de acuerdo con esta modificación el Ministerio Público, ni la Defensoría, ni el Ministerio de Justicia.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, propuso mantener el criterio adoptado en el Senado luego de lata discusión, y rechazar también todo el resto de las modificaciones y proposiciones de la Cámara que tengan por objetivo incorporar al proceso penal al tercero civilmente responsable.


Puesta en votación la modificación que incorpora un nuevo Nº 3) en el artículo 1º, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. Con ese mismo quórum se acordó rechazar todo el resto de las modificaciones de la Cámara que tengan por objetivo incluir dentro del procedimiento penal al tercero civilmente responsable.

- - - - - -

Nº 2)


Corresponde al Nº 4) del texto aprobado por la Cámara. En este numeral, durante el primer trámite constitucional, el Senado enmendó el artículo 39 del Código Procesal Penal, referido a las reglas generales sobre las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía o por o ante el tribunal del juicio oral. La modificación introduce en el inciso tercero del artículo 39 la expresión “en forma íntegra”, con el objetivo de reafirmar que el registro de tales actuaciones debe revestir la característica de integridad.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados modificó la enmienda aprobada por el Senado, reemplazándola por una disposición que incide en el inciso primero del artículo 39, y establece que las reglas generales sobre registro de actuaciones contenidas en dicho artículo y en los que siguen se aplicarán también a las Cortes de Apelaciones y a la Corte Suprema. Como consecuencia, quedó eliminada la modificación del inciso tercero que había hecho el Senado, a la que acabamos de referirnos.


La Comisión consideró acertada la modificación propuesta por la Cámara, porque amplía la aplicabilidad de la norma a otros tribunales.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 3)


Corresponde al Nº 5) del texto aprobado por la Cámara de Diputados. En este numeral, durante el primer trámite, el Senado modificó el artículo 40 del Código Procesal Penal, disposición que establece que se llevará un registro de las actuaciones ante el juez de garantía, que refleje fielmente la parte esencial de lo actuado y describa las circunstancias en las cuales la actuación se llevó a cabo. El Senado enmendó en el primer trámite constitucional el inciso primero de aquel precepto, estableciendo que el registro se hará en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad, y que se levantará acta escrita sólo de las resoluciones dictadas por el juez de garantía en las audiencias.


La Cámara, en el segundo trámite, eliminó el artículo 40 del Código Procesal Penal.

 
El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la supresión introducida por la Cámara es consecuencia necesaria de la modificación anterior.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara introdujo un nuevo Nº 6), que modifica el artículo 41 del Código Procesal Penal, que establece que el juicio oral deberá registrarse en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad. 


La Cámara reemplazó dicho precepto por un artículo que señala que las actuaciones ante cualquier juez con competencia en materia criminal deberán registrarse en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad, y señala a título indicativo el audio digital, video, u otro soporte tecnológico equivalente.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la modificación de la Cámara es acertada, porque amplía los diversos medios existentes para el registro de un procedimiento penal.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

- - - - - -

Nº 4)


Ha pasado a ser Nº 7) sin modificaciones.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara introdujo dos nuevas disposiciones, asignándoles los números 8) y 9).


El primero de dichos numerales enmienda el artículo 59 del Código Procesal Penal, sobre procedencia de acciones civiles en el proceso penal. Esta disposición establece, en primer lugar, que siempre procederá en el juicio criminal la acción civil destinada a obtener la restitución de la cosa objeto del delito y, en segundo lugar, que las demás acciones civiles no procederán en el juicio criminal, salvo que se trate de una acción intentada por la víctima contra el imputado y que tenga por objeto perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible.


Respecto de esta norma, la Cámara propone incluir al tercero civilmente responsable como posible sujeto pasivo de acciones civiles distintas a la restitutoria.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. 


El nuevo numeral 9) de la Cámara enmienda el artículo 62 del Código Procesal Penal, sobre los derechos procesales del imputado que es demandado civilmente en el proceso penal. La Cámara incluyó al tercero civilmente responsable como titular de los mismos derechos procesales reconocidos al imputado en la acción civil seguida contra él en el juicio criminal.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 5)


Ha pasado a ser Nº 10) en el proyecto de la Cámara. Este número se refiere al artículo 70 del Código Procesal Penal,   norma que establece que será el juez de garantía llamado por ley a conocer del asunto el competente para pronunciarse sobre todas las solicitudes del Ministerio Público que impliquen privar, restringir o perturbar el ejercicio de derechos asegurados por la Constitución, con la sola excepción de las diligencias urgentes que se deban realizar fuera de su territorio jurisdiccional, caso en el cual será competente el juez de garantía del lugar donde deba verificarse la diligencia.


El Senado en el primer trámite, agregó un nuevo inciso tercero al artículo 70 del Código Procesal Penal, para que, si la detención se efectúa fuera del territorio jurisdiccional del tribunal del cual ha emanado la orden respectiva, la audiencia de control pueda realizarse ante el juez de garantía del lugar en que se practicó la actuación.


La Cámara, en el segundo trámite, reemplazó el nuevo inciso tercero por otro, que establece que la regla en comento procederá sólo cuando la orden provenga del juez de garantía de un territorio jurisdiccional correspondiente a una Corte de Apelaciones distinta a la del juez de garantía donde materialmente se efectúe la detención, y preceptúa, además, como excepción a esta regla, que si la orden de detención proviene de un tribunal de la Región Metropolitana, y la detención se materializa dentro de la misma región, la audiencia siempre deberá realizarse ante el juez que impartió la orden. 


Además, la Cámara agregó que, si en esta primera audiencia el juez decreta la prisión preventiva, el imputado será inmediatamente trasladado a un establecimiento penitenciario ubicado en el territorio jurisdiccional del juez que impartió la orden de detención. 


La representante del Ministerio Público señaló que la idea es la misma que había aprobado el Senado, que permitía realizar la primera audiencia de control de la detención ante el juez de garantía del territorio en que se haya practicado, aunque la orden haya emanado de un juez diverso. La Cámara introdujo una excepción para el caso de la Región Metropolitana, porque el traslado de detenidos dentro de ella no es tan complicado, pero además incorporó un elemento que, a juicio del Ministerio Público, complica el procedimiento, pues hay zonas en el sur del país donde el territorio jurisdiccional de las Cortes de Apelaciones es muy vasto y las condiciones climáticas dificultan o impiden trasladarse. 


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 6)


Ha pasado a ser Nº 11) en el proyecto de la Cámara. Este numeral enmienda el artículo 87 del Código Procesal Penal, que establece que el Ministerio Público impartirá instrucciones generales  para el cumplimiento de las actuaciones de la Policía sin orden previa, para la diligencia de control de identidad y para el procedimiento a seguir en los casos en que los datos obtenidos sean insuficientes para considerar que son constitutivos de delito. 


El Senado, en el primer trámite, agregó que tales instrucciones abarcarán, además, la realización de diligencias inmediatas por parte de la policía en la investigación de delitos de común ocurrencia. 


La Cámara, en el segundo trámite, amplió la hipótesis introducida por el Senado, reemplazando la expresión “delitos de común ocurrencia” por “determinados delitos”, entendiendo que será el Ministerio Público el que haga la determinación de los ilícitos, lo que descarta cualquier discusión acerca de si ellos son de común ocurrencia o no.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la modificación de la Cámara es acertada porque amplía y clarifica el ámbito de aplicación de la norma.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite, agregó una nueva disposición, ubicada como Nº 12) del artículo 1º del proyecto.


Esta nueva norma modifica el artículo 109 del Código Procesal Penal, sobre los derechos de la víctima, a la que permite ejercer dentro del procedimiento penal, entre otras, acciones civiles contra el imputado tendientes a perseguir las responsabilidades civiles provenientes del delito.


La norma incorporada por la Cámara faculta también a la víctima para ejercer acciones civiles contra el tercero civilmente responsable.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. 

- - - - - -

Nº 7)


Ha pasado a ser Nº 13) en el proyecto de la Cámara de Diputados. En este numeral el Senado modificó el artículo 111 del Código Procesal Penal, sobre la titularidad activa de la querella. El inciso tercero del precepto vigente establece que cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en una región podrá presentar una querella por los delitos cometidos dentro de la misma que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto. 


La Cámara Alta aprobó, en el primer trámite, una disposición que reemplaza dicho inciso tercero, señalando, en cambio, que los órganos y servicios públicos podrán querellarse sólo si sus leyes orgánicas les otorgan expresamente tal facultad.


La Cámara Baja, en el segundo trámite, mantuvo la regla original del inciso tercero, referente a la querella popular por delitos que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto y, a continuación, en un nuevo inciso cuarto, reprodujo la modificación propuesta por el Senado.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que hay que eliminar de raíz la posibilidad de estas acciones populares, que sirven únicamente para estrategias comunicacionales de grupos políticos y no ayudan en nada al desenvolvimiento del juicio criminal.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que todos los intervinientes en la discusión en el primer trámite estuvieron de acuerdo con la postura que en definitiva adoptó el Senado, por lo que no cabe sino mantenerla y rechazar, en consecuencia, la modificación de la Cámara. 


Puesta en votación la modificación, fue rechazada  por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 8)


Ha pasado a ser Nº 14) en la numeración de la Cámara de Diputados. La modificación en comento enmienda el artículo 129 del Código Procesal Penal, sobre detención en caso de flagrancia. El inciso final de esta norma establece que la policía deberá detener al sentenciado a penas privativas de libertad que haya quebrantado su condena y al que se fugue estando detenido o en prisión preventiva.


El Senado, en el primer trámite, amplió estas hipótesis, contemplando también la obligación policial de detener al que tenga orden de detención pendiente, al que sea sorprendido en violación flagrante de medidas cautelares personales y al que infrinja la condición impuesta para conceder el beneficio de suspensión condicional del procedimiento, consistente en abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas, impuesta por el juez para proteger a terceros. Cabe advertir que desaparece la mención de la prisión preventiva.


La Cámara, en el segundo trámite, agregó además un nuevo inciso, que permite a la policía, en caso de que persiga a una persona relacionada con un crimen o simple delito, ingresar a un inmueble cerrado con el solo propósito de practicar la detención. Cabe hacer presente que el Senado aprobó una disposición similar en el Nº 21 del artículo 1º del proyecto, que modifica el artículo 206 del Código Procesal Penal, sobre entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial, pero sin hacer referencia a crimen o simple delito. Como se verá más adelante, la Cámara suprimió dicho numeral. 


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que la restricción del alcance y el cambio de ubicación de la enmienda aprobada por el Senado no son acertadas, por lo que procede rechazar la proposición de la Cámara.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada  por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 9)


En este numeral el Senado modificó el artículo 130 del Código Procesal Penal, sobre situaciones de flagrancia, y reemplazó la letra e) de dicha disposición, que establece que las personas asaltadas, heridas o víctimas de un robo o hurto que reclamen auxilio podrán señalar al hechor, para efecto de considerarlo como delincuente flagrante, cuando el delito acabe de cometerse. 


La modificación introducida en el primer trámite extiende la figura a cualquier delito, no sólo robo y hurto, y agrega al testigo entre quienes pueden señalar al hechor, para efectos de tenerlo como delincuente flagrante.


En el segundo trámite, la Cámara añadió como requisito que el testigo tenga el carácter de presencial.


La representante del Ministerio Público puntualizó que es preferible una conceptualización más amplia en esta materia, con el objetivo de facilitar la detención del delincuente flagrante.


El Honorable Senador señor Chadwick expuso que la propuesta del Senado es mejor, justamente porque es más amplia.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada  por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 10)

Ha pasado a ser Nº 16) en el proyecto de la Cámara. Este numeral enmienda el artículo 131 del Código Procesal Penal, referido a los plazos de detención. 


El Senado agregó, en el primer trámite, dos nuevos incisos a la disposición, estipulando que, en el caso de que el detenido sea puesto a disposición del juez por orden del fiscal, este último será obligado a comunicar la situación al abogado de confianza del detenido o a la Defensoría Penal Pública y, si el fiscal omite esta diligencia, la obligación recaerá sobre la policía, la que cumplirá su deber de poner al detenido a disposición del juez entregándolo al personal de Gendarmería.


La Cámara, en el segundo trámite, eliminó las obligaciones impuestas a la policía.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 11)


Este numeral modifica el artículo 132 del Código Procesal Penal, referido a la comparecencia judicial en la primera audiencia después de la detención, a la que debe comparecer el fiscal, bajo pena de que, en su ausencia, se liberará al detenido sin más trámite. 


En el primer trámite, el Senado dispuso que a la primera audiencia pueda concurrir, en lugar del fiscal, su abogado asistente. Además, agregó un inciso final a la disposición, que establece que si el juez declara ilegal la detención el fiscal podrá apelar.


En el segundo trámite, la Cámara  rechazó ambas modificaciones y mantuvo el artículo 132 tal como está.


El representante de la Defensoría expresó que la norma constitucional entrega la persecución penal al fiscal, por tanto no es admisible que la ley modifique este aspecto y autorice al asistente del fiscal para hacerlo.


La representante del Ministerio Público señaló que la Constitución Política de la República se refiere al Ministerio Público como órgano, y no al fiscal como funcionario, por tanto, esta modificación tiene pleno asidero constitucional. Agregó, además, que el asistente del fiscal es un funcionario de planta, con título de abogado.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 12)


Este numeral modifica el artículo 139 del Código Procesal Penal, referente a la procedencia de la prisión preventiva. El inciso segundo de dicha disposición establece que la prisión preventiva sólo procederá cuando las demás medidas cautelares fueren insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento. 


El Senado, en el primer trámite, agregó que la prisión preventiva también procederá en caso de que sea necesaria para la seguridad del ofendido o de la sociedad. 


La Cámara, en el segundo trámite, rechazó  la modificación y mantuvo el artículo139 tal como está.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que este asunto fue profundamente discutido en el primer trámite, y la modificación de la Cámara no aporta ninguna razón que no haya sido considerada en su momento por esta Comisión, por lo que sugirió rechazarla.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 13)


Este numeral modifica el artículo 140 del Código Procesal Penal, sobre los requisitos para ordenar la prisión preventiva. Dicha   norma plantea que la prisión preventiva procederá, a solicitud del Ministerio Público o del querellante, cuando se cumplan, copulativamente, tres requisitos:

a) que existan antecedentes que justifiquen la existencia del delito.

b) que existan antecedentes que permitan presumir fundadamente que el imputado ha participado en el delito como autor, cómplice o encubridor.

c) que existan antecedentes calificados que permitan considerar al tribunal que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación, o que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad del ofendido o de la sociedad.


El inciso segundo establece que se entenderá que la prisión es indispensable para el éxito de la investigación cuando exista sospecha grave y fundada de que el imputado puede obstaculizar la investigación mediante la  destrucción, modificación, ocultación o falsificación de  elementos de prueba; o cuando puede inducir a  coimputados, testigos, peritos o terceros para que  informen falsamente o se comporten de manera desleal o  reticente. 


En relación con estas hipótesis, el Senado intercaló, al principio del inciso segundo, la palabra “especialmente”, luego del vocablo “entenderá”, con la finalidad de aclarar que la enumeración de circunstancias que determinan que la prisión preventiva es necesaria para el éxito de la investigación se hace a mero título ejemplar y no es una lista taxativa.


El inciso final del artículo 140 establece que se entiende que peligra la seguridad del ofendido con la libertad del imputado, cuando existen antecedentes calificados que permiten presumir que éste realizará atentados graves en contra  de aquél o en contra de su familia o de sus bienes.  


El Senado enmendó esta regla, eliminado los vocablos “calificados” y “graves”.


La Cámara rechazó ambas modificaciones y mantuvo el artículo 140 tal como está.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo recordó que este asunto fue latamente discutido en el primer trámite y no hay ninguna argumentación que no haya sido considerada en su momento por esta Comisión, por lo que procede rechazar la modificación de la Cámara.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 14)


Corresponde al Nº 17) en el proyecto de la Cámara. Este numeral modifica el artículo 141 del Código Procesal Penal, sobre la improcedencia de la prisión preventiva.


Dicho artículo señala que, por regla general, no procederá la prisión preventiva cuando aparezca desproporcionada en relación a la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable. A continuación, establece tres casos específicos de improcedencia de la prisión preventiva:

a) cuando el delito esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos o con una pena privativa o restrictiva de libertad de no más de quinientos cuarenta días.

b) en caso de un delito de acción privada.

c) cuando el juez considere que, en virtud de sus vínculos permanentes con la comunidad, el imputado puede ser objeto de una medida alternativa a la privación de libertad.


Agrega el artículo 141 que se podrá decretar la prisión preventiva aun en los casos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado haya incumplido alguna medida cautelar, cuando el tribunal considere que el imputado no permanecerá en el lugar del juicio hasta su término, o cuando el imputado no asista a  la audiencia del juicio oral.


Finalmente, este artículo establece que la prisión preventiva no procederá cuando el imputado esté cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad.


El Senado eliminó la regla general sobre improcedencia de la prisión preventiva y, respecto de las reglas específicas de improcedencia de esta medida cautelar aprobó las siguientes modificaciones:

a) la prisión preventiva procederá respecto de delitos sancionados con pena privativa o restrictiva de libertad de no más de 540 días.

b) procederá también aún cuando el juez considere que, en virtud de sus vínculos permanentes con la comunidad, el imputado puede ser objeto de una medida  alternativa a la privación de libertad.


La Cámara, por su parte, sustituyó por entero el artículo 141 e introdujo las siguientes enmiendas a las modificaciones propuestas por el Senado:

a) repuso la regla general de improcedencia de la prisión preventiva actualmente contemplada en el Código, a la que ya nos hemos referido.

b) mantuvo la improcedencia para delitos con penas de reclusión menores a 540 días y cuando el imputado pueda ser objeto de una medida alternativa, casos en los cuales se preferirán medidas cautelares distintas, a menos que, en  concreto, la prisión preventiva resulte indispensable.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que este asunto fue discutido en el primer trámite, y la modificación no aporta  ninguna razón que no haya sido considerada en su momento por esta Comisión, por lo que  procede rechazarla.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 15)


En este numeral el Senado modificó el artículo 149 del Código Procesal Penal, que concede únicamente el recurso de apelación en contra de las resoluciones que ordenen, mantengan, nieguen lugar o revoquen la prisión preventiva, que hayan sido dictadas en una audiencia. 


El Senado intercaló una oración en virtud de la cual las medidas cautelares personales del artículo 155 del Código Procesal Penal no serán obstáculo para interponer el recurso de apelación.


La Cámara rechazó la enmienda del Senado, manteniendo el artículo 149 tal cual está.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que este asunto fue ya discutido en el primer trámite, y la modificación no aporta razones que no hayan sido consideradas en su momento, por lo que procede rechazarla.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 16)


Ha pasado a ser Nº 18), sin modificaciones.  

- - - - - -


A continuación, en un numeral 19), nuevo, la Cámara enmendó el artículo 157 del Código Procesal Penal, sobre la procedencia de las medidas cautelares reales contempladas en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, medidas precautorias, de forma de incluir como sujeto pasivo de las mismas al tercero civilmente responsable.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 17)


Ha pasado a ser Nº 20) en el proyecto de la Cámara, sin otra modificación.  

Nº 18)


Corresponde al Nº 21) del proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 182 del Código Procesal Penal, sobre secreto de las actuaciones de investigación, agregando que el imputado y el defensor podrán, además de examinar los registros y documentos de la investigación fiscal, obtener copia de los que estén a su alcance. 


La Cámara, en el segundo trámite, mejoró la redacción manteniendo las ideas del Senado y especificó que los gastos de la diligencia serán asumidos por el solicitante. 


El Honorable Senador señor Zaldívar consideró apropiado aceptar la propuesta de la Cámara, dejando constancia de que la defensa no tendrá acceso a aquellas partes de la investigación que se consideren secretas, según las reglas establecidas en el mismo Código.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita, lo mismo que la constancia antedicha.  

Nº 19)


En este numeral el Senado, durante el primer trámite, modificó el artículo 190 del Código Procesal Penal, sobre los testigos ante el Ministerio Público, que establece que al testigo que citado no comparece, y al que compareciendo se niega a declarar, en ambos casos sin causa que lo justifique, se le apremiará con las medidas del inciso primero del artículo 299 y se le sancionará conforme al inciso segundo del mismo artículo.


El Senado lo modificó, estableciendo que el testigo será apremiado conforme al citado artículo 299, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le quepa, porque no se puede imponer sanción sin el correspondiente juicio previo. 


Además, el Senado agregó un nuevo inciso final al artículo 190, que dispone que, antes de prestar su declaración, el testigo deberá ser informado de sus derechos, de la obligación de ser veraz y de las sanciones penales en que incurriría si falta a la verdad.


La Cámara, en el segundo trámite, rechazó las dos modificaciones introducidas por el Senado y dejó el artículo 190 tal cual está.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que no hay ningún antecedente nuevo para cambiar la posición del Senado, por lo que propuso rechazar el cambio.


El Honorable Senador señor Viera Gallo, por su parte, señaló que mantiene su desacuerdo con la decisión original de la Comisión sobre el tema, por lo cual anunció que aceptará la proposición de la Cámara.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Zaldívar, don Andrés, y Zurita, con el voto a favor del Honorable Senador señor Viera-Gallo.

Nº 20)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 197 del Código Procesal Penal, sobre exámenes corporales al imputado, y le agregó un nuevo inciso, que dispone que dichos exámenes también procederán si en una diligencia de control de identidad la policía sospecha fundadamente que la persona controlada porta en el interior de su cuerpo drogas, sustancias estupefacientes o psicotrópicas ilegales.


La Cámara, en el segundo trámite, rechazó las dos modificaciones introducidas por el Senado y dejó el artículo 197 tal cual está.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 21)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 206 del Código Procesal Penal, sobre entrada y registro en lugares cerrados, que permite a la policía entrar a estos sitios sin permiso del juez o del dueño, cuando se escuchen llamadas de auxilio del interior o existan señas de que se esté cometiendo un delito en el recinto.


El Senado añadió un inciso que permite a la policía ingresar a dichos lugares sin permiso previo, cuando persiga a un individuo al que debe detener, para el solo efecto de detenerlo.


La Cámara revisora eliminó esta modificación en el segundo trámite y dejó el artículo 206 tal cual está. Cabe hacer presente que ella aprobó una disposición análoga, como modificación al artículo 129 del Código Procesal Penal, tal como anteriormente se señaló en la descripción del Nº 8) del proyecto, que pasó a ser Nº 14) en el texto de la Cámara. 

El Honorable Senador señor Viera-Gallo explicó que, como la Comisión rechazó anteriormente la modificación hecha al Nº 8), procede, en correspondencia, rechazar también ésta.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 22)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 222 del Código Procesal Penal, sobre interceptación de comunicaciones telefónicas, para agregar en el inciso quinto que, en caso de que se ordene una interceptación de comunicaciones, las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deberán facilitar a los funcionarios encargados los medios necesarios.


La Cámara introdujo en el segundo trámite una enmienda formal, sin alterar el espíritu de lo aprobado por el Senado. En efecto, sustituyó la expresión “los medios” por “las facilidades”, de modo de dejar en claro que las referidas empresas no soportarán una carga o costo en virtud de esta disposición.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 23)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 230 del Código Procesal Penal, sobre la oportunidad de la formalización de la investigación, agregando un nuevo inciso segundo, que permite al fiscal ampliar, complementar o modificar la formalización, si en el transcurso de la investigación surgen nuevos antecedentes que lo hagan necesario.


La Cámara, en el segundo trámite, rectificó la modificación del Senado en los siguientes términos:

a) limitó la posibilidad del fiscal sólo para complementar la formalización, lo que además podrá hacer por una sola vez.

b) confirió al defensor la posibilidad de solicitar diligencias precisas y determinadas, situación en la cual el juez de garantía podrá ampliar el plazo de investigación hasta por seis meses.


El representante de la Defensoría señaló que su Servicio respalda la enmienda introducida por la Cámara de Diputados. Agregó que la fórmula propuesta por el Senado altera la regla de unidad y separación de la investigación, lo que afecta a la defensa porque una modificación de cierta envergadura implica una investigación nueva y, por lo tanto, una línea de defensa nueva. Señaló que, por otra parte, ya existe en la ley la posibilidad de complementar la formalización.


La representante del Ministerio Público expresó que dicho órgano está en desacuerdo con la modificación hecha por la Cámara, porque, en la medida que avanza una investigación, es natural que aparezcan nuevos antecedentes de hecho que amplíen el ilícito hacia otros ámbitos. Advirtió que el texto de la Cámara es más restrictivo, porque el  Senado habla de “ampliar, complementar o modificar” y la Cámara redujo estos términos sólo a “complementar”; complementar es adicionar algo a lo ya existente pero no modificarlo.


El representante del Ministerio de Justicia explicó que el efecto específico de la modificación no es necesariamente la sustanciación de investigaciones separadas. Por esta razón, dicha cartera comparte el criterio de la Cámara y no percibe la dificultad de formalizar por separado en aquellos casos en que los antecedentes permitan configurar nuevos ilícitos.


El Honorable Senador señor Espina expresó estar de acuerdo con la proposición de la Cámara, porque uno de los principios importantes del nuevo proceso es la unidad de la investigación, y la posibilidad ilimitada de reformalización que plantea el Senado permitiría mantener de forma ininterrumpida y sin término una investigación, lo que es una vuelta atrás y equivale a la situación de las personas que en el antiguo sistema pasaban años procesadas, sin ser acusadas de nada. La investigación y el juicio debe ser contra una persona específica, por un delito específico.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consideró que es necesario contar con una norma de este tipo para las investigaciones sobre el crimen organizado, donde comúnmente se parte investigando un delito y muy luego el investigador encuentra una serie de ilícitos conexos.


El jefe de gabinete del Defensor Nacional, señor Gonzalo Berríos, explicó que, en el caso de delitos conexos, es factible actualmente que uno o más fiscales que emprendan distintas investigaciones sobre delitos conexos, puedan solicitar al juez la acumulación. 


Teniendo en cuenta que existen argumentos valederos para sustentar parte de ambas posiciones, la Comisión optó por dejar la solución a los acuerdos de redacción que se puedan alcanzar en la Comisión Mixta.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Nº 24)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 237 del Código Procesal Penal, sobre suspensión condicional del procedimiento. 


En lo que atañe al proyecto en informe, el inciso primero faculta al juez de garantía para requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para resolver.


El inciso cuarto obliga a oír al querellante que asista a la audiencia sobre suspensión condicional del procedimiento. 


El inciso sexto permite al imputado, al Ministerio Público y al querellante apelar de la resolución que se dicte sobre la suspensión condicional del procedimiento.


El Senado realizó en este artículo los siguientes cambios: 

a) trasladó la oración “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver”, del inciso primero, para configurar con ella un nuevo inciso tercero.

b) agregó un nuevo inciso segundo, que establece que el fiscal concurrirá al acuerdo que otorga la suspensión condicional si estima que el imputado no volverá a delinquir, atendidas las características del hecho y las circunstancias concretas del imputado.

c) agregó en el inciso cuarto, que pasa a ser sexto, que la víctima también podrá asistir a la audiencia donde se ventile la suspensión condicional del procedimiento y, si lo hace, deberá ser oída; para tal efecto se le citará especialmente y, si no concurre, se llevará adelante la audiencia sin su participación.

d) finalmente, en el inciso sexto, que pasa a ser octavo, otorgó también a la víctima el derecho de apelar de la resolución que se pronuncie acerca de la suspensión condicional del procedimiento.


La Cámara hizo, en el segundo trámite, las siguientes enmiendas a las modificaciones del Senado:

a) consignó la oración del inciso primero, a que se ha hecho referencia, como inciso segundo, en lugar de tercero.

b) eliminó el nuevo inciso segundo propuesto por la cámara de origen, referido a la apreciación que puede hacer el fiscal en cuanto a si el imputado no volverá a delinquir.

c) suprimió de la modificación al inciso sexto la citación especial que se hace a la víctima para la audiencia en que se ventile la suspensión condicional del procedimiento y el efecto de su no concurrencia.

d) prescindió de la enmienda que permite también a la víctima apelar de la resolución sobre suspensión condicional del procedimiento.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que la idea detrás de la modificación del Senado es que la fiscalía asuma parte de la responsabilidad, en caso de concurrir a un acuerdo de suspensión condicional del procedimiento. 


El representante de la Defensoría señaló que es la fiscalía la que tiene a la mano los antecedentes para practicar la citación de la víctima, y el hecho de entregar esta responsabilidad al tribunal genera más carga burocrática para la judicatura y puede ser menos eficaz.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 25)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 238 del Código Procesal Penal, sobre condiciones por cumplir una vez decretada la suspensión condicional del procedimiento, para añadir una nueva, consistente en cualquiera otra solicitada fundadamente por el Ministerio Público, que sea adecuada considerando las circunstancias del caso concreto.


La Cámara, en el segundo trámite, enmendó la redacción, manteniendo el espíritu de la disposición introducida por el Senado.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó que la modificación de la Cámara es un perfeccionamiento de la norma propuesta del Senado, por lo que procedería aprobarla.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


La Cámara de Diputados incorporó a continuación, como nuevo número 26), una enmienda al artículo 241 del Código Procesal Penal, sobre procedencia de los acuerdos reparatorios, agregando como parte en dichos acuerdos al tercero civilmente responsable.

 
En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. 

- - - - - -

Nº 26)


Ha pasado a ser Nº 27) en la numeración de la Cámara. En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 242 del Código Procesal Penal, sobre los efectos penales del acuerdo reparatorio, y estableció que dicho acuerdo sólo surtirá efectos desde que estén cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado o garantizadas a satisfacción de la víctima; en el texto vigente no se consideran estos requisitos.


La Cámara, en el segundo trámite, enmendó y perfeccionó la redacción, sin modificar el espíritu de la disposición aprobada por el Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, agregó a continuación, como nuevo número 28), una modificación al artículo 247 del Código Procesal Penal, sobre el plazo para declarar el cierre de la investigación. Sustituyó el inciso final, que establece que el plazo de dos años previsto en este artículo para cerrar la investigación, contado desde la formalización, se suspende mientras esté vigente una suspensión condicional del procedimiento o se haya decretado un sobreseimiento temporal, por una nueva disposición que agrega que dicho plazo también se suspenderá hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado en favor de la víctima en un acuerdo reparatorio o hasta que se garantice el cumplimiento a satisfacción de ésta.



Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 27)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 252 del Código Procesal Penal, referido al sobreseimiento temporal que debe decretar el juez de garantía en los casos que señala el precepto, agregando un nuevo inciso que faculta al tribunal del juicio oral en lo penal para decretar el sobreseimiento temporal cuando el acusado no comparezca a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde.


La Cámara, en el segundo trámite, rechazó las modificaciones introducidas por el Senado y dejó el artículo 252 tal cual está.


La representante del Ministerio Público señaló que esta norma fue pedida por los jueces que comparecieron a las audiencias de la discusión en el primer trámite, porque se suscitan problemas de interpretación cuando el imputado no asiste a las audiencias a que ha sido citado en el juicio oral; en tal caso, se ha entendido que el tribunal oral no está facultado o no tiene competencia para dictar el sobreseimiento y el proceso tiene que volver al tribunal de garantía. 


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, indicó que sería conveniente discutir este asunto con los Diputados en una Comisión Mixta, por lo que consideró apropiado rechazar la modificación.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara, en el segundo trámite, propuso cuatro nuevas reformas, signadas con los números 29), 30), 31) y 32).


En el nuevo número 29) la Cámara de Diputados modificó el artículo 257 del Código Procesal Penal, referido a la reapertura de la investigación, que establece que ésta podrá solicitarse por cualquiera de los intervinientes, hasta que tenga lugar la audiencia en que se ventile la declaración de sobreseimiento, y durante la celebración de la misma. En dicha oportunidad podrán requerir diligencias precisas de investigación oportunamente formuladas al fiscal durante la investigación y que este último haya rechazado. 


La Cámara Baja restringió el plazo para que los intervinientes pidan estas diligencias a los diez días siguientes al cierre de la investigación y agregó aquellas diligencias solicitadas pero respecto de las cuales el Ministerio Público no se haya pronunciado.


La representante del Ministerio Público discordó con esta modificación, pues abre una compuerta para que los jueces intervengan en la investigación, en desmedro de la función del Ministerio Público, que tiene la dirección exclusiva de la misma.


El representante del Ministerio de Justicia expresó que lo que objeta el Misterio Público sucede incluso con el texto actual. Lo  que plantea la modificación de la Cámara de Diputados es que se pueda solicitar la reapertura en caso de que haya diligencias solicitadas y que el fiscal haya rechazado, o no se haya pronunciado respecto de ellas.  


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que si el fiscal no se pronuncia sobre las diligencia parece lógico que el juez defina la situación, por lo que pidió aprobar la propuesta de la Cámara.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  


A continuación, en el nuevo número 30), la Cámara de Diputados modificó el artículo 262 del Código Procesal Penal, que fija como plazo para notificar al acusado las actuaciones del querellante, las acusaciones particulares, las adhesiones y la demanda civil, a más tardar diez días antes de la audiencia de preparación del juicio oral.


La Cámara de Diputados agregó que estas diligencias también deberán ser notificadas, cuando  corresponda, al tercero civilmente responsable.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  


En el nuevo número 31), la Cámara modificó el artículo 273 del Código Procesal Penal, sobre la conciliación relativa a la responsabilidad civil en la audiencia de preparación del juicio oral, estableciendo que a esta conciliación también será llamado, si corresponde, el tercero civilmente responsable.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  


Finalmente, en el nuevo número 32), la Cámara propuso enmendar el artículo 275 del Código Procesal Penal, sobre las convenciones probatorias, que permite a las partes solicitar conjuntamente al juez de garantía que ciertos hechos se den por acreditados, sin que se pueda admitir discusión sobre ellos en el juicio oral posterior.


La enmienda tiene por objeto permitir integrar a estos acuerdos al tercero civilmente responsable. 


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3) del proyecto, según la numeración de la Cámara, la modificación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 28)


Ha pasado a ser Nº 33) en la enumeración del proyecto de la Cámara. En el primer trámite, el Senado modificó el artículo 276 del Código Procesal Penal, sobre exclusión de pruebas para el juicio oral. 


El inciso segundo de la norma establece que el juez de garantía puede limitar la prueba testimonial y documental, cuando mediante estos medios se desee acreditar unos mismos hechos o circunstancias que no guarden pertinencia sustancial con la materia que se someterá a conocimiento del tribunal del juicio oral en lo penal.


El inciso tercero de la norma permite al juez de garantía excluir pruebas provenientes de diligencias declaradas nulas o que se hayan obtenido con inobservancia de las garantías fundamentales.


La Cámara Alta enmendó el inciso segundo, agregando que también el juez de garantía podrá limitar la prueba pericial, cuando mediante ella se deseen acreditar unos mismos hechos o circunstancias que no guarden pertinencia sustancial con la materia que se someterá a conocimiento del tribunal del juicio oral en lo penal.


 En el segundo trámite, la Cámara Baja eliminó la enmienda efectuada por el Senado en el inciso segundo.


En cambio, en el inciso tercero, limitó la exclusión de pruebas provenientes de diligencias declaradas nulas o que se hayan efectuado con inobservancia de las garantías fundamentales, a las pruebas de cargo, no así a las de defensa.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo observó que también la defensoría podría obtener pruebas de forma ilícita. 


La representante del Ministerio Público manifestó que su institución se opone a la modificación, porque al restringirse la ilicitud a la prueba de cargo no puede el fiscal impugnar las pruebas ilícitas de la defensoría y tendrá que esperar a que se dicte sentencia para recurrir de nulidad.


El representante del Ministerio de Justicia señaló que las diligencias ilícitas de la defensoría están tipificadas en el Código Penal, por ejemplo el artículo 161-A, sobre la intercepción de comunicaciones privadas.


El Honorable Senador señor Espina expresó que, independientemente de los delitos que la defensoría pueda cometer con ocasión de la obtención de la prueba, el tema que aquí se discute tiene que ver con la transparencia y legitimidad del juicio oral. Por tanto, el control de la prueba que se hace en la audiencia de preparación debe excluir todas las pruebas ilícitas, vengan de la defensa o de la parte acusadora.


El representante de la Defensoría señaló que los controles de las pruebas ilícitas de la defensa y de la fiscalía están separados. El control referido a la fiscalía está dentro del ámbito de esta audiencia y el control de la prueba de la defensoría discurre por la vía de los ilícitos penales que se pueden cometer.


El Honorable Senador señor Chadwick observó que este control a posteriori de la prueba ilícita de la defensoría vía persecución criminal no cumple con el propósito de excluir la prueba ilícita, que es lo que garantiza la transparencia y legitimidad del juicio oral.


La representante del Ministerio Público observó que el fiscal no puede saber con anticipación qué pruebas va a esgrimir la defensa, por tanto, la persecución penal por la ilicitud de la obtención de la prueba de descargo podría quedar para después de terminado el juicio oral donde dicha prueba se presentó, lo que pone en peligro la legitimidad de la decisión. Por otro lado, si se aprueba la proposición de la Cámara, el juez de garantía no podría excluir una prueba ilícita aunque le constara que la defensa cometió un delito.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 29)


Ha pasado a ser Nº 34) en el proyecto de la Cámara. El Senado enmendó, en el primer trámite, el inciso segundo del artículo 277 del Código Procesal Penal, que establece que el auto de apertura del juicio oral sólo será susceptible de apelación por el Ministerio Público, fundada en la exclusión de pruebas decretadas por el juez de garantía. La modificación de la Cámara Alta permite también a la defensa apelar de esta resolución.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, en lugar de adicionar el inciso segundo, como hiciera el Senado, agregó un nuevo inciso tercero al artículo 277, con el objetivo de que en el caso de que se excluyeran pruebas de cargo esenciales para sustentar la acusación, el fiscal pueda solicitar el sobreseimiento definitivo. 


El representante del Ministerio de Justicia expresó que esta norma fue modificada en la Cámara a propósito de una discusión que tiene que ver con el artículo 373, letra a), referente al recurso de nulidad por infracción de garantías aseguradas por la Constitución Política de la República o por tratados internacionales vigentes en Chile. Dicho recurso procede durante el juicio oral y contra la sentencia definitiva, lo cual pareciera excluir la posibilidad de atacar la inobservancia de garantías cometida durante la investigación. El Senado intentó resolver esto permitiendo a la defensa apelar. El problema de ello es que estimula que los defensores apelen cada vez que en la audiencia de preparación se les deniegue la solicitud de exclusión de una prueba, lo cual ciertamente va a dilatar el desarrollo de los juicios y va a establecer una instancia de conocimiento de hechos por parte del tribunal superior, antes de la sentencia, lo que se trató de evitar en todo el estudio del Código Procesal Penal.


Agregó que la Cámara intervino señalando que, en la hipótesis de que al fiscal se le excluyan las pruebas y se quede sin evidencias firmes para sostener el cargo, pueda pedir un sobreseimiento definitivo, por la necesaria exigencia del Derecho Procesal Penal de que exista una única investigación.


La representante del Ministerio Público indicó que otorgar el recurso de apelación no significa una necesaria dilación, porque la defensoría tendría agravio para apelar sólo en la medida que se le excluyan sus pruebas.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que también es grave para un defensor que el juez de garantía rechace en forma arbitraria una gran cantidad de pruebas.


El representante de la Defensoría explicó que los tribunales de alzada comúnmente conocen de hechos del proceso antes de la sentencia, cuando se somete a su veredicto apelaciones por medidas cautelares, sin que ello afecte la imparcialidad de las cortes.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, propuso rechazar la modificación propuesta por la Cámara, para que la Comisión Mixta estudie y zanje el tema.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nos 30) y 31)


Han pasado a ser Nos 35) y 36) en el proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 32)


En este numeral el Senado modificó el artículo 299 del Código Procesal Penal, sobre renuencia del testigo a comparecer o a declarar, precepto que en su inciso segundo señala que tal testigo, si actúa sin causa justificada, será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años). 


La modificación introducida por el Senado en el primer trámite consistió en establecer que el testigo que se niegue a declarar podrá ser apremiado con arrestos de hasta 5 días, además de la ulterior responsabilidad penal que corresponda.


La Cámara, por su parte, en el segundo trámite, rechazó esta modificación y mantuvo la redacción original de la norma.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que la modificación de la Cámara no aporta antecedentes nuevos para cambiar la posición del Senado, por lo que procede rechazar el cambio propuesto.


El Honorable Senador señor Viera Gallo, por su parte, señaló que mantiene su desacuerdo con la decisión original de la Comisión sobre el tema, por lo que anunció que aceptaría la proposición de la Cámara.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Zaldívar, don Andrés, y Zurita, con el voto a favor del Honorable Senador señor Viera-Gallo.

Nº 33)


Ha pasado a ser Nº 37) en el proyecto de la Cámara. En este número el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 314 del Código Procesal Penal, referido a la procedencia del informe de peritos, limitando la facultad del Ministerio Público y demás intervinientes para solicitar que los peritos que informaron sean citados a declarar en el juicio oral, en el sentido de que deberán formular la petición sólo en la audiencia de preparación del juicio oral.


La Cámara, en el segundo trámite, hizo una modificación formal, sin alterar el espíritu de la norma del Senado.



Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 34)


Ha pasado a ser Nº 38) en el proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado modificó, en el primer trámite, el artículo 315 del Código Procesal Penal, que establece el contenido del informe de peritos y la obligación de éstos de concurrir a declarar en el juicio oral respecto de sus informes.


La modificación consistió en insertar un nuevo inciso final, que exime al perito de la obligación de comparecer al juicio oral, en caso de que el informe consista en una alcoholemia, en un examen de ADN, en un examen sobre sustancias estupefacientes o sicotrópicas y en todos aquellos casos en que la pericia, por sus características de estandarización o mecanización, dé suficientes garantías de autenticidad y claridad, a menos que algunas de las partes solicite, de forma fundada, la comparecencia del perito.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, excluyó del listado de exámenes que eximen la comparecencia del perito la regla residual de los exámenes estandarizables o mecanizados, limitándolo, por tanto, a la alcoholemia, el  examen de ADN y el examen sobre drogas y sustancias estupefacientes o sicotrópicas.


El representante del Ministerio de Justicia señaló que el listado propuesto por la Cámara es comprensivo de los informes que usualmente son estandarizables, y que abrirlo puede atentar contra la garantía procesal que implica tener acceso a la opinión personal del perito en el juicio.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 35)


Ha pasado a ser Nº 39) del proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado modificó, en el primer trámite, el artículo 316 del Código Procesal Penal, referido a la admisibilidad del informe de peritos y a su remuneración, especificando que es el juez de garantía el llamado a admitir el informe de peritos y a limitar el número de informes o de peritos que por su cantidad entorpezcan la realización del juicio. La norma vigente alude sólo a “tribunal”, sin especificar si esta función le corresponde al juez de garantía o al tribunal del juicio oral en lo penal.


La Cámara, en el segundo trámite, amplió esta especificación al caso excepcional contemplado en el inciso final del mismo artículo 316, el cual establece que, en caso de que un imputado no tenga los medios económicos para pagar la remuneración del perito, el juez de garantía la fijará e impondrá al fiscal la carga de solucionar la parte que no pueda solventar el imputado. En el inciso vigente también se menciona el “tribunal”, sin especificar si esta atribución le corresponde al juez de garantía o al tribunal del juicio oral en lo penal.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que la proposición de la Cámara no agrega ningún elemento nuevo que altere la convicción original de la Comisión, por lo que procede rechazarla.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. 

Nº 36)


En este numeral el Senado, en el primer trámite, modificó el inciso segundo del artículo 319 del Código Procesal Penal, referido al incumplimiento de la obligación de los peritos de prestar declaración, que impone en dicho caso la pena aludida en el inciso segundo del artículo 299, esto es, reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años). La modificación consiste en eliminar la mención del inciso, con lo que resulta aplicable todo el artículo 299, el cual fue modificado en el primer trámite por el Senado, en la forma señalada en el Nº 32) anterior. Consecuencia de ello es que al perito que no declare, lo mismo que al testigo, se le podrá arrestar, multar, condenar en costas y someter a proceso, si corresponde.


La Cámara, en el segundo trámite, y en concordancia con su rechazo al Nº 32), procedió también a rechazar esta modificación.


El representante del Ministerio de Justicia explicó que la no comparecencia del perito permite aplicar las normas sobre desacato del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. El Senado hizo aplicables los apremios de arresto, multa y demás ya mencionados, en caso de no comparecencia, y la Cámara volvió a la regla actual.


La representante del Ministerio Público señaló que el perito es una persona remunerada, por lo tanto, no hay ninguna justificación para que no asista al juicio.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que al sistema judicial le interesa que el perito preste declaración y que el apremio que aprobó el Senado es previo al desacato.


El representante de la Defensoría sostuvo que el testigo o el perito deben concurrir libremente al juicio, por eso su institución no emitió comentario respecto de esta modificación.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, afirmó que, en este caso, lo lógico es imponer la obligatoriedad para la concurrencia y la cooperación con la justicia, más aún en el caso del perito, porque si se niega no cumple con su deber y obstruye a la justicia. Deben mantenerse en la ley estas herramientas para provocar la concurrencia.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara propuso, en el segundo trámite, dos nuevas modificaciones, signadas con los números 40) y 41).


En el nuevo Nº 40) la Cámara enmendó el artículo 325 del Código Procesal Penal, referido a la apertura del juicio oral. En la parte pertinente, este artículo señala que, una vez señaladas las acusaciones que serán objeto del juicio, el presidente de sala concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, y al querellante, para que sostenga la acusación y su demanda civil, si la ha interpuesto. La modificación de la Cámara es eminentemente formal y sólo introduce correcciones de redacción.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  


En el nuevo Nº 41) la Cámara modificó el artículo 329 del Código Procesal Penal, que establece la forma como son interrogados y declaran los peritos y testigos en el juicio oral en lo penal. La modificación de la Cámara consistió en agregar un inciso final que establece que, si por motivos graves el perito o testigo citado no puede comparecer personalmente a declarar, podrá hacerlo por medio de una video-conferencia u otro medio tecnológico apto para su examen y contrainterrogación.


La representante del Ministerio Público explicó que este artículo refleja una práctica que ya existe en los tribunales.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo explicó que en la discusión del presupuesto de este año, el Ministerio Público hizo presente la conveniencia de instaurar una norma de esta naturaleza, y la Subcomisión respectiva ofició a la Corte Suprema, la que observó que no existe ley para hacerlo, lo que demuestra que esta modificación es necesaria.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 37)


Ha pasado a ser Nº 42) en el proyecto de la Cámara. En este numeral, durante el primer trámite, el Senado modificó el artículo 331 del Código Procesal Penal, referido a la lectura de declaraciones anteriores en la audiencia del juicio oral, permitiendo que estas declaraciones no sólo sean leídas sino también reproducidas por otros medios. Además, el Senado modificó la letra a) del artículo 331 que, en caso de declaraciones de testigos o peritos que hayan caído en incapacidad física o mental o hayan muerto, remite a las reglas del artículo 191. La modificación corrige una omisión y hace también referencia a las reglas contenidas en el artículo 192, que establece un procedimiento especial de anticipación de prueba de testigos en el extranjero. 


La Cámara, en el segundo trámite, hizo una modificación formal a esta norma, sin alterar el espíritu de las enmiendas del Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 38)


Corresponde al Nº 43) según la numeración del proyecto de la Cámara. En esta disposición el Senado modificó el artículo 338 del Código Procesal Penal, referido al alegato final y clausura de la audiencia del juicio oral, con el objeto de incluir al actor civil entre los intervinientes que tendrán la palabra para exponer sus conclusiones.


La Cámara hizo una modificación formal, sin alterar el espíritu de la enmienda del Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 39)


Corresponde al Nº 44) de la numeración del proyecto de la Cámara. En esta disposición el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 344 del Código Procesal Penal, referido al plazo para la redacción de la sentencia, que por regla general es de 5 días. La modificación agrega un nuevo inciso tercero, ampliando este plazo en un día extra por cada dos días de audiencia, en el caso de haber durado más de cinco días el juicio.


La Cámara, en el segundo trámite, hizo una modificación formal, sin alterar el espíritu de la enmienda del Senado.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que no es propio hablar de una audiencia para la “lectura del fallo”, pues una de las ideas que anteriormente se ha aprobado es permitir que no sea leído íntegramente, sino que se pueda “comunicar” por cualquier otro medio. En su opinión, es mucho más apropiado hablar de “dar lugar al conocimiento del fallo”.


El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que la última parte del inciso aprobado por la Cámara deja abierta la posibilidad de una nulidad en caso que no se lea el fallo, lo que debe ser corregido.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.

- - - - - -


A continuación la Cámara, en el segundo trámite, propuso una nueva disposición, ubicada como nuevo Nº 45), con el objetivo de modificar el artículo 345 del Código Procesal Penal, referido a la determinación de la pena. Este artículo establece que, una vez pronunciada la decisión de condena, el tribunal podrá citar a una audiencia para discutir los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena. La modificación de la Cámara hace improcedente esta audiencia cuando todos los intervinientes se opongan a su celebración y, en caso de procederse a ella, permite a todas las partes concurrir y acompañar antecedentes para fundar sus peticiones.


La representante del Ministerio Público señaló que a su institución no le parece conveniente la modificación que se intenta introducir, porque actualmente la audiencia es facultativa para el juez y no está considerada en ella la rendición de pruebas. Una audiencia obligatoria genera un aumento de trabajo para todas las partes. 


El representante de la Defensoría expresó que su institución apoya esta iniciativa porque hoy se debe plantear en el momento del alegato de cierre, cuando se puede estar solicitando la absolución del defendido, una petición subsidiaria para que se le aplique una medida alternativa de una pena privativa de libertad, alegato que necesariamente debe estar fundado en consideraciones que suponen la culpabilidad del defendido. En un procedimiento escrito esta situación no era tan compleja porque las alegaciones tendientes a obtener sentencia absolutoria se hacían en el escrito de contestación de la acusación y en un capítulo subsidiario se hacían los demás planteamientos. Pero en el juicio oral, en que la defensa ha planteado la absolución de su representado, el alegato subsidiario le resta toda fuerza y seriedad.


El representante del Ministerio de Justicia señaló ser partidario de la modificación porque no parece que existirá una gran ampliación de la carga de trabajo, ya que estas audiencias están hoy previstas en la ley, como facultad del juez.  


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, expresó que en la lógica de la reforma está evitar la prolongación innecesaria por acciones provocadas con el afán de dilatar. Si el juez tiene la facultad de hacer o no la audiencia el tema está adecuadamente resguardado. Sin embargo, agregó, le preocupa que las partes concurran con antecedentes para fundar sus pretensiones y se suscite una nueva controversia, que requiera de nuevas audiencias. Con la actual disposición se cumple el objetivo y hay que confiar en el criterio del juez. 


El Honorable Senador señor Zurita agregó que hay que impedir que por esta vía se abra un segundo juicio para determinar la pena y las medidas anexas.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 40)


Ha pasado a ser Nº 46) del proyecto de la Cámara. En esta disposición el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 346 del Código Procesal Penal, sobre la audiencia de lectura de la sentencia, reemplazando en el encabezado el término “lectura” por “comunicación”.


La Cámara, en el segundo trámite, introdujo una modificación formal, sin alterar el espíritu de la enmienda del Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 41)


Ha pasado a ser Nº 47) del proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 42)


Ha pasado a ser Nº 48) del proyecto de la Cámara. En esta disposición el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 348 del Código Procesal Penal, referido a la sentencia condenatoria, que establece, en su parte respectiva, que la sentencia que condene a una pena temporal deberá expresar el abono que implica el tiempo de detención o prisión preventiva que durante el juicio haya sufrido el condenado. La modificación del Senado incluye dentro del abono toda privación de libertad   sufrida durante el juicio, sea total o parcial. 


La Cámara, en el segundo trámite, complementó esta disposición, estableciendo que el cómputo se hará en forma proporcional.


La representante del Ministerio Público explicó que esto se debe a una observación de su institución, que hizo ver que no es fácil contabilizar los arrestos domiciliarios y las reclusiones nocturnas, cuando son  parciales, para efectos de imputarlos a la pena.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consideró que la disposición es muy arbitraria, porque el concepto de proporcionalidad es demasiado abierto.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que toda privación de libertad debe ser considerada en forma equivalente, para la contabilización de la pena.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, en el segundo trámite, la Cámara propuso una nueva disposición, ubicada en el nuevo Nº 49). Ella modificó el artículo 373 del Código Procesal Penal, sobre causales de nulidad del juicio oral y de la sentencia, el cual establece en la letra a) que, si durante la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia se infringen los derechos o garantías asegurados por la Constitución Política de la República o por tratados internacionales vigentes, procederá la nulidad. La Cámara cambió la expresión “tramitación del juicio” por “cualquier etapa del procedimiento”.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que el Senado ya rechazó que se hagan alegatos de nulidad durante la investigación. 


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 43)


Ha pasado a ser Nº 50) del proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 44)


Ha pasado a ser Nº 51) del proyecto de la Cámara. En esta disposición el Senado, en el primer trámite, modificó el artículo 385 del Código Procesal Penal, sobre nulidad de la sentencia, que establece el contenido de la de reemplazo; la nulidad procede si el fallo ha calificado de delito un hecho que la ley no considere tal o ha aplicado una pena cuando no proceda aplicar alguna o ha impuesto una superior a la que legalmente corresponda. La modificación consiste en franquear también el recurso de nulidad en el caso de que la sentencia haya impuesto una pena inferior a la que legalmente corresponda.


La Cámara, en el segundo trámite, eliminó esta modificación.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -


A continuación, la Cámara aprobó una disposición, contenida en un nuevo Nº 52) según la numeración de su proyecto. Se enmienda el artículo 388 de Código Procesal Penal, sobre el ámbito de aplicación del procedimiento simplificado. Este artículo señala que tal procedimiento se ocupará para las faltas y los simples delitos para los cuales el fiscal solicite una pena inferior a un año, salvo que corresponda la aplicación del procedimiento abreviado, que se aplica cuando el imputado reconoce su responsabilidad en delitos en que el fiscal requiera una pena inferior a 5 años. 


La modificación que aprobó la Cámara en el segundo trámite contempla eliminar la excepción referida al procedimiento abreviado. 


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la modificación propuesta por la Cámara no es clara en sus objetivos, por lo que corresponde rechazarla para que en la Comisión Mixta se discuta el tema.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

- - - - - -

Nº 45)


Corresponde al número 53) de la numeración del proyecto de la Cámara. Este numeral se refiere al artículo 390 del Código Procesal Penal, que establece que, cumpliéndose con los demás requisitos generales, si el fiscal recibe una denuncia por un hecho constitutivo de falta o simple delito que es penado por la ley con una pena no mayor a presidio o reclusión menores en su grado mínimo (61 a 540 días), solicitará al juez de garantía la citación inmediata a un juicio simplificado.


El Senado, en el primer trámite, agregó dos nuevos incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto. El objetivo de estas agregaciones es que, si el fiscal así lo decide después que ha formalizado una investigación podrá sustituirla por un procedimiento de juicio simplificado. Si ha acusado por un delito sancionado con presidio o reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días), y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento, por imperio de la ley. 


La Cámara, en el segundo trámite, efectuó una modificación formal, que no altera el espíritu de la enmienda del Senado.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la modificación de la Cámara perfecciona el texto del Senado, por lo que recomendó aceptarla.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 46)


Ha pasado a ser Nº 54) en la enumeración del proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 47)


Ha pasado a ser Nº 55) en el proyecto de la Cámara. En esta modificación, en el primer trámite, el Senado enmendó el artículo 393 del Código Procesal Penal, sobre preparación del juicio simplificado, cambiando en el título las palabras “preparación del juicio”, por “citación a audiencia”. Además, reemplazó en el primer inciso la frase “citará a todos los intervinientes al juicio” por “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 395 bis”, en concordancia con la modificación que introdujo en el Nº 50) del artículo 1º.


La Cámara, en el segundo trámite, modificó formalmente la disposición, sin alterar su espíritu.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, advirtió que la modificación de la Cámara perfecciona lo aprobado por el Senado, por lo que procede aceptarla.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 48)


Ha pasado a ser Nº 56) del proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 49)


Ha pasado a ser Nº 57) en la numeración de la Cámara. En esta disposición, en el primer trámite, el Senado modificó el artículo 395 del Código Procesal Penal, referido al efecto de la admisión de responsabilidad por parte del imputado en un procedimiento simplificado, evento en el cual el tribunal dictará sentencia inmediata e impondrá la pena de multa, a menos que antecedentes calificados justifiquen que se imponga la de prisión.


De acuerdo con la modificación propuesta en el primer trámite por la Cámara Alta, la pena que se imponga en estos casos no podrá ser mayor a la solicitada en el requerimiento del fiscal, el cual, durante la audiencia, puede reformarlo si existe alguna circunstancia modificatoria de responsabilidad penal.


La Cámara, en el segundo trámite, hizo una modificación formal, sin alterar el espíritu de la enmienda del Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 50)


Ha pasado a ser Nº 58) en la numeración del proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado, durante el primer trámite, introdujo un nuevo artículo 395 bis, que establece que, si en un procedimiento simplificado, el imputado no reconoce su responsabilidad en la comisión del delito, en la misma audiencia se procederá a preparar dicho juicio, el cual tendrá lugar inmediatamente o, a más tardar, dentro de quinto día. El inciso segundo de este artículo señala que en la preparación del juicio simplificado el juez autorizará la presentación de informes periciales sin que el perito concurra a ratificar su informe, en las circunstancias que indica.


La Cámara, en el segundo trámite, eliminó el inciso segundo.


El representante del Ministerio de Justicia señaló que el tema de fondo ya fue rechazado por esta Comisión en un numeral anterior. Se trata de decidir si se permitirá que determinados informes periciales se presenten por escrito cuando sean estándar y se exima al perito de la obligación de comparecer. La Comisión rechazó ya la posibilidad de que informes estandarizables distintos a la alcoholemia y a los exámenes de ADN puedan presentarse exclusivamente por escrito, sin la ratificación del perito. Por ello, esta disposición perdió sentido.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita. 

Nº 51)


Ha pasado a ser Nº 59) del proyecto de la Cámara, sin otra enmienda. 

Nº 52)


En este numeral el Senado, en el primer trámite,  reemplazó el inciso primero del artículo 398 del Código Procesal Penal, sobre suspensión de la condena en caso de existir antecedentes que lo ameriten, que faculta al juez para suspender la pena y sus efectos, por seis meses. La modificación del Senado consiste en restringir esta institución sólo a las condenas por faltas.


La Cámara, en el segundo trámite, rechazó la modificación y mantuvo el artículo 398 tal cual está, de modo que se aplique a toda condena en un procedimiento simplificado. 


La representante del Ministerio Público explicó que la norma del Senado viene a resolver el problema de que los beneficios de suspensión se estaban superponiendo a los de la ley Nº 18.216, que permite la remisión condicional, la reclusión nocturna y la libertad vigilada. En casos de reincidencia o habitualidad, esta norma que permite suspender condenas se está aplicando  en conjunto con la ley Nº 18.216, con lo que no es posible condenar por el primer delito al que haya cometido un segundo delito. 


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Viera-Gallo, Zaldívar, don Andrés, y Zurita.  

Nº 53)


En este numeral el Senado modificó el artículo 399 del Código Procesal Penal, que contra la sentencia definitiva en el juicio simplificado sólo admite el recurso de nulidad. La modificación del Senado   establece que la Corte de Apelaciones respectiva será el tribunal competente para conocer de todos los recursos de nulidad, incluso los que hoy conoce la Corte Suprema.


La Cámara, rechazó la modificación y mantuvo el artículo 399 tal cual está.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el objetivo de esta disposición, solicitada por la Corte Suprema, es evitar el atochamiento de causas en dicho tribunal por recursos de nulidad presentados por asuntos de mínima cuantía.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo, y Zaldívar, don Andrés. 

Nº 54)


Ha pasado a ser Nº 60) en el proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 55)


Ha pasado a ser Nº 61) en el proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado modificó el artículo 407 del Código Procesal Penal, referente a la oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado.


La norma establece que la solicitud en cuestión podrá ser planteada por el fiscal al juez de garantía, por escrito, dentro de los diez días siguientes al término de la investigación o en forma verbal, en la audiencia de preparación del juicio oral. En este último caso la ley le permite al fiscal y al acusador modificar la acusación y pena requerida, a fin de que el proceso pueda tramitarse según las reglas del juicio abreviado.


La modificación aprobada en el primer trámite por el Senado consiste en reemplazar totalmente el artículo 407 por uno nuevo, que establece que el procedimiento abreviado puede ser solicitado desde la formalización de la investigación hasta la audiencia de preparación del juicio oral. Si aún no se ha deducido acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, la formularán verbalmente en la audiencia citada al efecto. Si la acusación ya se ha deducido, el fiscal y el acusador podrán modificarla a fin de permitir la tramitación según las reglas del juicio abreviado. Finalmente, si el procedimiento abreviado no es autorizado por el juez de garantía, se seguirá el juicio según las normas del  juicio oral en lo penal y no se tendrá en cuenta las acusaciones verbales ni las modificaciones a la acusación.


La Cámara de Diputados hizo una modificación formal,  sin alterar el espíritu de la enmienda del Senado.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo, y Zaldívar, don Andrés.  

Nº 56)


Ha pasado a ser Nº 62) en el proyecto de la Cámara, sin otra enmienda.

Nº 57)


Ha pasado a ser el Nº 63) en el proyecto de la Cámara. En este numeral el Senado modificó el artículo 470 del Código Procesal Penal. Este artículo establece que las especies retenidas y no decomisadas, que se encuentren en poder del tribunal, deberán ser vendidas en pública subasta, por el administrador del tribunal.


La modificación del Senado consiste en añadir dos nuevos incisos finales que se agregan al artículo 470, haciendo aplicable el procedimiento antes señalado a las especies que hayan quedado bajo la custodia o a disposición del Ministerio Público. Además, la Cámara Alta precisó que estas reglas no serán aplicables a las especies de carácter ilícito, respecto de las cuales el fiscal solicitará al juez de garantía que autorice y proceda a su destrucción. 


La Cámara enmendó el texto del Senado y dispuso que las especies sean remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para proceder a la subasta y corrigió aspectos formales de los incisos que se agregan al artículo 470.


 El Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que hay que tener presente la nueva ley de drogas, que dispone que los bienes decomisados pasan a formar parte de un fondo para la rehabilitación de drogadictos. Con todo, no hay claridad sobre el destino que corresponde dar a los vehículos, que tradicionalmente han quedado a disposición de la Policía de Investigaciones, pero que hoy en día son reclamados también por el CONACE y el Ministerio Público.


El Honorable Senador señor Aburto señaló que la palabra “ilícita” referida a alguna especie no es clara, porque lo que generalmente es ilícito es su uso y no la cosa misma.


El representante del Ministerio de Justicia acotó que la expresión “ilícita” esta referida a las cosas que la ley prohíbe poseer. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso dividir la votación y aprobar la modificación de la Cámara respecto del nuevo inciso quinto del artículo 470 del Código Procesal Penal, porque hay acuerdo en la Comisión respecto a su procedencia. El problema se presenta con la enmienda que hace la Cámara al nuevo inciso sexto, porque no está claro qué se debe entender por especies de carácter ilícito. Además, pidió dejar constancia que estas normas son sin perjuicio de lo que señalen sobre la materia leyes especiales. 


Dividida la votación de la modificación hecha al Nº 57), que pasó a ser Nº 63) en la numeración de la Cámara, el inciso quinto se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo, y Zaldívar, don Andrés. Con la misma votación se rechazó el inciso sexto. Por último, también de manera unánime, se dejó constancia que estas normas son sin perjuicio de lo señalado sobre la misma materia en leyes especiales.

- - - - - -


Finalmente, y a continuación del número anterior, la Cámara aprobó una nueva modificación, a la que corresponde el Nº 64) del artículo 1º de su proyecto.


Este numeral enmienda el artículo 485 del Código Procesal Penal, referido a la entrada en vigencia del Código respecto de  hechos acaecidos en el extranjero. El inciso segundo establece que se aplicarán sus normas a las solicitudes de extradición pasiva y de detención previa que la Corte Suprema reciba con posterioridad a la entrada en vigencia del Código en la Región Metropolitana.


La Cámara agregó que en esos casos el Código se aplicará cuando los hechos que hayan motivado la solicitud hayan ocurrido con posterioridad a la entrada en vigencia del mismo en la Región Metropolitana.


El representante del Ministerio de Justicia explicó que esta modificación enmienda un error, porque la aplicación del nuevo Código está determinada por la oportunidad en que hayan acaecido y no por la fecha en que la solicitud se haga llegar a la Corte.


La abogada del Ministerio Público señaló que existe un vacío legal detectado hace poco, que consiste en la ausencia de normas claras que establezcan reglas de competencia para los delitos cometidos en el extranjero a los cuales se aplica la legislación chilena, por ejemplo, delitos cometidos por Cónsules chilenos en su calidad de tal. Esta situación podría ser subsanada declarando competente a algún tribunal de Santiago.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que el problema puesto en evidencia por la abogada del Ministerio Público sólo podrá ser subsanado en la Comisión Mixta, lo que hace necesario rechazar la disposición en estudio.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.  

- - - - - -

Artículo 2º

Introduce diversas modificaciones al Código Penal.


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó este artículo que, mediante cuatro numerales, introduce las siguientes modificaciones al citado Código:

Numeral 1)


Reemplaza el epígrafe del Párrafo 7º, “Del falso testimonio y del perjurio”, ubicado en el Título IV, del Libro II, por el siguiente:


“§ 7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

Numeral 2)


Sustituye los artículos 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal.


Dichos artículos, en la actualidad, disponen lo siguiente:


El artículo 206 sanciona con presidio y multa al que en causa criminal da ante el juez falso testimonio a favor del imputado o acusado y regula las penas según si la causa es por crimen, simple delito o falta. 


El artículo 207 castiga con presidio y multa al que en causa criminal da ante el juez falso testimonio en contra del imputado o acusado, estableciendo las penas según si la causa es por crimen, simple delito o falta.


El artículo 208 aplica al testigo falso la misma pena impuesta al acusado, si en virtud del falso testimonio se aplica una pena mayor que las determinadas en el artículo precedente.


El artículo 209 se refiere al falso testimonio en causa civil, y lo sanciona con presidio y multa según el valor de la demanda. 


El artículo 210 pena con presidio y multa al que ante la autoridad o sus agentes perjure o dé falso testimonio en materia que no sea contenciosa.


Los artículos sustitutivos aprobados por el Senado en el primer trámite son del siguiente tenor:


El artículo 206 castiga con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años),  y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, al testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años), y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 


El inciso segundo agrega que los peritos e intérpretes sufrirán, además, la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


El inciso tercero dispone que la pena se impondrá en el grado máximo si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito.


El artículo 207 castiga al que a sabiendas presente ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente u otros medios de prueba falsos o adulterados, con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años), y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años), y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito.


Sanciona, además, a los abogados que incurran en la conducta descrita, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Tratándose de un fiscal del Ministerio Público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo (3 años y un día a 10 años). 


Si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.


El artículo 208 castiga con la pena de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días), y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales, al testigo que a sabiendas falte a la verdad en su declaración ante un fiscal del Ministerio Público, siempre que con ello se  provoque un perjuicio a la investigación.


El inciso segundo sanciona al perito o intérprete que ante un fiscal del Ministerio Público falte a la verdad en su informe o traducción, con la pena prevista en el inciso precedente, además de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena, aún cuando no haya perjuicio para la investigación.


Finalmente, la norma establece como circunstancia agravante, el que las conductas se realicen contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.


El nuevo artículo 208 bis, que se agrega, dispone que, para los efectos consignados en el artículo precedente, se entiende que perjudica la investigación la información que impide u obstaculiza el esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables y la que conduce a que se soliciten medidas cautelares improcedentes o se deduzcan acusaciones infundadas.


El artículo 209 castiga con la pena de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días), y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales, al que a sabiendas presentare ante un fiscal del Ministerio Público a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo 208 u otros medios de prueba falsos o adulterados.


Asimismo, sanciona a los abogados que incurran en la conducta descrita, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Establece como circunstancia agravante, el que la conducta se realice contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.


El artículo 210 consagra como circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis del Código Procesal Penal, la retractación oportuna de quien haya incurrido en alguna de las conductas previstas en los artículos 206 a 209.


Para tales efectos, define la retractación oportuna como aquélla que tiene lugar ante el juez o el fiscal, en su caso, en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.


En todo caso, dispone finalmente la norma, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión así lo justifiquen.

Numeral 3)


Sustituye el artículo 212 del Código Procesal Penal, por otro, que castiga con prisión en cualquiera de sus grados (1 a 60 días), o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, al que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes -referidos al falso testimonio y al perjurio-, falte a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley.


El artículo 212 actualmente vigente castiga con las penas del falso testimonio al que a sabiendas presente en juicio criminal o civil testigos o documentos falsos.

Numeral 4)


Agrega, a continuación del artículo 212, un artículo 212 bis, nuevo, que exime de responsabilidad penal por la conducta sancionada en los artículos 206 y 208 a quienes están amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 2º del proyecto por otro que, mediante tres literales, introduce modificaciones al Código Penal diferentes de las  aprobadas por el Senado.


Dichas enmiendas son las siguientes:

Literal a)


Sustituye el epígrafe del párrafo 2 bis, “De la obstrucción a la justicia”, ubicado en el Título VI, del Libro II, por el siguiente:


“De la obstrucción a la investigación”.

Literal b)


Compuesto por numerales, modifica el artículo 269 bis del mismo Código, en los siguientes términos:


El Nº 1 sustituye su inciso primero, por cinco incisos nuevos.


El actual inciso primero, que se reemplaza, establece que el que se rehúse a proporcionar a los tribunales de justicia antecedentes que conozca o que obren en su poder y que permitan establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, o que, con posterioridad a su descubrimiento, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito, será sancionado con la pena señalada para el respectivo crimen o simple delito, rebajada en dos grados. 


Los nuevos incisos propuestos son del siguiente tenor:


Conforme al inciso primero, el que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, (61 a 540 días) y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


Dicha pena, de acuerdo al inciso segundo, se aumentará en un grado (541 días a 3 años), si los antecedentes falsos aportados conducen al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El inciso tercero sanciona al abogado que incurre en las conductas descritas en los incisos anteriores, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


El inciso cuarto establece como circunstancia atenuante, la retractación oportuna de quien haya incurrido en las conductas de que trata este artículo. Agrega que, tratándose del comportamiento a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada, en los términos que previene el artículo 68 bis.


El inciso quinto dispone que se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tiene lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que conduzca a su alzamiento o, en su caso, la que ocurra antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según corresponda.


El Nº 2 modifica el inciso segundo del artículo 269 bis, que ha pasado a ser sexto.


Actualmente, dicho inciso segundo dispone que estarán exentas de las penas que establece el artículo del que forma parte, las personas a que se refieren el inciso final del artículo 17 del Código Procesal Penal y los artículos 302 y 303 del Código Procesal Penal.


La modificación aprobada por la Cámara de Diputados suprime la referencia al  artículo 302 del Código Procesal Penal.

Literal c)


Mediante dos numerales, introduce modificaciones en el artículo 269 ter del Código Penal.


Dicho artículo dispone que el fiscal del Ministerio Público que a sabiendas oculte, altere o destruya cualquier antecedente, objeto o documento que permita establecer la existencia de un delito, la participación punible en él, o que pueda servir para la determinación de la pena, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años), e inhabilitación especial perpetua para el cargo.


Por la primera de las referidas modificaciones, la Cámara de Diputados inserta, a continuación de la palabra “existencia” los términos “o inexistencia”, de modo que también sea unible la conducta del fiscal que oculta, altera o destruya la prueba de la inexistencia de un delito.


Con la segunda enmienda, agrega a continuación de la frase “participación punible en él”, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.


El representante del Ministerio de Justicia expresó que la modificación introducida al falso testimonio por el Senado ha sido resistida porque importa la penalización de quien falsee una declaración ante el Ministerio Público y no en una audiencia frente a un juez.


Agregó que la Cámara salvó este problema ampliando el delito de obstrucción a la justicia, pero su modificación supone rechazar la idea original del Senado respecto del falso testimonio.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que ambas propuestas no son contrapuestas; una pena a quien falsea su testimonio ante un fiscal, y la otra se refiere a la entrega de “antecedentes falsos”, y se entiende que un antecedente no es un testimonio. Las conductas penadas son distintas, aunque conllevan el mismo resultado.


El Honorable Senador señor Espina indicó que es partidario de mantener la disposición original del Senado sobre el falso testimonio ante el fiscal y discutir en la Comisión Mixta la propuesta de la Cámara sobre obstrucción a la justicia.


El Honorable Senador señor Aburto explicó que el delito de falso testimonio tiene una naturaleza jurídica y un ámbito distinto al tipo penal de obstrucción a la justicia y que no es aconsejable mezclarlos en la discusión.


El representante del Ministerio de Justicia señaló que la modificación de la Cámara de Diputados contenida en el artículo 2º, letra c), contiene una regulación que puede ser considerada en forma aislada. Este literal está referido al artículo 269 ter del Código Penal, que actualmente pena al fiscal que oculte, altere o destruya antecedentes, objetos o documentos que permitan probar un delito, la participación en él o la fijación de la pena. Del tenor literal de la disposición no es evidente que esté abarcado el caso contrario, es decir, cuando los antecedentes, objetos, documentos ocultados, alterados o destruidos, prueben la no existencia del delito o la inocencia del imputado. Por esta razón, la Cámara introdujo expresamente estas hipótesis.


La representante del Ministerio Público señaló que su institución está de acuerdo con la proposición.


El Honorable Senador señor Chadwick consideró aconsejable dividir la votación y aprobar esta idea de la Cámara respecto al artículo 269 ter.


Dividida la votación la modificación fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, con la excepción de la letra c), que es aprobada, con el mismo quórum unánime.
- - - - - -

Artículo 3º


Introduce enmiendas al artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales. Dicho artículo 6º crea una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, cuya función es realizar estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal.


Mediante el literal b) de esta artículo, el Senado, durante el primer trámite, insertó dos nuevos incisos finales al artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, con el objetivo de crear Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país donde el nuevo sistema esté vigente.


La Cámara, en el segundo trámite, dispuso que las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma se crearán en cada región de Chile, salvo en la Región Metropolitana.


El representante de Ministerio de Justicia expresó que cuando se aprobó esta modificación se suponía que el proyecto sería ley  antes de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, razón por la cual ésta se excluía expresamente.  


El Honorable Senador señor Espina señaló que la Comisión Nacional tiene un ámbito de acción distinto y es un grave error que no exista una Comisión para Santiago, a la par con las de las otras regiones. Por ello propuso el rechazo de esta enmienda, a fin de corregir la omisión en la Comisión Mixta.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. 

- - - - - -

Artículo 4º


Esta norma modifica el artículo 14 de la ley 
Nº 18.314 que determina las conductas terroristas y fija su penalidad. Dicho precepto faculta al Ministerio Público para pedir, durante la audiencia de formalización de investigación o cuando se pida la prisión preventiva, si es solicitada en una audiencia posterior, que el juez de garantía califique como terrorista la conducta del imputado. Esta calificación da lugar a que el Ministerio Público pueda también pedir una serie de restricciones excepcionales de la libertad del imputado.


El Senado, en el primer trámite, modificó el encabezado de este artículo, con el objetivo de permitir al Ministerio Público pedir directamente las restricciones excepcionales de la libertad del imputado   sin necesidad de solicitar nuevamente al juez de garantía la calificación de “conducta terrorista”.


La Cámara de Diputados introdujo, durante el segundo trámite, una modificación formal que perfecciona la idea original del Senado, pero sin modificar su esencia.


Puesta en votación la modificación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. 

- - - - - -

Artículo 5º


Esta disposición modifica los artículos 17 y 21 de la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público. El artículo 17 establece las atribuciones del Fiscal Nacional, y establece, en su letra a), que a este personero le corresponderá, oyendo al Consejo General de la institución, fijar los criterios de actuación del Ministerio para el cumplimiento de los objetivos que fija la Constitución Política de la República y las leyes.


La modificación acordada por el Senado en el primer trámite especifica esta facultad precisando que, en caso de delitos de mayor connotación social, se establecerán criterios generales para la actuación de las policías respecto de las diligencias inmediatas de investigación y para la aplicación de las salidas alternativas.


La Cámara, en el segundo trámite, cambió la expresión “de mayor connotación social” por “que generen mayor conmoción social” e hizo una corrección de redacción.


El Honorable Senador señor Espina expresó que los términos ocupados por la Cámara son más adecuados que los empleados por el Senado, por lo que es recomendable aprobar la modificación.


Puesta en votación la modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. 

- - - - - -

Artículo 6º

Esta disposición, introducida por la Cámara de Diputados en el segundo trámite, modifica el artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior, ley orgánica de ministerios.


La modificación agrega a la letra a) del citado artículo 3º un párrafo segundo, nuevo, que faculta al Ministro del Interior, al Subsecretario de la misma cartera, los Intendentes y Gobernadores para querellarse por delitos que afecten el orden o a la seguridad pública o delitos de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y sustancias psicotrópicas, o la ley Nº 19.327, sobre  violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


El Honorable Senador señor Espina explicó que la redacción propuesta es demasiado amplia e imprecisa, teniendo en consideración que el Senado suscribe la idea de limitar las acciones penales populares o las que pueden ejercer personas distintas a las víctimas, pues el interés público y las atribuciones y recursos destinados a cautelar este interés deben ser centralizados en el Ministerio Público. Anunció que en la Comisión Mixta propondrá un texto más cabal y que persiga en mejor forma las finalidades indicadas.


Puesta en votación la modificación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. 

- - - - - -

Artículo 7º


Esta disposición, introducida por la Cámara de Diputados durante el segundo trámite constitucional, agrega un nuevo artículo 76 a la ley Nº 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública.


El nuevo artículo establece que a la Defensoría no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46 y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


El primero de los artículos citados establece, entre otras atribuciones, que el Intendente, en su calidad de representante del Presidente de la República  en la región, está facultado para ejercer la coordinación, fiscalización o supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa, que operen en la región; y para proponer al Presidente de la República la remoción de los secretarios regionales ministeriales y los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región.  


El segundo artículo citado señala que el Intendente, en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, deberá coordinar, supervigilar o fiscalizar, según corresponda, a los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región, directamente o a través de las respectivas secretarías regionales ministeriales, para asegurar la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.


El tercer artículo citado establece que el Gobernador, además de las atribuciones que el Intendente pueda delegarle, ejercerá por sí mismo la facultad de supervigilar los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas, que operen en la provincia.


El cuarto artículo citado faculta al Gobernador para constituir un Comité Técnico Asesor, con autoridades de los servicios públicos creados por ley que operen en la región.


Finalmente, el último artículo citado establece que a las Secretarías Regionales Ministeriales corresponderá realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. 


El jefe del gabinete del Defensor Nacional, señor Gonzalo Berríos, explicó que la disposición tiene por objetivo deslindar con precisión mayor la autonomía de las defensorías regionales respecto de las autoridades políticas de cada región, representadas por el Intendente, el Gobernador y las Secretarías Regionales Ministeriales.


El Honorable Senador señor Chadwick afirmó que esta modificación mejora la independencia de las defensorías y permite que ellas se concentren exclusivamente en su labor profesional, sin presiones políticas.


Puesta en votación la modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

- - - - - -


En mérito de las consideraciones precedente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional:


Artículo Primero.

Nº 1), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 2) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 3) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 2), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 3), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 6) nuevo, aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 8) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 9) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 5), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 6), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 12) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 7), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 8), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 9), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 10), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 11), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 12), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 13), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 14), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 15), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 19) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 18), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 19), rechazar la modificación (mayoría 3x1).

Nº 20), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 21), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 22), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 23), rechazar la modificación (unanimidad 5x0).

Nº 24), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 25), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 26) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 26), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 28) nuevo, aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 27), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 29) nuevo, aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 30) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 31) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 32) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 28), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 29), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 32), rechazar la modificación (mayoría 3x1).

Nº 33), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 34), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 35), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 36), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 40) nuevo, aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 41) nuevo, aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 37), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 38), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 39), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 45) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 40), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 42), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 49) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 44), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 52) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 45), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 47), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 49), aprobar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 50), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 52), rechazar la modificación (unanimidad 4x0).

Nº 53), rechazar la modificación (unanimidad 5x0).

Nº 55), aprobar la modificación (unanimidad 5x0).

Nº 57), votación dividida. Inciso 5º, aprobar la modificación (unanimidad 5x0). Inciso 6º, rechazar la modificación (unanimidad 5x0) con constancia.

Nº 64) nuevo, rechazar la modificación (unanimidad 5x0).


Artículo segundo.

Votación dividida. Letras a) y b), rechazar la modificación (unanimidad 5x0). Letra c), aprobar la modificación (unanimidad 5x0). 


Artículo tercero.

Rechazar la modificación (unanimidad 5x0).


Artículo cuarto.

Aprobar la modificación (unanimidad 5x0).


Artículo quinto.

Aprobar la modificación (unanimidad 5x0).


Artículo sexto.

Rechazar la modificación (unanimidad 5x0).


Artículo séptimo.

Aprobar la modificación (unanimidad 5x0).

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18 de mayo y, 8 y 14 de junio de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores: Alberto Espina Otero (Presidente)  (Baldo Prokurica Prokurica y Antonio Horvath Kiss), Marcos Aburto Ochoa (Enrique Zurita Camps), Andrés Chadwick Piñera (Sergio Fernández Fernández), Andrés Zaldívar Larraín y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2005.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

SECRETARIO DE LA COMISIÓN
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.903, EN LO RELATIVO A COBRO DE ARANCELES POR PARTE DE CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES

(3642-07)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la referencia, que se halla en segundo trámite constitucional, originado en mensaje del Presidente de la República. 

- - - - - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que al artículo único del proyecto se le formuló una sola indicación, la que fue aprobada con modificaciones. 

- - - - - - - 




Como se recordará, la iniciativa en informe exime total o parcialmente del pago de los derechos que correspondan a los conservadores de bienes raíces, a las actuaciones a que den lugar las posesiones efectivas cuya masa de bienes sea de escaso monto.


Si el acervo no excede las 15 unidades tributarias anuales, la liberación es del 100%, y si es superior a dicho monto pero no sobrepasa el equivalente a 45 unidades tributarias anuales, las actuaciones quedan eximidas del 50% de los derechos arancelarios 
.


La única indicación presentada en el plazo que fijó el Senado, del Honorable Senador señor Ríos, propone eximir también del pago del 100% de los referidos derechos a las actuaciones originadas por el traspaso de bienes corporales a las entidades religiosas de la ley Nº 19.638 y a las corporaciones privadas que ellas hayan formado.


La ley citada permitió a las iglesias y a las entidades jurídicas que ellas creen, organizarse bajo la forma de personas jurídicas de derecho público. Ese cuerpo legal contempló, en su artículo 18, la posibilidad de regularizar la posesión de bienes raíces, y de otros sujetos a registro público, que se hallaban inscritos a nombre de personas naturales o de otras entidades, e inscribirlos a nombre de la nueva persona jurídica religiosa.


La Comisión concordó en la justicia de la fórmula planteada en la indicación, que viene a liberar a organizaciones que no tienen fines lucrativos de una carga impuesta por el cambio de su estatuto jurídico. Por tal motivo, todos sus miembros la hicieron suya y la suscribieron, aprobándola enseguida con algunas modificaciones de redacción que hacen más claro su sentido y alcance.

- - - - - - -

MODIFICACIONES




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone introducir la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el H. Senado:

Artículo único


- Agregarle el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Estarán también totalmente exentas del pago de esos derechos las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que deban practicar los conservadores de bienes raíces referidas a bienes inmuebles que se traspasen a las iglesias y entidades religiosas constituidas como personas jurídicas conforme a las disposiciones de la ley Nº 19.638.”.

(Unanimidad 5x0).

- - - - - - - 




En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue

"PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 30 bis en la ley Nº 16.271, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


“Artículo 30 bis.- Las actuaciones de los conservadores de bienes raíces a que den lugar las posesiones efectivas de herencias cuya masa de bienes no exceda de 15 unidades tributarias anuales, estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes. Asimismo, aquéllas cuya masa de bienes exceda de dicho monto y no supere las 45 unidades tributarias anuales, estarán liberadas del 50% del pago de dichos derechos.


Estarán también totalmente exentas del pago de esos derechos las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que deban practicar los conservadores de bienes raíces referidas a bienes inmuebles que se traspasen a las iglesias y entidades religiosas constituidas como personas jurídicas conforme a las disposiciones de la ley Nº 19.638.”.”.

- - - - - - 




Acordado en sesión de fecha 14 del mes en curso, con asistencia de los HH. Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.




Sala de la Comisión, a 15 de Junio de 2005.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS 

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DFL. Nº 1, DE 1982,  DE MINERÍA, LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON EL OBJETO DE OTORGAR UN SUBSIDIO AL CONSUMO ELÉCTRICO

(3893-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -


Cabe hacer presente que atendido que el proyecto tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió en general y en particular a la vez.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Energía (S), señor Luis Sánchez; el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (S), señor Claudio Espinoza, y el asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Crispi.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


Conferir al Presidente de la República, una facultad para establecer un subsidio transitorio al pago del consumo de energía eléctrica, para usuarios de escasos recursos, cuando se registre un aumento significativo de las tarifas eléctricas.
- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe, debe tenerse presente el Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


El Mensaje expresa que como consecuencia de la aplicación de la nueva ley que modifica el marco normativo del sector eléctrico, ley N° 20.018, publicada el 19 de mayo de 2005, las cuentas de electricidad que deban pagar los hogares experimentarán un incremento significativo a partir de este mes.


Enseguida, S.E. el Presidente de la República manifiesta que con el propósito de aminorar el efecto que producirá la aplicación de esta nueva normativa en las familias de menores ingresos, el Gobierno ha decidido otorgar un subsidio transitorio al pago del consumo de energía eléctrica, el cual se focalizará en aquellos hogares de bajos ingresos, destinado precisamente a compensar el alza que experimentarán las cuentas de electricidad correspondientes a dichos hogares.


Señala que si bien la facultad para subsidiar el pago de consumo de las cuentas de energía eléctrica ya existe en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, para efectos de llevar a cabo esta iniciativa se requiere legislar una adecuación a la norma vigente. Esta adecuación responde a la necesidad de otorgar un subsidio de carácter focalizado a aquellas familias de bajos ingresos, asegurando de esta forma, que los recursos públicos lleguen a los hogares que más lo necesitan.


El Mensaje explica que la ley permitirá que, mediante un Decreto Supremo fundado del Presidente de la República, se otorgue un subsidio focalizado para la población más vulnerable.


Con el objetivo de aminorar el impacto del alza de las tarifas eléctricas por aplicación del la Ley N° 20.018, este mecanismo permitirá que entre junio de 2005 y marzo de 2006 se favorezca al  40% de la población de menores ingresos, llegando potencialmente a 1.400.000 hogares, lo que equivale a 6 millones de personas. Para la aplicación de este subsidio se utilizará la información contenida en la base de datos acumulada de Ficha CAS en Mideplan. 


Con el propósito de materializar el pago del subsidio, se informará a las empresas distribuidoras los hogares a los que corresponderá realizar el descuento respectivo en la cuenta de energía eléctrica. Para estos efectos, las empresas deberán identificar en la boleta que se extienda al consumidor, el consumo efectivo del hogar, el monto correspondiente al subsidio y la cantidad a pagar una vez aplicado el subsidio. Realizados estos descuentos, la Tesorería traspasará los recursos directamente a las empresas distribuidoras.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Ministro de Energía (S) recordó que durante el Mensaje Presidencial del 21 de mayo recién pasado el Presidente de la República anunció la presentación de un proyecto de ley para otorgar un subsidio a los sectores de menores recurso, que se verán afectados por el alza que se registrará en el costo del suministro eléctrico en virtud de la ley Nº 20.018, que modificó el marco normativo del sector eléctrico.


Puso de relieve que se considera que el mayor impacto en las tarifas eléctricas se producirá en la zona centro-sur del país, que corresponde al sistema interconectado central, donde se elevarán entre 10 y 12 %, mientras que en el sistema interconectado del norte grande el alza se estima entre 2 y 3%.


Expresó que la normativa vigente, en el artículo 92º del D.F.L. Nº 1, establece una facultad amplia al Presidente de la República para otorgar subsidios, y que lo que propone la iniciativa en informe es una modificación a dicha facultad en el sentido de precisarla, otorgando un subsidio transitorio al consumo eléctrico, focalizado en los consumidores residenciales, particularmente de bajos recursos, que se encuentren al día en el pago de sus cuentas. El procedimiento de concesión, pago y demás condiciones serán definidos en decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.


El Honorable Senador señor Ominami planteó la conveniencia de acotar en el propio cuerpo legal la forma de funcionamiento del subsidio, relativa, por ejemplo, a la focalización en sectores de bajos recursos y la utilización de la ficha CAS, ya que en el proyecto en informe quedan sometidas al reglamento las modalidades de aplicación del subsidio.


El Honorable Senador Orpis opinó que sería preferible establecer una modalidad permanente de subsidio, como la que existe respecto del agua potable.


Hizo presente, además, que los términos en que se ha redactado el proyecto corresponden a los de la potestad reglamentaria, lo que le merece dudas respecto de la constitucionalidad de la iniciativa, atendido que el artículo 19 Nº 22º de la Constitución Política de la República dispone que los subsidios deben establecerse por ley.


El Honorable Senador señor García coincidió con el Honorable Senador señor Orpis en lo referente a la conveniencia de que el subsidio no se establezca con el carácter de transitorio. Sobre el particular se mostró partidario de eliminar el vocablo “transitorio” del texto legal, por cuanto en el decreto supremo a que se alude en el artículo único del proyecto se debe fijar, entre otros aspectos, la duración del beneficio.


Solicitó, asimismo, considerar especialmente las diferencias que puedan existir entre el consumo urbano y el consumo rural de energía eléctrica. Al efecto comentó que la extracción de agua en zonas rurales suele hacerse con motores eléctricos, lo que eleva notablemente el consumo.


El Honorable Senador señor Foxley discrepó de la idea de establecer un subsidio permanente, porque generaría un precedente que podría implicar una definición respecto de la mejor estrategia para erradicar la pobreza y apoyar a los sectores de menores recursos.


El Honorable Senador señor Boeninger observó que el texto legal propuesto no se ajusta, a su juicio, a las explicaciones que se han dado acerca de la iniciativa, en cuanto a que las variaciones bruscas del costo de la energía justifican un subsidio transitorio, que se absorbe en el tiempo hasta que vuelva a operar el sistema de precios.


El representante de la Dirección de Presupuestos llamó la atención hacia las diferencias de la situación de las tarifas por consumo eléctrico y aquellas por consumo de agua potable. Apuntó que el subsidio al agua potable se estableció cuando se incorporaron al sistema familias que nunca habían tenido agua potable y que por ende nunca habían tenido que solventar ese gasto, por lo que el instrumento que se creó tendía a permitirles enfrentar en el futuro ese costo adicional. Respecto del consumo eléctrico, en cambio, sostuvo que la idea es ayudar a paliar el impacto que se producirá en las tarifas, a las familias que cumplan las condiciones y que ya pagan por ese servicio.


Puntualizo, además, que el proyecto en informe propone una restricción a una facultad ya existente, acotándola a sectores de bajos recursos y que la idea es limitar en el Reglamento a 140 KW el monto del subsidio.


Sometido el proyecto a votación en general, y en atención a las consideraciones expuestas, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El proyecto consta de un artículo único permanente y de dos artículos transitorios.

Artículo único


Sustituye los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 92º del decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, disposición que que se refiere a la forma de cálculo de los precios máximos de las tarifas., por los siguientes:


"Si dentro de un período igual o menor a 6 meses, las tarifas eléctricas para usuarios residenciales registrasen un incremento real, igual o superior a 10%, el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, podrá establecer un subsidio transitorio al pago del consumo de energía eléctrica que favorecerá a  usuarios residenciales de escasos recursos que se encuentren al día en el pago de las cuentas por concepto de dicho consumo, cuyo monto mensual, duración, beneficiarios, procedimiento de concesión y pago y demás normas necesarias, serán determinados en el referido decreto supremo. Este subsidio sólo podrá disponerse cuando la Ley de Presupuestos del ejercicio fiscal correspondiente lo autorice e incluya los recursos pertinentes. 


El subsidio a que se refiere el inciso anterior, será descontado por las empresas concesionarias de servicio público de distribución a sus respectivos clientes beneficiarios del subsidio. En la boleta que se extienda al usuario, deberá indicarse separadamente el precio total de las prestaciones, el monto subsidiado y la cantidad a pagar por el usuario.


Una vez efectuados los descuentos referidos en el inciso anterior, las empresas concesionarias del servicio público de distribución deberán acreditar ante la Superintendencia de Electricidad y Combustibles los montos descontados, a efectos que ésta autorice el pago del monto respectivo mediante resolución exenta, que será título suficiente para que la Tesorería General de la República efectúe el pago a dichas empresas.".


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para sustituir, en el inciso segundo que se propone para el artículo 92º, la oración “incremento real, -igual o superior a 10%,”, por la siguiente: “incremento real acumulado, -igual o superior a 5%,”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.


El Honorable Senador señor Boeninger formuló indicación para intercalar, en el mencionado inciso segundo, a continuación de los vocablos “subsidio transitorio”, las palabras “gradualmente decreciente”.


- Fue rechazada por tres votos en contra, uno a favor y una abstención. Votaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami. El Honorable Senador señor Boeninger se pronunció a favor de su indicación. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo.


El Honorable Senador señor Ominami planteó indicación para agregar, en dicho inciso segundo, a continuación de la frase “usuarios residenciales de escasos recursos”, lo siguiente: “, calificados como tales a través de la ficha familia respectiva o el instrumento que la reemplace,”.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.


El Honorable Senador señor García formuló indicación para eliminar, en el segundo inciso que se propone en el artículo único para el artículo 92º, la frase final que dice: “Este subsidio sólo podrá disponerse cuando la Ley de Presupuestos del ejercicio fiscal correspondiente lo autorice e incluya los recursos pertinentes.”.


- La Comisión la aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.


El Honorable Senador señor Orpis presentó indicación para agregar, al artículo 92º, dos incisos nuevos, del siguiente tenor:


“El subsidio al cual se refiere el inciso anterior será como máximo equivalente al alza que experimente la tarifa de un cliente residencial con un consumo de 140 kWh mensual.


Las modalidades para determinar el monto final del subsidio y los niveles socioeconómicos de los beneficiarios serán establecidas en el reglamento. El nivel socioeconómico del grupo familiar y demás personas residentes de la vivienda se determinará sobre la base de la información contenida en la encuesta CAS-2, o el instrumento que la reemplace.”.


Los Honorables Senadores señores Foxley y García señalaron que podría resultar contraproducente fijar un límite de 140KW en la ley y opinaron que sería preferible que exista flexibilidad en la materia.


- Sometida a votación la idea de limitar a 140 KW el subsidio, dicha idea resultó rechazada por cuatro votos contra uno. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis votó afirmativamente.


- El artículo único del proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami, con las enmiendas derivadas de la aprobación de las indicaciones anteriormente descritas, y con una modificación, además, en el inciso cuarto que se propone, orientada a plantear en términos imperativos el pago a las empresas concesionarias de distribución eléctrica.

Artículos Transitorios

Artículo 1º transitorio


Establece que el subsidio a que se refiere el artículo 92º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, podrá disponerse durante los años 2005 y 2006, para enfrentar las alzas de tarifas derivados de la aplicación de la ley N° 20.018 desde su publicación.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para reemplazar el artículo 1º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 1º transitorio.- El subsidio a que se refiere el artículo 92º, podrá disponerse durante los años 2005 y 2006, para enfrentar las alzas de tarifas ocasionadas por la aplicación de la ley Nº 20.018, desde su publicación, no rigiendo para estos efectos el límite de incremento real de las tarifas eléctricas señalado en dicho artículo.”.


- Fue aprobada, con enmiendas de redacción encaminadas al perfeccionamiento de la norma, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.

Artículo 2º transitorio


Prescribe que el mayor gasto que demande la aplicación de la presente ley durante el año 2005, se financiará con cargo al ítem 50-01-02-24-01.020 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.


El Honorable Senador señor Orpis formuló indicación para reemplazar el artículo 2º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 2° Transitorio: El mayor gasto que demande la aplicación del subsidio a que se refieren el Artículo 1° Transitorio durante el año 2005, se financiará con cargo al ítem 50-01-01-24-01.20 de la Partida Tesoro Público. Para ello se traspasarán, a dicho ítem,  los recursos necesarios del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuesto vigente. Para el año 2006, se hará con cargo al ítem correspondiente (50-01-01-24-01.20 ) de la ley de Presupuesto de ese año.”.


- Fue retirada por su autor.


- La Comisión aprobó el artículo 2º transitorio por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García, Orpis y Ominami.

- - -


El Honorable Senador señor Orpis planteó indicación para consultar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo … Transitorio.- El Fisco deberá compensar mensualmente a los concesionarios afectados, dentro de un plazo de treinta días, contado desde la presentación de los antecedentes por parte de éstos al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en un monto equivalente a la diferencia entre la facturación efectiva registrada y la que hubiera resultado en el respectivo mes, de haberse aplicado las tarifas vigentes. No obstante lo dispuesto en el inciso segundo, si los concesionarios no recibieren dentro de un plazo de sesenta días la compensación del subsidio, por el solo ministerio de esta ley, serán aplicables con efecto retroactivo las tarifas vigentes.”.


El Honorable Senador señor Orpis explicó que la indicación obedece a la eventualidad de que se produzca un retardo del Fisco en el pago.


La Comisión acordó introducir una enmienda al inciso cuarto que se propone para el artículo 92º en el artículo único del proyecto, reemplazando la locución “efectúe el pago” por “proceda al pago”, de modo de redactar en términos más imperativos el precepto.


- En atención a este acuerdo, el Honorable Senador señor Orpis retiró su indicación.

- - -

FINANCIAMIENTO


El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señala que el subsidio podrá alcanzar hasta 1.400.000 hogares, con un costo total de $13.191 millones, distribuidos en un 73% durante 2005 y un 27% durante 2006.


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


- Sustituir, en el inciso segundo que se propone para el artículo 92º, la oración “incremento real, -igual o superior a 10%,”, por la siguiente: “incremento real acumulado, igual o superior a 5%”.

(Unanimidad 5x0).


- Intercalar, en dicho inciso segundo, a continuación de la frase “usuarios residenciales de escasos recursos”, lo siguiente: “, calificados como tales a través de la ficha familia respectiva o el instrumento que la reemplace,”.
(Unanimidad 5x0).


- Eliminar, en el mencionado inciso segundo, la frase final que dice: “Este subsidio sólo podrá disponerse cuando la Ley de Presupuestos del ejercicio fiscal correspondiente lo autorice e incluya los recursos pertinentes.”.

(Unanimidad 5x0).


- Reemplazar, en el inciso cuarto que se propone para el artículo 92º, las palabras “efectúe el” por los vocablos “proceda al”.

(Unanimidad 5x0).

Artículo 1º transitorio


Reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 1° transitorio.- El subsidio a que se refiere el artículo 92º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, podrá disponerse durante los años 2005 y 2006, para enfrentar las alzas de tarifas ocasionadas por la aplicación de la ley Nº 20.018, desde su publicación, no rigiendo para estos efectos el límite de incremento real de las tarifas eléctricas señalado en dicho artículo.”.

(Unanimidad 5x0).

- - -


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.-  Sustitúyense los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 92º del decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, por los siguientes:


"Si dentro de un período igual o menor a 6 meses, las tarifas eléctricas para usuarios residenciales registrasen un incremento real acumulado, igual o superior a 5%, el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, podrá establecer un subsidio transitorio al pago del consumo de energía eléctrica que favorecerá a  usuarios residenciales de escasos recursos, calificados como tales a través de la ficha familia respectiva o el instrumento que la reemplace, que se encuentren al día en el pago de las cuentas por concepto de dicho consumo, cuyo monto mensual, duración, beneficiarios, procedimiento de concesión y pago y demás normas necesarias, serán determinados en el referido decreto supremo.


El subsidio a que se refiere el inciso anterior, será descontado por las empresas concesionarias de servicio público de distribución a sus respectivos clientes beneficiarios del subsidio. En la boleta que se extienda al usuario, deberá indicarse separadamente el precio total de las prestaciones, el monto subsidiado y la cantidad a pagar por el usuario.


Una vez efectuados los descuentos referidos en el inciso anterior, las empresas concesionarias del servicio público de distribución deberán acreditar ante la Superintendencia de Electricidad y Combustibles los montos descontados, a efectos que ésta autorice el pago del monto respectivo mediante resolución exenta, que será título suficiente para que la Tesorería General de la República proceda al pago a dichas empresas.".

Artículos Transitorios

Artículo 1° transitorio.- El subsidio a que se refiere el artículo 92º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, podrá disponerse durante los años 2005 y 2006, para enfrentar las alzas de tarifas ocasionadas por la aplicación de la ley Nº 20.018, desde su publicación, no rigiendo para estos efectos el límite de incremento real de las tarifas eléctricas señalado en dicho artículo.

Artículo 2° transitorio.- El mayor gasto que demande la aplicación de la presente ley durante el año 2005, se financiará con cargo al ítem 50-01-02-24-01.020 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 22 de junio de 2005, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco, José García Ruminot y Jaime Orpis Bouchon.


Sala de la Comisión, a 22 de junio de 2005.

                                                         (Fdo.):   Roberto Bustos Latorre

                                                                     Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FLEXIBILIZA USO DE PERMISO MATERNAL

(1309-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señores Francisco Bayo y Rodolfo Seguel, y de los ex Diputados señora Marina Prochelle y señores Ramón Elizalde y Roberto León.


Se hace presente que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


Asimismo, se advierte que el proyecto fue informado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y que, posteriormente, la Sala acordó, en sesión de 15 de octubre de 2003, que también fuera considerado por la Comisión de Salud.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, el señor Ministro de Salud, don Pedro García, y los Honorables Diputados señores Francisco Bayo y Alejandro Navarro.


También asistieron, especialmente invitados, los asesores del Ministerio de Salud, señores Tomás Jordán y Sebastián Pavlovic; el Asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río; la Jefa del Área Jurídica del Departamento de la Mujer del Servicio Nacional del la Mujer (SERNAM), doña Patricia Silva, y el señor Jefe del Departamento de Pediatría de la Facultad de Medicina de la Pontificia Universidad Católica de Chile, don Patricio Ventura-Juncá. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, otorgar a la mujer trabajadora la opción de trasladar parte de su descanso prenatal al final del período postnatal.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, no pronunciarse respecto a si el artículo 1º del proyecto reviste el carácter de norma de quórum calificado, para que la Sala determinara si tal disposición requiere de quórum especial para su aprobación.

- - -

ANTECEDENTES



Respecto a los antecedentes jurídicos del proyecto, así como a los de hecho, este informe hace suyos los vertidos en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y se remite a ellos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


En la primera sesión en que la Comisión discutió el proyecto en informe, celebrada el día 20 de enero de 2004, el Honorable Diputado señor Bayo indicó que la iniciativa, cuya tramitación se inició en 1997, tiende a actualizar las normas reguladoras del reposo maternal, establecidas por el Código del Trabajo vigente desde 1931, época en la cual se registraban altísimas tasas de mortalidad infantil y materna, así como exiguos porcentajes de atención profesional del parto y de controles del embarazo, que no podrían ser comparadas con la situación prevaleciente hoy. 


Indicó que la iniciativa beneficia a las trabajadoras, toda vez que el 80% de los partos tienen una evolución fisiológica. Agregó que en el presente, prácticamente todas las mujeres embarazadas se controlan, y que el 99,9% de los partos cuenta con atención profesional.  En razón de estos antecedentes, se estimó razonable que las mujeres, en especial quienes tienen un embarazo de evolución fisiológica, cuenten con la opción de decidir por sí solas el traslado de una parte del reposo prenatal al puerperio, lo que implica alargar el permiso maternal y el período en que la madre está junto a su hijo.


Para la elaboración del proyecto, señaló, se procedió a un estudio de la legislación comparada, del cual es posible asegurar que ni la salud de la madre ni la del niño corren riesgo. También es importante la forma en la que las mujeres se controlan durante su embarazo. 


Agregó que, durante su tramitación, el proyecto fue objeto de una indicación del Ejecutivo, consagrada como artículo 2º del proyecto despachado en primer trámite constitucional, por el cual se agrega, a continuación del artículo 195 del Código del Trabajo, un artículo 195 bis que, sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo 195, faculta a la trabajadora para optar, previa autorización escrita de médico, por el traslado de hasta tres semanas del período de descanso prenatal al período de descanso postnatal, decisión que deberá ser comunicada por escrito al empleador, con copia a la Inspección del Trabajo, con una antelación no menor a dos meses de la fecha probable del parto.


Hizo notar que se trata de una decisión de la trabajadora embarazada que ratifica y perfecciona sus derechos maternales, a la par que consolida su libertad para elegir, ya que la misma le está reservada a ella, con el único requisito de una autorización médica previa.  Argumentó que tanto su conocimiento profesional, asentado en la experiencia, como la literatura internacional, demuestran de forma irrefutable la influencia positiva de la extensión del período de lactancia materna en la relación madre-hijo, lo cual queda en evidencia en un listado de estudios que consignan, a lo menos, cincuenta beneficios asociados a aquélla. Lo anterior, sin perjuicio de los reportes que indican que se trata de un factor que favorece el desarrollo del niño y, posteriormente, inciden en una mejor población adulta.  En este orden de consideraciones, aludió, por último, a informes de especialistas de la Pontifica Universidad Católica y de la Universidad de Chile como otros antecedentes que demuestran que el descanso prenatal no siempre es necesario, pero que sí lo es el reposo postnatal.  


En relación con la estructura y el contenido de la Moción de la cual es coautor, Su Señoría puntualizó que ésta tenía una sola idea matriz: permitir que la trabajadora embarazada extendiera su reposo postnatal, a expensas del traslado voluntario de una parte del prenatal, respaldado por una certificación medica.


En el debate en la Cámara de Diputados, explicó, se presentaron dos indicaciones, una de las cuales dio origen al actual artículo 1º del proyecto. Este dispone que, en el evento de un parto prematuro, permite que el lapso del período de descanso prenatal no ocupado se traslade en forma automática al período de descanso postnatal.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina referida al  criterio de certeza para establecer que se está ante un parto prematuro, afirmó que la fecha de parto se determina por una tabla y que, en relación con la fecha de parto prevista, la anticipación del mismo podría deberse, no sólo a un error del médico, sino a la existencia de una patología determinada o a un alumbramiento prematuro efectivo.  


La finalidad de la segunda indicación es facultar a la mujer que esté haciendo  uso del   descanso   postnatal para convenir con el empleador la prolongación del    mismo, como resultado del fraccionamiento de la jornada diaria de trabajo, pero allí aparece, apuntó, un factor no consultado en el proyecto original, como es el convenio con el empleador.  


Planteó que la fortaleza principal de la moción radica en que perfeccionaba un derecho maternal sin necesidad de consulta previa con el empleador.


El señor Ministro de Salud destacó que el descanso maternal es un beneficio social que ha disminuido la incidencia de una serie de patologías características de la realidad social de Chile. En particular, destacó que la mortalidad infantil ha disminuido a un 8,3  por mil nacidos vivos, lo que es una cifra extraordinariamente positiva para la realidad económica del país. Una situación similar es observable en lo que se refiere a la mortalidad materna, observó.  


El objetivo primordial del descanso maternal es proteger al binomio madre-hijo, lo que se hizo en condiciones de desarrollo que eran muy distintas de las actuales.  Coincidió en la relevancia de las cifras entregadas por el Honorable Diputado señor Bayo en lo que concierne a control de embarazos y atención profesional del parto. A esta expresión de la  realidad médico-social concurren otros factores, como la mejor calidad de la alimentación de las mujeres durante su embarazo, la adecuada educación y la conciencia de las madres, lo que incide en un mayor control social de la necesidad del descanso maternal. También destacó que la tendencia alcanza a la población rural, debido al mejoramiento de las condiciones de transporte. 


Por las razones indicadas, manifestó que le parece adecuada esta iniciativa parlamentaria, en el sentido de que se autorice a trasladar hasta tres semanas del descanso prenatal con la visación de un médico.  Este requisito resguarda que si hay una patología ésta sea bien pesquisada, porque la madre no siempre estará en conocimiento cabal de sus riesgos.


Sin perjuicio de lo anterior, previno que el acuerdo no se extiende al artículo 1º del proyecto. Es comprensible la frustración de la mujer que enfrenta el conflicto de haber tenido un parto prematuro, es decir, antes de enterarse las 37 semanas de gestación, porque pierde algunos días del descanso prenatal, pero es muy difícil llevar un registro adecuado y constancia de cuál es la fecha que corresponde.


Indicó que el parto normal tiene lugar entre las 38 y 42 semanas siguientes a la fecha de la concepción, y el prenatal se asume hasta las 40, razón por la cual hay un porcentaje considerable de partos que se producen con posterioridad a las 40 semanas, pero, en todo caso, la disposición en comento daría lugar a un incremento que supone un gasto adicional.  En relación con la inquietud de que el niño prematuro requeriría un cuidado que exija la prolongación del descanso postnatal, la calificó de razonable, pero, en ese caso, se debe considerar que la madre dispone de prestaciones de seguridad social, como es la licencia por enfermedad del hijo menor de un año, si así fuera menester.


En el mismo sentido de reforzar el criterio legal del buen resguardo del binomio madre-hijo, el señor Ministro expresó su discrepancia con el último inciso del artículo 2º, que faculta a la trabajadora para convenir con el empleador, a más tardar durante la sexta semana del descanso postnatal, la prestación de sus servicios sólo por la mitad de la jornada legal o la estipulada en el respectivo contrato de trabajo, por el doble del período de postnatal que restare.


El Honorable Senador Viera-Gallo señaló que respecto de este proyecto, tiene un sentimiento encontrado porque entiende que el descanso prenatal ha sido establecido en beneficio de la madre y del hijo, y no sólo en el de aquélla.  Recordó que en fecha reciente hubo un programa en el Canal de Televisión del Senado en el cual dos doctoras que trabajan en la promoción de la lactancia materna resaltaron la importancia extrema de que los hijos sean alimentados con ese nutriente que no admite sucedáneos, razón por la cual solicitó que se las invitara a una sesión próxima.  Estimó que la extensión del período de lactancia no podría hacerse con detrimento de un beneficio que también protege al feto, más allá de la razón económica ineludible.  En consecuencia, la pregunta que cabría hacerse es si el prenatal no está pensado también en favor del niño.


El señor Ministro de Salud hizo valer que el descanso prenatal se justifica en función de la fisiología de la mujer y la especificidad de las condiciones de trabajo que soporta, y, por lo mismo, es evidente que mantenerla en un reposo forzado, sin una argumentación médica, también podría ser contraproducente porque se favorece la obesidad y la aparición de várices o de enfermedades trombo-embólicas, riesgos que pueden evitarse con una actividad física razonable.  Reconoció que la opción prevista por el proyecto en examen requiere de un sustento médico, razón por la cual es obligatorio que su ejercicio esté respaldado por un dictamen de esa naturaleza, y pronosticó que el facultativo, dado el estricto control social y cultural para el goce efectivo del reposo maternal, deberá extremar su celo profesional para tener la plena seguridad de la ausencia de riesgos. Reiteró que el concepto legal es, en todo caso, hasta tres semanas, y para entregar la autorización deberá recurrir a la historia obstétrica de la persona, y también a los antecedentes que lleven a sospechar de los casos en que aquélla no debiera ser otorgada.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo discurrió acerca de lo razonable que sería incorporar en la disposición, como un criterio de condicionamiento, el tipo de actividad que realice la trabajadora, porque la redacción actual implica un permiso genérico, y el médico examinará la situación biológica de aquélla, pero sin que tenga la posibilidad de certificar la clase de esfuerzo que ella realiza, ya que no se trata necesariamente de un trabajo que pueda ser calificado de pesado. 


El Honorable Diputado señor Bayo manifestó que, sin perjuicio de compartir la aprehensión de Su Señoría, es indispensable reiterar algunos hechos básicos: se trata de una opción que la trabajadora decidirá libremente; no es una imposición, y ante la menor duda acerca de la conveniencia que, para ella o para su hijo, podría implicar el traslado de una parte del reposo prenatal, sencillamente ésta no hará uso de la opción. Manifestó, en seguida, que el 80% de las mujeres cursa un embarazo fisiológico, esto es, de normalidad absoluta, y ante esta circunstancia, como obstetra, participa de la convicción que la mujer, cuando tiene un proceso normal de embarazo, debe hacer una vida lo mas completa y normal posible.


Invocó la opinión autorizada del doctor Enrique Oyarzún, Jefe de la Unidad de Medicina Perinatal de la Pontificia Universidad Católica, que señala que el descanso prenatal no es siempre necesario por razones específicas de salud; el descanso postnatal, el que permite amamantar, es siempre una necesidad.  Insistió que se trata de un derecho optativo y que la experiencia demuestra que el mejor parto es aquél en el cual la mujer ha llevado una vida previa normal, y las mujeres normales son las que trabajan en actividades normales hasta el día anterior del parto. Concluyó recordando que se requiere de una autorización previa y que, durante el último mes del embarazo, el control prenatal se hace con una periodicidad semanal.


La Honorable Senadora señora Matthei pidió que se aclarara la responsabilidad que afectaría al facultativo, en caso de producirse una pérdida u otra anomalía en el parto y, en particular, si habría una disposición que lo exonerase de la misma o si se le podrá inculpar por haber autorizado el traslado de una parte del descanso prenatal al período postnatal. 


El señor Ministro de Salud indicó que la eventualidad de una contradicción con el médico es propia de toda relación con su paciente. En todo caso, destacó, hay un inciso que prevé el caso de la trabajadora que por enfermedad durante el período cuyo traslado se ha diferido al postnatal deba hacer uso de reposo dispuesto por licencia médica, y producido el supuesto legal, aquélla debe hacer uso de inmediato del período de descanso prenatal que le restare, con lo cual se trasladarán al período postnatal sólo los días que hubiera trabajado efectivamente.  


El Honorable Senador señor Espina ponderó el carácter ilustrativo del debate pero recordó que el objetivo del mismo es prestar aprobación en general al proyecto, por lo que no es posible introducirle ninguna indicación.  En este contexto, cree que, si bien el planteamiento del Honorable Senador señor Viera-Gallo apunta en una dirección correcta, en orden a que el médico se le indique otro factor que será preciso evaluar para ejercer la opción, estas consideraciones, de momento, no alteran en nada su contenido.


El Honorable Diputado señor Bayo entregó el listado de las cincuenta buenas razones para amamantar, que es el producto de un estudio científico que respalda una iniciativa cuyos primeros pasos se han dado en la Cámara de Diputados con la finalidad precisa de extender el período de lactancia materna.  La diferencia es que el proyecto en debate no genera ningún costo, razón por la cual no es de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.   


Al término de la sesión, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei  y señores Espina, Ríos y Viera-Gallo, se manifestaron favorables a la idea de legislar.  Asimismo, a proposición del Honorable Senador señor Viera-Gallo, y para el efecto de enriquecer el debate, se acordó escuchar a las profesionales de la Liga de la Lactancia Materna, en paralelo con la discusión del AUGE.


En sesión de 7 de junio de 2005, el Honorable Senador señor Bayo reiteró algunos antecedentes del proyecto.


Indicó que, al aprobarse la iniciativa, la madre podría contar no sólo con doce semanas de postnatal, que es el período que consagra actualmente la ley, sino que podría alcanzar hasta quince semanas, siempre que haga uso de la opción. Es decir, prácticamente cuatro meses, con la aspiración de llegar, en el futuro, a extenderlo a seis meses.


El proyecto ofrece, además, la ventaja de que no importa un costo adicional para el Fisco, y es coincidente con la legislación comparada.  Al respecto, indicó que en algunos países prácticamente el reposo prenatal es inexistente, pero que, sin embargo, la media es conceder un mes de reposo prenatal. Ello considera países en los cuales no existe el control prenatal con el que cuenta el nuestro.  


Señaló, asimismo, que el proyecto también cuenta con el respaldo de distinguidos especialistas, tanto en ginecología y obstetricia, como en pediatría.  Exhibe un certificado emitido por el doctor don Patricio Ventura-Juncá, Jefe del Departamento de Pediatría de la Facultad de Medicina de la Universidad Católica, que dice, textualmente:  “El descanso prenatal no siempre es necesario por razones específicas de salud”, y luego agrega “El descanso postnatal, es siempre una necesidad”.  Termina señalando:  “En conclusión, considero que el proyecto es un avance respecto de la actual legislación al dar la posibilidad que la madre opte trasladar todo o parte del descanso prenatal al período postnatal”.  


Hace presente que, sin embargo, el señalado informe establece una excepción respecto a formular dicha opción en los casos de partos prematuros.  El Honorable Diputado señor Bayo señaló que mencionaba este elemento recordando que, en la discusión en la Cámara de Diputados se presentaron indicaciones, una del Honorable Diputado señor Navarro, relacionada con la situación del descanso maternal en los casos de partos prematuros.


Reiteró que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Cámara de Diputados, el día 19 de junio de 2002, con los votos a favor de los 90 Honorables señores Diputados que se encontraban presentes en la votación.


En aras a no extenderse en su exposición, el señor Diputado señaló que las ideas fuerza del proyecto en discusión son las siguientes: 


El derecho que concede a la mujer embarazada trabajadora es voluntario.  No está entregado a la discrecionalidad del empleador.  La mujer sólo comunicaría a su empleador la forma en que hará uso de su reposo prenatal, respaldada por una certificación médica.  Si no cuenta con la mencionada certificación médica no podría hacer uso de esta opción.  Además, prolonga su período postnatal, acelerando, manteniendo y perfeccionando la relación madre-hijo. 


Sobre esta idea fuerza, el Honorable Diputado Bayo aludió al eventual mal uso de las licencias maternales. Indicó que más de la mitad de aquéllas corresponden, precisamente, al mes inmediatamente siguiente al término del permiso maternal postnatal.  Ello significaría que, con la aprobación de este proyecto, se contribuiría a poner término a un eventual abuso, que es derivado exclusivamente del escaso tiempo que la madre está junto a su hijo, que es, además, lo que más desea.


Señaló que no es efectivo que la opción de la madre que contempla el proyecto de ley atente contra derechos laborales, sino que, al contrario, le entrega a la mujer trabajadora embarazada la posibilidad de decidir por sí misma como usa el derecho al reposo que la ley laboral le concede y con la seguridad que le da la exigencia que su opción, necesariamente, debe estar respaldada por un profesional acreditado.


Más adelante en su exposición, el Honorable Diputado señor Bayo recordó que, durante la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados, éste fue modificado como consecuencia de la aprobación de dos indicaciones que fueron formuladas, una por el Honorable Diputado señor Navarro y, la otra, por el Honorable Diputado señor Salaverry.


El proyecto inicial se limitaba solamente a la posibilidad que la mujer embarazada trabajadora pudiera optar por trasladar parte de su descanso prenatal al postnatal.


Respecto a la modificación que sufrió el proyecto como consecuencia de la aprobación de una indicación presentada por el Honorable Senador señor Navarro, señaló que la comparte, porque evita que frente a un parto prematuro la mujer pierda los días de reposo prenatal no ocupados.  En efecto, la norma permite que, en el caso de parto prematuro, los días restantes para completar el período de descanso prenatal se trasladaren íntegramente al período de descanso postnatal, cuestión que hoy no ocurre, ya que si se produce un parto prematuro dichos días se pierden.


Hizo presente que, el Ejecutivo estimó que la  señalada modificación implica un mayor gasto para el Fisco, y, en tal caso, sería una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Sin embargo, la Cámara de Diputados declaró admisible la indicación y luego aprobó la norma.


Respecto a la indicación presentada, en su oportunidad, por el Honorable Diputado señor Salaverry, aprobada por la Cámara de Diputados, contempla, en el artículo 195 bis que se agregaría al Código del Trabajo, una norma que permita a la trabajadora, a más tardar durante la sexta semana del período postnatal, y de común acuerdo con el empleador, prestar sus servicios sólo por la mitad de la jornada legal o la estipulada en el respectivo contrato de trabajo, por el doble del período de postnatal que restare.


Indicó que la mencionada norma también apunta en el sentido correcto, pero incorpora un criterio nuevo, consistente en que, el ejercicio de tal derecho, involucra la voluntad del empleador. Ello no ocurre ni en el proyecto original, ni en la propuesta surgida de la indicación del Honorable Diputado señor Navarro.  En ambas situaciones el empleador no tiene participación alguna. En cambio, la norma surgida de la indicación del Honorable Diputados señor Salaverry distorsiona la idea matriz del proyecto que persigue entregar estas facultades a la mujer, quien, en forma independiente y sin requerir el acuerdo del empleador, puede ejercer los derechos que el proyecto persigue otorgarle.


Luego, hizo uso de la palabra el representante del Ministerio del Trabajo, señor Francisco Del Río.  Señaló que la Moción original contemplaba el traspaso de todo o parte del permiso maternal prenatal al postnatal y que, al ver que esa idea no avanzaba en su tramitación en la Honorable Cámara de Diputados, el Ejecutivo estimó necesario aportar ciertos antecedentes, a fin de salvaguardar algunos derechos.  En este orden de ideas, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva con un texto que es, en lo fundamental, el que aprobó la Cámara de Diputados.


Agregó que los puntos claves del proyecto son los contenidos en el artículo 2º, que considera la posibilidad que la mujer trabajadora embarazada pueda trasladar, a su elección, hasta tres semanas del descanso prenatal al postnatal, con la exigencia de una certificación médica.  Hizo notar que hay ciertas condiciones de empleo, especialmente aquéllos de carácter ligero, y atendido a que la salud ocupacional ha tenido importantes avances en la protección de los trabajadores, es perfectamente posible estimar que existe un margen de madres que pueden estimar conveniente trabajar hasta tres semanas de su descanso prenatal y privilegiar tener más tiempo con su hijo una vez nacido.


Adicionalmente a lo anterior, se propuso una norma, aprobada por la Cámara de Diputados, por la cual esas semanas adicionadas al descanso postnatal podían prolongarse, siempre que se eligiera trabajar en media jornada.


Indicó que el monto íntegro del subsidio maternal que paga el Fisco es por 18 semanas, y este proyecto no lo altera.  Lo que sí cambia es el modo de distribuir el permiso maternal, de acuerdo a lo propuesto en el artículo 195 bis, que el artículo 2º del proyecto propone agregar al Código del Trabajo.


En relación al artículo 1º del proyecto,  el señor Del Río indicó que, en su discusión en la Cámara de Diputados, hizo presente que no se oponía a pagar un subsidio mayor. Sin embargo, si el Estado se ve obligado a pagar los días que no se ocuparon, como consecuencia de lo prematuro del parto, ello importa un mayor gasto fiscal. y, por lo tanto, se trata de una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. Por otra parte, estima que, además, versa sobre el acceso a la seguridad social.


Recordó que, sin perjuicio de haber planteado estas consideraciones en su oportunidad,  la Cámara votó a favor de las indicaciones que incorporaron esta disposición en el artículo 1º del proyecto.


Señaló que, respecto de este punto, estima necesario que se escuche la opinión del Ministerio de Hacienda.


En cuanto a la materia contenida en el proyecto fruto de la aprobación de la indicación del Honorable Diputado señor Salaverry, indicó que, si bien comparte su sentido, le parece un exceso el hecho que, a partir de la quinta o sexta semana del período postnatal, la mujer pueda trabajar media jornada por el doble del período de postnatal que reste.  Indicó que esta disposición, contenida en el inciso final del mencionado artículo 195 bis le parece un tanto aventurada y limite de los temas de salud, tanto del niño como de la madre.


Subrayó que el punto que más problemas presenta es que el señalado derecho se puede ejercer con acuerdo del empleador.  El artículo 195 bis estaría contenido en las normas de protección a la maternidad, que consagra derechos irrenunciables.  Por lo tanto, no parece razonable una compensación acordada entre la mujer trabajadora y su empleador respecto  de un derecho irrenunciable.


Indicó que el Ministerio del Trabajo ha tenido una larga participación en la tramitación del proyecto en informe, junto al SERNAM.  Es así como han consultado opiniones de médicos.  Mencionó que en el oficio Nº 5849, de 16 de octubre de 1995, el Ministerio de Salud hace un análisis técnico muy interesante respecto a que el proyecto es viable y da razones para garantizar un descanso prenatal mínimo de 3 semanas, que se estaría garantizando, y cómo se debería privilegiar lo más posible el tiempo en el cual la madre está con  su hijo recién nacido.


La señora Patricia Silva, de SERNAM, señaló que una de sus principales preocupaciones es aclarar que no han cambiado los fundamentos del permiso prenatal. Efectivamente, el señalado derecho tiene por finalidad evitar los partos prematuros, especialmente en los últimos tres meses.


Sin embargo, por el deseo de muchas mujeres, y motivadas por el tipo de trabajo que alguna de ellas desempeñan, se ha buscado conciliar, de alguna manera, el derecho a la salud de la madre y  de su hijo con la posibilidad de que la mujer pueda desempeñar sus labores normales durante el período prenatal.


En tal sentido, reconoció que, si bien es cierto que el embarazo se vive de igual manera, también entiende que los distintos tipos de labores que una mujer  puede desempeñar marcan diferencias en el modo de abordar el prenatal.  Señaló, como ejemplo, las diferencias que se presentan entre una trabajadora operaria, que pasa de pie gran parte de su jornada laboral, respecto de otra mujer que tiene comodidades para trasladarse a su trabajo y que ejerce su función en otras condiciones.


Ante las diferencias mencionadas, la señora Silva destacó positivamente que el proyecto consagre la posibilidad de trasladar parte del período de descanso prenatal como un derecho de la mujer trabajadora embarazada.


También manifestó su opinión favorable respecto a la posibilidad de extender el postnatal si la mujer opta por prestar sus servicios solo por la mitad de la  jornada de trabajo.  Sin embargo, no está de acuerdo con que ello permita que la mujer se separe de su hijo recién a un mes y dos semanas de nacido.  Además, tampoco está de acuerdo en que no esté consagrado como un derecho de la trabajadora, sino como un acuerdo con el empleador.


Al respecto, hizo notar que la norma del artículo 2º, que permite a la mujer trasladar hasta tres semanas de su descanso prenatal al postnatal, exige la autorización previa y por escrito de un médico, lo que constituye una garantía de que la mujer está en condiciones de ejercerlo.  Ello no ocurre respecto de la norma contenida en el inciso final del artículo 195 bis.  En tal sentido, la señora Silva se pregunta qué argumento podría tener una mujer frente al requerimiento de su empleador de reintegrarse antes a su trabajo.


Más adelante se refirió a las consecuencias que podrían presentarse en torno a la lactancia materna.  Indicó que ella se ve afectada por estrés laboral; por el hecho de trasladarse, por los cambios en los horarios, entre otras circunstancias, y será distinto según sea la condición socio-económica de la madre y el tipo de trabajo que ella desempeñe.


También señaló que la mujer pueda transformar el resto del postnatal en media jornada, no necesariamente va a favorecer a la mujer porque, en la práctica, las medias jornadas son bastante relativas dado que los horarios no siempre se respetan.


Por lo tanto, manifestó su desacuerdo en modificar el derecho que actualmente tienen las trabajadoras de un permiso postnatal de 12 semanas.


El Honorable Diputado señor Navarro indicó que, durante la discusión del proyecto en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados, presentó una indicación para complementarlo.


En relación a la opinión del Ejecutivo, referida a su inadmisibilidad, señaló que, en su opinión, el derecho al prenatal es un derecho cabal y que debería apostarse a que no existan partos prematuros.


Señaló que se ha comentado que han aumentado las licencias por enfermedades de hijos menores de un año y que, respecto a recomendaciones médicas que los partos prematuros deben tener mejores condiciones de reposo, lo que hay es que se disfraza el mayor período del postnatal por medio de licencias médicas.


Agregó que el gasto que el Estado ahorra al no pagar completo un descanso prenatal cuando se produce un parto prematuro, se cancela a través de licencias médicas extendidas para el cuidado del niño.  Con esto queda en evidencia el mayor costo asociado a los partos prematuros.  Ello, señaló, está establecido en las estadísticas del Ministerio de Salud.


La Honorable Senadora señora Matthei se refirió en primer lugar, al último inciso del artículo 195 bis.  Al respecto  indicó que, en su opinión, resultará imposible determinar si la mujer que hace uso de ese beneficio realmente así lo quiso, y, además, será muy difícil fiscalizar si está trabajando efectivamente medio día o el día completo.  Lo anterior se agrava en períodos de cesantía, porque los trabajadores no se atreven a decir la verdad, ya que temen ser despedidos una vez que termine el fuero que los protege.


Señaló que cualquier elemento que dificulte la fiscalización sobre el cumplimiento de un derecho irrenunciable es negativo, y, por lo tanto, debería evitarse.


Luego, se refirió al artículo 1º del proyecto.  En cuanto al contenido de la disposición, señaló que existe un aumento enorme de licencias médicas, especialmente tratándose de niños menores de un año de edad.  Considera que es un problema que va más allá del deseo de la madre de estar más tiempo con su hijo.  Muchas veces se hace mal uso de las licencias médicas, lo que quedaría demostrado con el incremento explosivo que ha habido.


Añadió que, al ponderar en conjunto los artículos 1º y 2º del proyecto, podría ocurrir que una madre traspase tres semanas del período prenatal al postnatal y si, además, afirma que hubo un parto prematuro, podría llegar a tener seis semanas extras de postnatal, lo que no le resulta aceptable.


Si un niño nace prematuramente, generalmente presenta problemas graves, que obliga a la madre a estar con su hijo.  En tales casos habrá una licencia y es muy positivo que así sea.  Del mismo modo, le parece positivo que, en estos casos, la madre esté con su hijo hasta que salga adelante, aunque requiera de nueve meses o incluso un año, porque responde a una necesidad.


Considera bien intencionada la norma y la estima justa.  Sin embargo, no puede dejar de manifestar que le parece evidente que podría dar lugar a un mal uso de ese derecho.


En conclusión, señaló que si el niño es prematuro y requiere de licencia, hay que otorgársela, pero si no es así, no corresponde.


El Honorable Senador señor Boeninger indicó que la esencia del proyecto, y respecto de la cual está completamente de acuerdo, está contenida en el inciso primero del artículo 195 bis, que el artículo 2º del proyecto agrega al Código del Trabajo.


La idea matriz recoge las ideas expuestas por el Honorable Diputado señor Bayo.  En efecto, los riesgos médicos asociados a embarazo han disminuido mucho; las mujeres, en general, tratan, por diversas razones, de trabajar lo que mas puedan antes del parto, así como, también en general, desean estar el mayor tiempo posible con sus hijos ya nacidos.


Celebra la preocupación que han demostrado todos los sectores políticos frente a la necesidad de aumentar las salas cunas, para facilitar la incorporación de la mujer en el mercado laboral.


En cuanto a las otras normas contenidas en la iniciativa, como la relativa a los partos prematuros y a la posibilidad de extender el postnatal con la opción de una media jornada laboral, señaló que no están íntimamente vinculadas con la idea matriz.


Manifestó ser partidario de aprobar una norma lo más simple posible, ligada a la idea matriz del proyecto.  En tal sentido, adelanta que es partidario de la idea de legislar, y que, luego, durante la discusión particular, corresponde pronunciarse sobre cada norma.


Antes de finalizar la sesión, y a proposición del señor Presidente, la Comisión acordó solicitar un estudio a la Biblioteca del Congreso Nacional relativo a la legislación comparada en materia de permiso maternal
 .  Asimismo, acordó escuchar a especialistas en la materia en la próxima sesión que celebre la Comisión, y, luego, proceder, en la misma oportunidad, a votar el proyecto en general. 


En sesión de 14 de junio de 2005, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Viera Gallo dio la palabra señor Jefe del Departamento de Pediatría de la Facultad de Medicina de la Pontificia Universidad Católica de Chile, don Patricio Ventura-Juncá.




El doctor Ventura-Juncá señaló que la prolongación del descanso post-natal está fundamentada en numerosos estudios científicos que demuestran que estos meses inmediatos después del parto, son claves para la relación de la madre con su hijo y para la mantención de una buena lactancia materna.  Ambos hechos tienen gran importancia para el desarrollo físico, psíquico y emocional del niño, especialmente en familias y madres de recursos limitados.





Luego indicó que el descanso prenatal es importante especialmente en determinadas situaciones de trabajo que entrañan esfuerzos físicos, largas distancias que recorrer diariamente y cuando hay  ciertos riesgos y alteraciones en el desarrollo de la gestación.  Sin embargo, éstas no siempre se dan, y en muchos casos la mujer puede llegar al parto sin problemas para ella y para su hijo. En estos casos no sería indispensable  utilizar las seis semanas que le confiere la ley.





Por esta razón, consideró que, no pudiéndose, por ahora, alargar el descanso postnatal, sería muy beneficioso que la mujer tenga la opción de trasladar tres semanas de las seis que le corresponden de prenatal al postnatal con la debida autorización médica.  Esta flexibilidad favorecería especialmente al binomio madre-hijo de familias de menores recursos.





En relación a los casos de parto prematuros en que no se alcance a utilizar el descanso prenatal, el doctor Ventura-Juncá señaló que le parecía justo que los días no utilizados de este se trasladen al período de descanso postnatal.  


También manifestó que, en su experiencia, estima de especial importancia que las mujeres que trabajan no estén expuestas a perder su puesto de trabajo y sus ingresos en razón de su función maternal.


A continuación, el Honorable Senador señor Viera Gallo consultó al doctor Ventura su opinión respecto a la conveniencia de incorporar una norma  del tenor del artículo 1º del proyecto, que establece la posibilidad de que en el evento de parto prematuro, la madre pueda computar los días no utilizados de permiso prenatal, en el postnatal. Precisó que ha sido un punto bastante debatido en el seno de la Comisión.


El doctor Ventura-Juncá manifestó que, de acuerdo a su experiencia, no tiene dudas respecto de la conveniencia de su incorporación, especialmente debido a las dificultades que debe enfrentar la madre de un niño prematuro que debe volver al trabajo expirado el postnatal, y la necesidad de establecer la conexión madre-hijo, que lógicamente se ha visto perturbada por las circunstancias.


Agregó que se han hecho estudios que demuestran que la presencia de la madre y el contacto que tiene con su hijo prematuro, producen una mejor y más rápida evolución del lactante.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, en su opinión, las divergencias en cuanto a la conveniencia de la norma se suscitan en gran medida debido a que nuestra legislación no define “niño prematuro”, pudiendo dar lugar a abusos. 


La norma propuesta, continuó, le parece razonable en el caso de niños efectivamente prematuros, que al momento de nacer aún no se encuentran desarrollados adecuadamente, y que presentan complicaciones por su insuficiente desarrollo.


Consultó al doctor Ventura-Juncá respecto a lo criterios acertados para definir “niño prematuro”, diferenciándolo de aquel niño que, no obstante no ser “de término”, según el criterio habitual, sí ha completado suficientemente su desarrollo.


En el caso del niño prematuro que presenta dificultades, estimó que debe establecerse una norma especial, que incorpore la idea de conceder a la madre un período de tiempo para la atención de las necesidades propias de un recién nacido de estas características.


Complementando lo anterior, el Honorable Senador señor Boeninger preguntó si la antedicha definición la podemos encontrar en la legislación en materia de salud. Manifestó, asimismo, su acuerdo con lo dispuesto por la norma en comento.


El doctor Ventura-Juncá, en respuesta a la consulta formulada, señaló que la Organización Mundial de la Salud define al niño prematuro como aquél de 37 semanas o menos de gestación.


Se discutió respecto del aumento de gasto fiscal que la norma podría implicar, debido a que los cálculos financieros del Ejecutivo en la actualidad consideran un 10% estadístico de partos prematuros. 


Al respecto, el doctor Ventura-Juncá lo estimó como un elemento marginal respecto al cual él, en su calidad de pediatra, no se puede pronunciar.


La Comisión estuvo de acuerdo en que  dichos cálculos financieros no pueden, en caso alguno, limitar los derechos establecidos en la ley.


Asimismo se planteó, en base al trabajo realizado por la Biblioteca del Congreso Nacional respecto al tema, que, en la legislación comparada, se contemplan soluciones tales como, por ejemplo, que en el caso de niños prematuros el postnatal comienza una vez que el niño es dado de alta. La Comisión precisó que en este caso se debe establecer claramente la calificación jurídica del período anterior al alta.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó de acuerdo con la norma que contempla la situación del niño prematuro, pero también consideró conveniente definir claramente que se entiende por niño prematuro, para evitar posibles abusos.


El Honorable Senador señor Viera Gallo, continuando con la discusión general, consultó al doctor Ventura-Juncá respecto del otro tema que ha sido debatido en el seno de la Comisión, esto es, respecto de la posibilidad que después de la sexta semana del postnatal, la trabajadora pueda, de común acuerdo con el empleador, prestar sus servicios por jornada parcial, por el doble del período postnatal que restare. Lo anterior, señaló, partiendo de la base que  se pudiese fiscalizar.


El doctor Ventura-Juncá  se manifestó de acuerdo con lo planteado y lo consideró conveniente. En su opinión, se equilibran así el deseo que puede tener una mujer de volver a trabajar, con el necesario contacto con su hijo recién nacido y la lactancia materna.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Matthei presentó el punto de vista de las madres en esta materia. Señaló que la posibilidad de media jornada más bien perjudica a la mujer, por las dificultades prácticas que ello puede acarrear para el empleador, con la consiguiente reticencia a contratar mujeres en edad fértil.


Se precisó en la discusión que, en este caso, la media jornada se establece con el necesario acuerdo del empleador.





El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su oposición al proyecto en discusión, por las razones que procedió a exponer.





Comenzó señalando que cuando se discuten temas como el en comento, hay muchas visiones que se deben intentar conciliar. En efecto, existe una visión en defensa de los derechos del niño, otra relativa a los derechos de la madre, y, por último, también aquélla que resguarda los derechos de la sociedad, la que, a través de un ordenamiento jurídico adecuado, exige el respeto a ciertos contratos y la mantención  de ciertas orientaciones.





En su opinión, este tema debe ser tratado como un todo con los restantes proyectos relativos a las licencias médicas, razón por la que solicitó al Ejecutivo el retiro de los mismos, de forma de poder analizar globalmente, y en forma única, cuidadosa y razonable, una materia en la que, como señaló, existen diversas posiciones y no hay acuerdo. 





No obstante, y atendido que el proyecto está siendo analizado por la Comisión, fundamentó  su oposición a la aprobación del mismo.





Señaló que, desde el punto de vista de la pediatría, los tres últimos meses de gestación son esenciales para el desarrollo del niño, lo que se ha podido comprobar fehacientemente en los últimos veinte o treinta años. Esto ha producido un cambio,  pues antes la preocupación se centraba en la necesidad de un buen parto, y el descanso prenatal se dirigía fundamentalmente a garantizarlo. Hoy en día se sabe que las influencias de situaciones externas al feto en este período son fundamentales, las que van desde la seguridad de la madre, su adecuado comportamiento, hasta la seguridad de atención, por lo que el descanso prenatal debe dirigirse al logro de dichos objetivos.





Es por eso, continuó, que se opone al traslado de parte del período de descanso prenatal al postnatal, aún cuando sea por voluntad de la madre, pues se produce, en consecuencia, una limitación de ese descanso prenatal. 





En cuanto a la voluntariedad de la madre respecto a trasladar o no hasta tres semanas del descanso prenatal al postnatal, insistió que se contempla como un derecho de la madre, pero es una decisión que, de acuerdo a los estudios que él maneja,  perjudica al feto. No niega la legitimidad de la decisión de la madre, pero ella no puede, aseveró, optar por lo que es bueno o no para su hijo.





En cuanto al postnatal, asunto que también se discutió en el seno de la Comisión, consideró que su duración establecida actualmente en doce semanas no es suficiente, y en eso concordó con los otros miembros de la Comisión.





El proyecto en estudio, prosiguió, legisla por el mal menor, esto es, atendido que el descanso postnatal no es suficiente, concede la posibilidad de alargarlo por la vía de trasladar tiempo correspondiente al descanso prenatal. No obstante, en su opinión, en este caso resulta dudoso cual es el mal menor, pues se resuelve, de alguna manera, el problema del postnatal, pero se genera, en consecuencia un prenatal corto e inadecuado.



Su propuesta en la materia sería establecer, en lugar de un total de 18 semanas de descanso pre y postnatal, un total  de 24 semanas de descanso maternal, en miras de asegurar el adecuado desarrollo del feto y que el niño pase el mayor tiempo posible con su madre, para la lactancia materna.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Espina y Viera-Gallo, y el voto en contra del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Salud os propone aprobar en general. Éste corresponde al aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, que, a su vez, fue el despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo 195 del Código del Trabajo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


"En el caso de parto prematuro los días restantes para completar el período de descanso prenatal, se trasladarán íntegramente al período de descanso posnatal.".


Artículo 2°.- Agrégase, a continuación del artículo 195 del Código del Trabajo, el siguiente artículo 195 bis:


"Artículo 195 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero del artículo anterior, la trabajadora podrá, previa autorización escrita de médico, optar por trasladar hasta tres semanas del período de descanso prenatal al período post natal. La trabajadora deberá comunicar por escrito al empleador de tal decisión, con copia a la Inspección del Trabajo, con una antelación de al menos dos meses a la fecha probable del parto.


Si durante el período en que se ha ejercido la opción señalada en el inciso anterior, la madre hiciere uso de reposo dispuesto por licencia médica, la trabajadora deberá hacer uso de inmediato del período de descanso que restare, trasladándose al período post natal sólo aquellos días que hubiere efectivamente trabajado.


Los días de descanso que se trasladan por el ejercicio de la opción que señala este artículo, deberán adicionarse completamente al final del período post natal.


Sin perjuicio de lo anterior, la trabajadora podrá solicitar por escrito a su empleador, a más tardar durante la séptima semana del período post natal, que esa adición sea por el doble de los días trasladados, período en que prestará servicios sólo por la mitad de la jornada legal o la estipulada en el respectivo contrato. Dicho pacto deberá consignarse como anexo al contrato de trabajo y una copia del mismo deberá registrarse en la Inspección del Trabajo.


Los días que se trasladan del período prenatal al post natal, no podrán ser compensados en dinero.


Con todo, a más tardar durante la sexta semana del período posnatal, la trabajadora podrá, de común acuerdo con el empleador, prestar sus servicios sólo por la mitad de la jornada legal o la estipulada en el respectivo contrato de trabajo, por el doble del período de posnatal que restare. Dicho pacto o acuerdo al igual que el que establece el inciso cuarto de este artículo, deberán ser consignados como anexos en el respectivo contrato, y su vigencia se referirá solamente al embarazo que dio origen al pacto o acuerdo.”.


Artículo 3°.- Intercálase en el inciso primero del artículo 201 del Código del Trabajo, a continuación de la palabra "maternidad", la frase siguiente:


“, sin contabilizar la extensión eventual de éste a que hubiere lugar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 195 bis,”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de enero de 2004, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Matthei (Presidenta en esa fecha) y señores Espina, Ríos y Viera-Gallo; y 7 y 14 de junio de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Viera-Gallo (Presidente), señora Matthei y señores Boeninger, Espina y Ruiz-Esquide.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2005.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ

             Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR CORDERO MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN LA CIUDAD DE LA SERENA EN MEMORIA DEL SACERDOTE ÁNGELO PANIGATI

(3902-04)

Honorable Senado:


Vistos: El Nº 5 del artículo 60 de la Constitución Política de la República. y  Considerando:

1. Que,  el sacerdote Católico Barnabita Rvdo. Padre Angelo Panigati, es una de las personalidades  mas queridas en la ciudad de La Serena, cuya memoria es apreciada por el incansable aporte de su labor pastoral y como educador     en nuestro país.

2. Hijo de Luigi  y María, nació en Locate Triulza , Italia el 11 de noviembre de 1925; siendo ordenado sacerdote en Roma el 24 de Marzo de 1951, llega a Chile a fines del mismo año.- De alguna manera, el hecho de haber coincidido su llegada a nuestro país, con el inicio de su ministerio sacerdotal, le hizo crear lazos muy profundos con nuestro país, los que nunca abandonó , ni olvidó.-

3. Así, tuvimos entre nosotros, un pastor emprendedor, brillante y comprometido, cuyos méritos lo llevaron a ser nombrado el 30 de Enero de 1962, Rector del Seminario Conciliar de la Serena y Superior de su comunidad religiosa, conquistando a la colectividad educativa por su sabiduría e influencia en las áreas de la Filosofía e idiomas y por la fuerza de su espíritu, la que emanaba de todas sus acciones.-

4. Fue reconocido por su espíritu jovial como educador, que lo llevaba a compartir directamente con los alumnos internos, quienes hasta hoy lo recuerdan con emoción y afecto el que era totalmente recíproco y que le sirvió de inspiración para componer   la letra del himno del Seminario Conciliar  de La Serena junto al Rvdo. Padre Lorenzo Baderna, quien a su vez compuso la música.-

5. De igual forma se destacó como capellán de rinconada y en San Ramón, donde despertó admiración su dedicación y por su capacidad para  dar retiros a la Acción Católica, labor que lejos de agotarlo,  parecía nutrir sus ímpetus y su vocación.- 

6. La estatura espiritual del Rvdo.  Padre Angelo  Panigati, tuvo también  la oportunidad de revelarse en la misión que cumplió en Afganistán , que fue constituída  “missio sui juris”  confiada a la Orden Barnabita,  que lo convirtió en el único sacerdote católico  del país, a donde viajó en marzo de 1965, debiendo abandonarlo en el año 1990 en medio de un insostenible caos militar. Por esta misión fue propuesto para el “ Premio de la Paz” instituido por la Región Lombarda (Italia) para los que hayan destacado por su actividad de  “ Constructores de Paz”.-

7.  Ahora, le toca a nuestro país, retribuir en memoria de quien nos dio gran parte de su vida e iluminó la mente y el espíritu de varias generaciones de jóvenes de la Cuarta Región, ya que ,su gran vínculo emocional y espiritual estuvo siempre en Nuestro país al que regresó  en 1983.- Así, tuvimos el honor de contar con su presencia en 1998 , con motivo de celebrarse los 150 años de existencia, del Colegio Seminario Conciliar de La Serena  y  los 50 años de presencia Barnabita en Chile.- 

8. Finalmente, el Rvdo. Padre Panigati, falleció en  Cremona,  Italia  el  5 de Junio  recién pasado, dejando en nuestro país, la imborrable huella de su obra pastoral  y educacional,  que fue el fruto de su enorme amor y dedicación a la gente de La Serena y a nuestro país, que le adeuda  un homenaje permanente  en muestra de gratitud.

En tal Virtud, vengo en proponer el siguiente :

PROYECTO DE LEY


Artículo 1º.- Autorízase la erección de un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del Sacerdote Católico miembro de la Orden Barnabita,  Rvdo. Padre Angelo Panigati.-


Artículo 2º.- Las obras se financiarán por erogaciones populares, obtenidas mediante la realización de colectas públicas, las que se efectuarán en las fechas y lugares que determine la comisión especial que se crea para los efectos de este proyecto, como también por medio de donaciones y otros aportes privados.


Artículo 3º.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4º.- Créase una comisión especial de siete miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a)
EL Alcalde de la Municipalidad de La Serena , quien la presidirá.

b)
Dos diputados, que representen distritos de la Cuarta Región

c)
El Rector del Seminario Conciliar de La Serena

d)
El Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.


Los diputados serán designados por la Cámara de Diputados.


El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5º.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a)
Determinar la fecha, la forma y los lugares en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen.

b)
Administrar el fondo creado en el artículo 3º.

c) Llamar a concursos públicos de proyectos y para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlos.

d) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo.-


Artículo 6º.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados -conservando el espíritu que inspiraba las acciones del Rvdo. Padre Panigati- a las aldeas S.O.S., que albergan a menores desvalidos, o en subsidio, lo que la comisión especial determine”.

(Fdo.): Fernando Cordero Rusque

Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ÁVILA, PARRA, RUIZ DE GIORGIO, Y SILVA, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE NOMBRAMIENTODE MINISTROS Y FISCALES JUDICIALES DE LA CORTE SUPREMA 
(3909-07)

Honorable Senado:

Las reformas constitucionales introducidas en 1997 al artículo 75 de la Constitución Política de la República, consagra la intervención sucesiva de la Corte Suprema, del Presidente de la República y del Senado en la designación de Ministros de nuestro máximo tribunal.

Este sistema rompe con el general de nombramiento de los integrantes del Poder Judicial en el que sólo intervienen la Corte Suprema o la Corte de Apelaciones respectiva y el Presidente de la República. Se aparta también de nuestra tradición en lo en la integración del Supremo Tribunal se refiere.

En la práctica la reforma ha tenido negativa influencia en la generación y funcionamiento de la Corte Suprema. En efecto, se ha prestado para una indebida politización, para una instrumentalización en las pugnas oposición-gobierno y ha dado lugar a negociaciones que retardan indebidamente los nombramientos.

La intervención del Senado no ha resultado, en consecuencia, un aporte al fortalecimiento de la independencia del Poder Judicial y menos aún a la dignidad de nuestros jueces criterios que deben exaltarse para el resguardo y buen funcionamiento de nuestro Estado de Derecho.

En mérito de lo expuesto os proponemos el siguiente :

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modificase el artículo 75 inciso tercero de la Constitución Política de la República transformando en punto final la coma que sigue a la frase "propondrá la misma Corte" y suprimiendo todo el resto del inciso.

(Fdo.): NELSON ÁVILA CONTRERAS



AUGUSTO PARRA MUÑOZ

JOSÉ RUIZ DE GIORGIO




ENRIQUE SILVA CIMMA
       . 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODERNIZA EL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO

(2844-02)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:



La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe.


Cabe señalar que S.E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia en el carácter de “suma” para el despacho de esta iniciativa.


La Cámara de Diputados, por Oficio de fecha 5 de abril de 2005, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Antonio Leal Labrín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Ulloa Aguillón.


El Senado, en sesión de fecha 12 de abril de 2005, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Defensa Nacional.


Posteriormente, los Honorables Diputados señores Alberto Cardemil Herrera y Jorge Ulloa Aguillón, fueron reemplazados por los Honorables Diputados señores Mario Bertolino Rendic y Eugenio Bauer Jouanne, respectivamente.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 19 de abril de 2005, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Julio Canessa Robert, Sergio Fernández Fernández, Sergio Páez Verdugo y Jorge Pizarro Soto, y Honorables Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne, Mario Bertolino Rendic, Jorge Burgos Varela y Antonio Leal Labrín. Eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández, quien lo es también de la Comisión de Defensa Nacional del Senado, y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A una o a las dos sesiones que celebró la Comisión Mixta concurrieron el Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, el Subsecretario de Guerra, señor Gabriel Gaspar, y los asesores, señores Felipe Illanes y Carlos Solar.


Os hacemos presente que la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y Honorables Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal, acordó formularos dos proposiciones para ser votadas separadamente, cuyos textos se transcriben en su oportunidad.


Al proceder de este modo, vuestra Comisión Mixta tuvo en vista el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, de fecha 10 de diciembre de 1991, que, en lo pertinente, señala lo siguiente:


"Como norma general, las proposiciones de las comisiones mixtas deben ser votadas, en cada Cámara, en forma conjunta, como un solo todo.


Excepcionalmente, sin embargo, las comisiones mixtas -siempre en ejercicio de su atribución para proponer la forma y modo de superar las divergencias, ya mencionada- pueden indicar, en su informe, como parte integrante del acuerdo logrado, una modalidad diferente de votar sus proposiciones, estando facultadas para señalar, sobre el particular, que éstas admiten votación separada o agrupadas en la forma que especifique, según sea el grado de autonomía o de vinculación existente entre ellas.".

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Corresponde dejar constancia de que debe aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional el número 30, en cuanto a los artículos 42 C y 42 D, del artículo 1º permanente del proyecto      -incluidos en la Segunda Proposición que se formula-, porque inciden en la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, a que se refiere el artículo 94 de la Carta Fundamental. Lo anterior, en relación con el artículo 63, inciso segundo, del Texto Fundamental.

- - -

MATERIA DE LAS DIVERGENCIAS


La controversia se ha originado en el rechazo de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado, en segundo trámite, al proyecto aprobado por aquélla en primer trámite.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

- - -

Artículo 1º


Introduce diversas modificaciones al decreto ley Nº 2.306, de 1978, que dicta normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.

Números 18, 19 y 29


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, en el número 18, aprobó sustituir el artículo 27 del decreto ley citado precedentemente, a fin de crear, en su inciso primero, la Comisión Nacional de Reclutamiento, que estará encargada de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente.


El inciso segundo contempla las funciones de esta Comisión. Su numeral 6) dispone lo siguiente:


"6) Emitir un pronunciamiento sobre las solicitudes en que se invoque la causal de exclusión indicada en el Nº 7 del artículo 42.".


El Senado, en segundo trámite, suprimió este número 6).


La Cámara de Diputados en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación del Senado.


Además, la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, en el número 19, reemplazó el artículo 28 del citado decreto ley Nº 2.306, de 1978, consultando, para su inciso segundo, el siguiente texto:


"Corresponderá a las Comisiones Especiales de Acreditación conocer las reclamaciones que tengan por objeto hacer valer alguna de las causales de exclusión del servicio militar obligatorio a que se refiere el artículo 42, salvo la del Nº 7, y resolverlas sobre la base de los antecedentes que acrediten dichas causales, en conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 30 C, y ejercer las demás facultades previstas en este decreto ley.".


El Senado, en segundo trámite, suprimió en este inciso segundo la expresión ", salvo la del Nº 7,".


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda del Senado.


Asimismo, la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, en el número 29, aprobó reemplazar el artículo 42, contemplando, en su inciso primero, como una de las causales de exclusión del cumplimiento del servicio militar, un número 7 que permite invocar la denominada objeción de conciencia, y estableciendo, en sus incisos segundo, tercero, cuarto y sexto, la forma de hacer valer esta causal y el modo de resolverla.


Los textos pertinentes son los siguientes:


"7.- Las personas cuyas íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas les impidan, en conciencia, el ejercicio de la actividad militar. Sin embargo, esta causal no podrá invocarse cuando estuviere vigente lo dispuesto en el Nº 1 del artículo 40 de la Constitución Política de la República.


Las personas que invoquen esta causal deberán presentar ante la Comisión Nacional de Reclutamiento una solicitud escrita, firmada ante notario, que sustente la exclusión invocada.


La Comisión Nacional de Reclutamiento deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la presentación. Cuando lo estime indispensable, podrá citar al solicitante o requerir informes a instituciones religiosas o humanitarias, con objeto de allegar antecedentes para su pronunciamiento.


La resolución que dicte la Comisión Nacional de Reclutamiento deberá ser notificada por carta certificada al interesado.


Las personas que sean excluidas del servicio militar en virtud del número 7 podrán ser convocadas al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 24 o en el número 2 del artículo 30 F.".


El Senado, en segundo trámite, suprimió el número 7) contemplado en el inciso primero del artículo 42, y los incisos segundo, tercero, cuarto y sexto de esta última disposición.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó las modificaciones del Senado.


El Honorable Diputado señor Burgos anunció que los Diputados de la Concertación insistirán en la normativa que aprobó esa Corporación respecto de la objeción de conciencia, en el entendido de que se trata de un texto que, en su momento, fue analizado con el Ejecutivo.


El Honorable Diputado señor Bertolino expresó que los Diputados de oposición apoyarán el criterio del Senado, en el sentido de no contemplar la objeción de conciencia como causal específica de exclusión del cumplimiento del servicio militar, fundamentalmente, porque si, por ley, los chilenos estamos obligados a defender nuestra patria en un conflicto bélico, lo lógico es que todos tengamos la instrucción militar necesaria para hacerlo.


El señor Ministro de Defensa Nacional manifestó que, en ambas Cámaras, el Ejecutivo apoyó la existencia de la aludida objeción de conciencia y, en su momento, presentó una indicación en el Senado para descentralizar el mecanismo para invocar la causal, de manera de hacerlo más cercano a los jóvenes en cuestión.  Asimismo, se buscó hacer más rigurosa la prestación de un servicio civil sustitutorio para los objetores de conciencia.


Ahora bien, ya que tal indicación fue rechazada en el Senado, el Ejecutivo apoyará el texto que, sobre la materia, aprobó la Cámara de Diputados, sin perjuicio de lo cual, el señor Ministro expresó la voluntad del Gobierno para buscar fórmulas que permitan resolver adecuadamente este tema.


El Secretario de Estado enfatizó que debe tenerse presente que, con todas las medidas que el Ejecutivo y las Fuerzas Armadas han estimulado, en términos de capacitación laboral, posibilidad de completar estudios, etcétera, la voluntariedad que se ha alcanzado respecto del servicio militar es muy alta, llegando este año a un 86% en el Ejército, y a un 100% en la Armada y la Fuerza Aérea. Por ello, la invocación de la objeción de conciencia es un tema que no influiría en cuanto al contingente que debe realizar el servicio militar.


El Honorable Diputado señor Leal señaló que ojalá el servicio militar fuera plenamente voluntario y, en esa línea, los jóvenes cumplieran con él, pero lo que aquí se está planteando es que existe un fenómeno cultural que se ha abierto paso en la mayoría de los países del mundo, esto es, la objeción de conciencia, y que en nuestro país es respaldada, por ejemplo, por la Conferencia Episcopal, el Consejo de las Iglesias Evangélicas y la Masonería.


Su Señoría resaltó que, además, debe tenerse en cuenta que no se trata de que se vaya a producir una excepción masiva de jóvenes para el servicio militar. Más aun, los objetores de conciencia, en caso de guerra externa, cumplirán con su obligación militar y, en tiempos normales, igual habrán de realizar servicios civiles de carácter sustitutorio.


El Honorable Senador señor Canessa manifestó su clara oposición a establecer la objeción de conciencia en la ley, ya que podría significar un primer paso para ir anulando todas las cargas que la Constitución Política aplica a los ciudadanos y, para vivir en un país tranquilo, deben asumirse tales cargas. Agregó que, además, no es posible comprobar fehacientemente la veracidad de dicha objeción.


En cuanto al servicio civil sustitutorio que se impondría a los objetores de conciencia, Su Señoría afirmó que no es equiparable con la obligación de cumplir el servicio militar.


El Honorable Diputado señor Burgos subrayó que los críticos a contemplar la objeción de conciencia en la ley dijeron que el solo hecho de discutir la materia produciría, el año pasado, una baja inmediata en el grado de voluntariedad del servicio militar, pero, a la luz de los datos entregados por el señor Ministro de Defensa Nacional, queda claro que tal situación no ocurrió y, todavía más, la voluntariedad subió alrededor de veinte puntos.


El Honorable Senador señor Canessa señaló que no debe perderse de vista que tales niveles de voluntariedad permiten cumplir con las actuales necesidades de conscripción, pero si éstas aumentan o las exigencias del servicio militar se hacen más rigurosas, entonces dichos niveles no permitirán satisfacer el contingente requerido.


El señor Subsecretario de Guerra manifestó que pueden buscarse fórmulas para objetivar una demanda de este tipo                            -eventualmente reglamentarias-, a fin de evitar su uso indiscriminado, tendiente a evadir una carga pública. Por ejemplo, no sería lógico que quien tenga antecedentes de haber ejecutado actos de violencia alegue la causal de la objeción de conciencia para no cumplir con su servicio militar.


El Honorable Senador señor Fernández expresó que, según los datos que maneja, el número de ciudadanos que eventualmente  se  verían  favorecidos  por  esta  causal sería muy pequeño -alrededor de 200 personas-. Luego, al no ser un problema de carácter general, si bien respeta a quienes realmente se encuentren en dicho grupo, le preocupa que el establecimiento de la objeción de conciencia introduzca un factor distorsionador del servicio militar, que, si no se regula correctamente, puede convertirse en una fórmula para evadir esa carga pública, más aun teniendo presente que nuestra política de defensa no es agresiva, sino disuasiva.


Su Señoría agregó que, además, se trata de una causal muy subjetiva y difícil de acreditar, por lo que no cree conveniente establecerla específicamente en la ley.


Por último, sostuvo que si alguien realmente tiene este tipo de objeción, podría excluirse del cumplimiento del servicio militar mediante la invocación de alguna de las demás causales que contempla este proyecto.


El Honorable Diputado señor Bertolino compartió los planteamientos del Honorable Senador señor Fernández y reiteró que establecer la objeción de conciencia en la ley es inconveniente.


En cuanto a la alta voluntariedad que existe actualmente para cumplir el servicio militar, señaló que puede estar motivada importantemente por la preocupante tasa de cesantía juvenil, que supera el 22%, lo que explica que los jóvenes vean en el servicio militar una instancia para completar sus estudios, aprender un oficio, etcétera. Ahora bien, cuando nos acerquemos al pleno empleo será difícil mantener ese nivel de voluntariedad y si, además, se introduce un elemento como la objeción de conciencia, nos encontraremos con grandes dificultades para contar con el contingente requerido. Más aun, si dicha causal se masifica, el problema será mayor.


El Honorable Diputado señor Leal manifestó que, si bien los objetores de conciencia son una minoría, es atendible reconocer su postura, añadiendo que en los países que contemplan esta causal no se ha producido un desequilibrio en la composición de las Fuerzas Armadas.


Su Señoría subrayó que el proyecto ya consagra un tipo de objeción de conciencia, en relación a familiares de víctimas de violaciones de los derechos humanos o de violencia política.


El Honorable Senador señor Fernández expresó que el tipo de objeción de conciencia al que se alude precedentemente comprende un elemento objetivo que no depende del eventual objetor, esto es, encontrarse en la situación descrita, que es comprobable. Por ello, no es igual al caso en análisis.


Por otra parte, Su Señoría planteó que, quizás, la objeción de conciencia basada en íntimas e imperiosas convicciones religiosas, humanitarias o filosóficas podría entenderse comprendida en otra de las causales de exclusión del cumplimiento del servicio militar, ya aprobadas en este proyecto, concretamente, en la contenida en el número 1 del inciso primero del artículo 42, que permite la exclusión de personas declaradas no aptas por imposibilidad psíquica, según lo disponga el reglamento. Así, no sería necesario contemplar específicamente en la ley la objeción de conciencia.


Los Honorables Diputados señores Burgos y Leal expresaron su disposición a analizar lo propuesto por el Honorable Senador señor Fernández, si bien sostuvieron que, en ese contexto, habría que ampliar el texto actual del número 1 del inciso primero del artículo 42 del proyecto, de manera de incluir conceptos como los que contiene el número 7 de dicho precepto.


En la línea de lo considerado en la Comisión Mixta, sus miembros presentes y el señor Ministro de Defensa Nacional, estuvieron contestes en dejar pendiente el tema en comento para la próxima sesión.


En la segunda sesión de la Comisión Mixta, el señor Subsecretario de Guerra, señaló que, en conformidad al debate realizado en la primera sesión, el Ejecutivo estaría dispuesto a respaldar una fórmula de acuerdo en relación con el tema de la objeción de conciencia, en el sentido de que en el número 1 del inciso primero del artículo 42 del proyecto se agregue como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, además de la imposibilidad física o psíquica, la imposibilidad ética, y que, de ser acogida esta propuesta, quien haga uso de ella realice algún tipo de prestación social sustitutoria.


Prosiguiendo con el debate sobre esta materia, los Honorables Senadores señores Canessa y Fernández y los Honorables Diputados señores Burgos y Leal, en lo sustancial, reafirmaron sus argumentos expresados en la primera sesión, a favor o en contra de contemplar en el proyecto la objeción de conciencia como causal específica de exclusión del cumplimiento del servicio militar, como consta precedentemente en este informe.


Por su parte, el Honorable Diputado señor Ulloa manifestó que la consideración ética como una causal para ser declarado no apto para cumplir el servicio militar, resulta de difícil delimitación por el carácter subjetivo de la misma.


Ahora bien, en cuanto al tema de fondo, Su Señoría señaló que lo ideal sería tener un servicio militar que se cumpliera en un 100% por voluntarios, con los incentivos del caso, pero, mientras exista un servicio militar obligatorio, como carga pública, debe evitarse contemplar causales de exclusión subjetivas que conduzcan a no contar con el contingente necesario para la conscripción militar.


El Honorable Diputado señor Cardemil sostuvo que, cuando esta materia se debatió en la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados, concurriendo a ello el Ministerio del ramo, se tuvo presente que hay dos sistemas posibles: un servicio militar voluntario, con el cual desaparece el problema en análisis, y un servicio militar obligatorio que significa imponer una carga pública de aplicación general.


Entonces, establecer una causal que podría prestarse para evadir esta carga pública, representa el problema de fondo.  Por ello, agregar una consideración de carácter ético, como causal de exclusión, abre una puerta que, por la vía de las reclamaciones, de no ser aceptadas, permitirá la interposición de recursos ante los tribunales, lo que, en definitiva, significaría la judicialización de este asunto, cuestión que a Su Señoría le parece inconveniente.


Precisó que la situación que ha planteado implicaría un perjuicio para las necesidades de la defensa nacional, por lo que no es partidario de innovar sobre la materia mientras exista un servicio militar obligatorio.


El Honorable Diputado señor Letelier se mostró partidario de avanzar, sobre la base de mayores estímulos, hacia fórmulas distintas al servicio militar obligatorio, pero, mientras ello no se concrete, estima necesario contemplar la objeción de conciencia aprobada por la Cámara de Diputados, que está debidamente regulada.


Por otra parte, cabe tener presente que quienes tienen la calidad de estudiantes, en los términos consignados en el artículo 30 F del proyecto, podrán acceder a modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar, pero el pequeño universo de objetores de conciencia que no cuenten con esa calidad, no tendrán esa opción, y se verían obligados a utilizar como fórmula el matricularse en un plantel de enseñanza profesional o técnico de nivel superior, a fin de acceder a las aludidas modalidades alternativas.


Su Señoría remarcó que sería una señal inadecuada no reconocer un mecanismo regulado de objeción de conciencia, más aun cuando la normativa dispuesta para esta causal sujeta a los objetores a la posibilidad de ser destinados a servir en la Defensa Civil por un tiempo equivalente al de la conscripción, o a prestar servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas.


El Honorable Senador señor Páez expresó que esta materia ya ha sido suficientemente debatida, y que concurrirá a aprobar la incorporación de la consideración ética como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, salvando, así, la divergencia producida en torno a contemplar específicamente en el proyecto la objeción de conciencia.


El Honorable Senador señor Fernández sostuvo que, como ya lo dijo en la sesión anterior, la objeción de conciencia puede entenderse comprendida en una de las causales de exclusión contenida en el número 1 del inciso primero del artículo 42 del proyecto, esto es, en el concepto de imposibilidad psíquica, lo que obviaría considerar el punto como una causal específica más.


Su Señoría manifestó que, para ello, hay que tener presente las definiciones que da el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, puesto que, respecto al concepto "psíquico" señala que es lo perteneciente o relativo a las funciones y contenidos psicológicos y, a su vez, al definir psicología, contempla las siguientes acepciones: parte de la filosofía que trata del alma, sus facultades y operaciones; todo aquello que atañe al espíritu, o manera de sentir de una persona o de un pueblo. De consiguiente, la expresión "psíquica" no está necesariamente referida a una anormalidad mental, y como la norma del citado número 1 agrega que la consideración de las causales que contempla operará "según lo disponga el reglamento", será éste el que deberá determinar el alcance que, para los efectos de que se trata, tendrá la imposibilidad psíquica.


El Honorable Diputado señor Leal expresó que la interpretación efectuada por el Honorable Senador señor Fernández no es la que se ha dado en la práctica, pues siempre la imposibilidad psíquica se ha vinculado con alteraciones mentales.


El Honorable Diputado señor Burgos manifestó su acuerdo para agregar la consideración ética en el aludido número 1 del inciso primero del artículo 42, porque no comparte que pueda darse a esta norma la amplitud a que se refirió el Honorable Senador señor Fernández.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión Mixta puso en votación la propuesta para incluir, en el número 1 del inciso primero del artículo 42, la imposibilidad "ética" como causal de exclusión del cumplimiento del servicio militar, en reemplazo de la normativa aprobada por la Cámara de Diputados relativa a la objeción de conciencia.


- Efectuada la votación de esta proposición se aprobó por cinco votos a favor y cuatro en contra.  Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Páez y Pizarro, y los Honorables Diputados señores Burgos, Leal y Letelier (don Juan Pablo), y, por la negativa, los Honorables Senadores señores Canessa y Fernández, y los Honorables Diputados señores Cardemil y Ulloa.

En consecuencia, quedó aprobada la aludida modificación al citado número 1, y suprimidos, del texto propuesto por la Cámara de Diputados, el número 7 del inciso primero del artículo 42, los incisos segundo, tercero, cuarto y sexto de esta disposición, y, consecuencialmente, el número 6) del inciso segundo del artículo 27 y la frase "salvo la del Nº 7" contemplada en el inciso segundo del artículo 28.


El Honorable Diputado señor Burgos hizo presente que votó en el entendido de que lo ideal sería que los excluidos del servicio militar por imposibilidad ética, pudieran ser convocados al cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 24 o en el número 2 del artículo 30 F del proyecto, siguiendo la línea de lo establecido en el inciso sexto del artículo 42 del texto de la Cámara de Diputados.


El señor Subsecretario de Guerra expresó que, si bien las imposibilidades físicas o psíquicas señaladas en el número 1 del inciso primero del artículo 42 son invalidantes para cumplir cualquier otra modalidad alternativa de servicio militar, para el Ejecutivo eso no necesariamente debe operar respecto del caso de exclusión por imposibilidad ética, pues, en esta última situación, correspondería que estas personas quedaran sujetas a una prestación social sustitutoria. 


El señor Presidente de la Comisión Mixta aclaró que al poner en votación la proposición de incluir, en el citado número 1, el concepto de imposibilidad ética, ello se hizo en reemplazo de toda la normativa sobre objeción de conciencia contemplada en el texto de la Cámara de Diputados y, por tanto, quienes se excluyan del cumplimiento del servicio militar por esa causal, al igual que los excluidos por imposibilidad física o psíquica, se consideran inaptos para el mismo.


Adicionalmente, la Comisión Mixta, siempre en lo relativo a las causales de exclusión del cumplimiento del servicio militar, tuvo presente que el número 3 del inciso primero del artículo 42 -disposición ya aprobada por ambas Cámaras- permite la exclusión de las personas a quienes dicho cumplimiento ocasione un grave deterioro en la situación socio-económica de su grupo familiar del cual constituyan su única fuente de ingreso.


Ahora bien, se emplea el concepto de "única" fuente de ingreso lo cual causaría significativos problemas, por ejemplo, en el caso de aquellos jóvenes que, siendo el principal sostén económico de su grupo familiar, tengan en dicho grupo algún beneficiario de pensión asistencial -que son muy bajas-.


Por ello, la Comisión Mixta y los representantes del Ejecutivo, con el objeto de hacer más justa la norma, coincidieron en que es necesario sustituir, en el citado número 3, el requisito de "única fuente de ingreso" por "principal fuente de ingreso".


- Puesta en votación la enmienda transcrita, vuestra Comisión Mixta la aprobó, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández, Páez y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Leal, Letelier y Ulloa.

Número 24


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó agregar en el citado decreto ley Nº 2.306, de 1978, un artículo 30 F que, en su inciso primero, establece las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar, en el caso de los varones que se encuentren cursando el último año de enseñanza media, estudios para la obtención de un título profesional o técnico de nivel superior, o realizando su práctica profesional. Si ellos resultan convocados, en virtud del sorteo general, tienen derecho a optar por alguna de las modalidades que la norma contempla en tres numerales, de los cuales el número 3 consulta la siguiente:


"3.- Participación, hasta por ciento cincuenta días, en cursos especiales para estudiantes del último año de enseñanza media o de establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste.".


El Senado, en segundo trámite, intercaló, a continuación de las palabras "cursos especiales", lo siguiente: "de instrucción militar".


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda del Senado.


- Vuestra Comisión Mixta, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y los Honorables Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal, aprobó la enmienda propuesta por el Senado.


En la segunda sesión, el Honorable Diputado señor Letelier (don Juan Pablo), manifestó que le fue imposible asistir a la primera sesión de esta Comisión Mixta, por lo que solicitó dejar constancia de que no comparte el acuerdo adoptado por ésta respecto al número 3 del artículo 30 F, puesto que, a juicio de Su Señoría, la enmienda del Senado hace restrictiva la norma, ya que los estudiantes a que se refiere dicho artículo, no podrían acceder, como modalidad alternativa de cumplimiento del servicio militar, a servir en la Defensa Civil. En concepto del señor Diputado, lo ideal habría sido contemplar esta posibilidad de cumplimiento alternativo.

Número 30


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó, en este número 30, incorporar, en el Título Cuarto, un Capítulo V, nuevo, relativo a los deberes y derechos de los soldados conscriptos, con los artículos 42 A al 42 D.


En lo que atañe a este informe de Comisión Mixta, los textos aprobados para los artículos 42 A, 42 C y 42 D, son los siguientes:


"Artículo 42 A.- Durante la realización del servicio militar obligatorio, los soldados conscriptos estarán especialmente obligados a dar cumplimiento a las órdenes que impartan los superiores y a las prescripciones y mandatos que constituyen la base fundamental del servicio, y deberán observar un comportamiento honorable compatible con esa carga pública.


Artículo 42 C.- Cuando existan razones fundadas para suponer que un soldado conscripto, con ocasión del cumplimiento del servicio militar, haya sido objeto de rigor injustificado, extralimitación de atribuciones, castigos no contemplados en el reglamento de disciplina o derivados de situaciones ajenas y que no afecten al servicio, o que haya sido víctima de tratamiento reñido con su dignidad y honor como persona, corresponderá a los padres o apoderados del afectado, según fuere el caso, reclamar por escrito de dicha situación ante la Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto.


Lo establecido en este artículo es sin perjuicio del derecho que le asiste al soldado conscripto de reclamar por el debido conducto regular y del ejercicio de las acciones administrativas, penales y civiles a que haya lugar.


Artículo 42 D.- Cada institución de las Fuerzas Armadas contará con una Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto, la que, bajo la dirección de un Oficial General en servicio activo, se encargará de supervisar y controlar la debida aplicación de las normas referidas a los derechos de los soldados conscriptos y de asesorar al Comandante en Jefe en esta materia.


Dicha oficina central contará con oficinas locales en los lugares donde existan guarniciones de la institución, las que recibirán las reclamaciones a que se refiere el artículo anterior y las derivarán a la oficina central. Las reclamaciones podrán presentarse, asimismo, ante cualquier Cantón de Reclutamiento, el que para esos efectos funcionará como oficina receptora, y las remitirá a la oficina central a través de la Dirección General.


El reglamento establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales los organismos descritos cumplirán las funciones a que se refiere este Capítulo.".


El Senado, en segundo trámite, efectuó las siguientes modificaciones:


- Eliminó la palabra "especialmente", en el artículo 42 A.


- Suprimió los artículos 42 C y 42 D.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó las modificaciones del Senado.


- Respecto al artículo 42 A, vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y Honorables Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal, aprobó la enmienda propuesta por el Senado.


En cuanto a los artículos 42 C y 42 D, el Honorable Diputado señor Bertolino expresó que, en los hechos, ya existe una Oficina de Información del Contingente en el Ejército que, según entiende, ha funcionado bien, permitiendo canalizar reclamos ante diversas situaciones que han afectado a los soldados conscriptos, y, por ello, consagrar a nivel legal una Oficina de los Derechos del Soldado Conscripto, en los términos planteados en el texto de la Cámara de Diputados, puede hacer más compleja la aplicación de un mecanismo que, tal como opera en la actualidad, ha sido eficaz. En consecuencia, Su Señoría manifestó que, en principio, estaría por no innovar sobre este particular.


A continuación, el Honorable Senador señor Fernández presentó una proposición para contemplar como artículos 42 C y 42 D, los siguientes:


"Artículo 42 C.- En cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas existirá una Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, dependiente del Oficial General que tenga a cargo el Servicio de Bienestar Social de la respectiva Institución.


Además de la Oficina Central, existirán Oficinas Locales conforme la situación de cada Institución, las que deberán cumplir, en sus respectivos radios jurisdiccionales, las tareas y misiones establecidas para este organismo.


Artículo 42 D.- La Oficina tendrá por misión recibir, atender y canalizar las solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, que los padres o apoderados, pudieran formular respecto de las actividades que conlleva la realización del servicio militar de sus hijos o pupilos.


Sin perjuicio de las atribuciones de los Comandantes de las respectivas Unidades, la Oficina podrá recibir denuncias formuladas por los padres o apoderados de un Soldado Conscripto, referidas a tratamientos reñidos con la dignidad y honor de las personas, o que no se ajusten a la reglamentación vigente.


Con todo, el Soldado Conscripto deberá siempre formular sus solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, y reclamar, conforme a las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.445, del Ministerio de Defensa Nacional, de 14 de diciembre de 1951, "Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas".


En el cumplimiento de su cometido, la Oficina se desempeñará como organismo asesor y coordinador de las autoridades militares respectivas, sin que ello implique interferencias con la labor de otros entes civiles o militares que tengan competencia sobre la materia, pudiendo proponer las medidas conducentes a dar pronta solución a las solicitudes, peticiones o inquietudes que se le hayan presentado, así como aquellas que digan relación con denuncias de actos reñidos con la dignidad y honor de las personas o que no se ajusten a la reglamentación vigente, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.


Un Reglamento dictado por el Ministerio de Defensa Nacional, a proposición de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales la Oficina Central y las Oficinas Locales cumplirán sus funciones.".


El Honorable Senador señor Fernández precisó que la proposición que viene formulando busca conciliar las distintas visiones que existen sobre esta materia y, en esa línea, se consagra a nivel legal lo que actualmente está operando en la práctica, teniendo también presentes los planteamientos del Ejecutivo.


El señor Ministro de Defensa Nacional y los miembros presentes de la Comisión Mixta coincidieron en que la proposición de texto para los artículos 42 C y 42 D, presentada por el Honorable Senador señor Fernández -ya descrita- recoge el sentido y espíritu fundamental respecto de la instancia que se quiere establecer en esta materia, permitiendo que la misma quede contenida en la ley y opere en todas las ramas de las Fuerzas Armadas.


- En consecuencia, vuestra Comisión Mixta aprobó, unánimemente, los artículos 42 C y 42 D, con el texto precedentemente aludido, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Fernández y Páez, y los Honorables Diputados señores Bauer, Bertolino, Burgos y Leal.

- - -

PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de poneros en consideración para salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, las siguientes proposiciones:

PRIMERA PROPOSICIÓN

ARTÍCULO 1º

Número 18

Artículo 27

Inciso segundo

Número 6), texto Cámara de Diputados


Suprimirlo.

Número 19

Artículo 28

Inciso segundo, texto Cámara de Diputados


Suprimir la frase ", salvo la del Nº 7,".

Número 29

Artículo 42

Inciso primero

Número 1, texto ambas Cámaras


Sustituir la frase "imposibilidad física o psíquica" por "imposibilidad física, psíquica o ética".

Número 7, texto Cámara de Diputados


Suprimirlo.

Incisos segundo, tercero, cuarto y sexto, texto Cámara de Diputados


Suprimirlos, pasando los incisos quinto, séptimo y octavo a ser incisos segundo, tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.

SEGUNDA PROPOSICIÓN

ARTÍCULO 1º

Número 24

Artículo 30 F

Inciso primero

Número 3, texto Cámara de Diputados


Intercalar, a continuación de la palabra "especiales", la frase "de instrucción militar".

Número 29

Artículo 42

Inciso primero

Número 3, texto ambas Cámaras


Sustituir la palabra "única" por "principal".

Número 30

Artículo 42 A, texto Cámara de Diputados


Suprimir la palabra "especialmente".

Artículos 42 C y 42 D, textos Cámara de Diputados


Consultarlos del siguiente modo:


"Artículo 42 C.- En cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas existirá una Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, dependiente del Oficial General que tenga a cargo el Servicio de Bienestar Social de la respectiva Institución.


Además de la Oficina Central, existirán Oficinas Locales conforme la situación de cada Institución, las que deberán cumplir, en sus respectivos radios jurisdiccionales, las tareas y misiones establecidas para este organismo.


Artículo 42 D.- La Oficina tendrá por misión recibir, atender y canalizar las solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, que los padres o apoderados, pudieran formular respecto de las actividades que conlleva la realización del servicio militar de sus hijos o pupilos.


Sin perjuicio de las atribuciones de los Comandantes de las respectivas Unidades, la Oficina podrá recibir denuncias formuladas por los padres o apoderados de un Soldado Conscripto, referidas a tratamientos reñidos con la dignidad y honor de las personas, o que no se ajusten a la reglamentación vigente.


Con todo, el Soldado Conscripto deberá siempre formular sus solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, y reclamar, conforme a las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.445, del Ministerio de Defensa Nacional, de 14 de diciembre de 1951, "Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas".


En el cumplimiento de su cometido, la Oficina se desempeñará como organismo asesor y coordinador de las autoridades militares respectivas, sin que ello implique interferencias con la labor de otros entes civiles o militares que tengan competencia sobre la materia, pudiendo proponer las medidas conducentes a dar pronta solución a las solicitudes, peticiones o inquietudes que se le hayan presentado, así como aquellas que digan relación con denuncias de actos reñidos con la dignidad y honor de las personas o que no se ajusten a la reglamentación vigente, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.


Un Reglamento dictado por el Ministerio de Defensa Nacional, a proposición de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales la Oficina Central y las Oficinas Locales cumplirán sus funciones.".

- - -


Finalmente, cabe hacer presente, a título meramente informativo, que de ser aprobadas las proposiciones de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.306, de 1978:


1.- Reemplázase el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá remitir anualmente a la Dirección General de Movilización Nacional, dentro de los diez primeros días del mes de enero, la nómina de las personas que cumplan dieciocho años de edad en el respectivo año, con indicación del rol único nacional, la fecha de nacimiento y el lugar de residencia de las mismas, con objeto de materializar su inscripción automática en el Registro Militar. Asimismo, deberá remitir mensualmente la nómina de las personas de dieciocho a cuarenta y cinco años de edad que hubieren fallecido en el respectivo mes.”.


2.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 6º por el siguiente:


“La Dirección General estará a cargo de un Oficial General del Ejército, Armada o Fuerza Aérea que, con el título de Director General de Movilización Nacional, será el jefe superior del servicio y dependerá directamente del Ministro de Defensa Nacional.”.


3.- Modifícase el artículo 7º del modo que se indica a continuación:


a) Reemplázanse, en el inciso segundo, las letras a) y b) por las siguientes: 


“a) La elaboración del Registro Militar y de la Base de Conscripción, la distribución y la convocatoria de las personas y la realización de los sorteos en conformidad con este decreto ley.


b) La participación en la selección de las personas convocadas, en conjunto con las restantes autoridades que señala este decreto ley, en lo relativo al cumplimiento de las obligaciones del servicio militar.".


b) Intercálase, a continuación de la letra b), la siguiente letra c), nueva, pasando las letras c) a k) a ser d) a l), respectivamente: 


“c) La integración en la Comisión Nacional de Reclutamiento, por medio de su Director General, y en las Comisiones Especiales de Acreditación, a través de representantes, quienes se desempeñarán como secretarios de las mismas y nombrarán a los correspondientes oficiales de reclutamiento que participarán en ellas.”.


4.- Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8º.- En todos aquellos casos en que no exista un procedimiento especialmente previsto, las resoluciones que dicte la Dirección General, respecto de las solicitudes que presenten las personas afectas a este decreto ley, serán reclamables administrativamente ante el Subsecretario de Guerra  y de su resolución podrá recurrirse ante el Ministro de Defensa Nacional, quien resolverá oyendo al Comité de Auditores Generales.”.


5.- Agrégase, a continuación del artículo 13, el siguiente artículo 13 A, nuevo:


“Artículo 13 A.- El cumplimiento de las obligaciones que impone este decreto ley se acreditará con el documento de situación militar expedido por el Cantón de Reclutamiento correspondiente, en la forma que determine el reglamento.”.


6.- Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- Para los efectos de este decreto ley, las personas serán clasificadas en la siguiente forma:


a) Base de Conscripción;


b) Servicio Activo, y


c) Reserva.”.


7.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Estarán exentos del deber militar, mientras permanezcan en sus cargos:


1.- El Presidente de la República; los Ministros de Estado y aquellos que tengan dicho rango; los Subsecretarios; el Contralor General de la República; los Consejeros del Banco Central; el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, y los jefes superiores de los servicios de la Administración del Estado.


2.- Los Senadores y los Diputados.


3.- Los jueces de garantía, los jueces de los tribunales de juicio oral, los fiscales del Ministerio Público, el Defensor Nacional y los defensores regionales y locales.


4.- Los ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones; los secretarios, relatores y los fiscales de estos tribunales; los jueces y los secretarios de juzgados de letras; los funcionarios que ejercen el Ministerio Público Militar, y los miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal Calificador de Elecciones.


5.- Los embajadores; los ministros plenipotenciarios; los encargados de negocios; los consejeros; los secretarios de embajadas y legaciones; los cónsules, y los agentes consulares.


6.- Los intendentes, los gobernadores y los alcaldes.


7.- Los ministros de culto pertenecientes a iglesias, confesiones o instituciones religiosas que gocen de personalidad jurídica de derecho público, siempre que acrediten su calidad de tales mediante certificación expedida por sus respectivas entidades religiosas.


8.- Los que ejerzan cargos que no puedan ser abandonados por razones de interés nacional, previa calificación del Presidente de la República.


Estarán igualmente exentas del deber militar las madres de menores de dieciocho años.”.


8.- Reemplázase la denominación del Capítulo I, del Título Cuarto, por: “Del Registro Militar y de la Base de Conscripción”.


9.- Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente: 


“Artículo 18.- Todos los chilenos que cumplan dieciocho años de edad integrarán el Registro Militar, el que será actualizado por la Dirección General con la información que le proporcione anualmente el Servicio de Registro Civil e Identificación, conforme a lo dispuesto en el artículo 3°.”.


10.- Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 A y 18 B, nuevos:


“Artículo 18 A.- Para los efectos del Registro Militar, las personas que cumplan diecisiete años de edad deberán actualizar su residencia o domicilio en el Servicio de Registro Civil e Identificación. 


Se considerarán válidas todas las notificaciones o actuaciones que se efectuaren a las personas a que se refiere el artículo anterior en la residencia o domicilio registrado en el mencionado Servicio.


Artículo 18 B.- El Presidente de la República podrá ordenar a la Dirección General la actualización parcial o total de los datos contenidos en el Registro Militar respecto de las personas que hubiesen cumplido entre 20 y 45 años de edad.”.


11.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- La cantidad de contingente que debe acuartelarse cada año será determinada por el Presidente de la República a proposición del Ministro de Defensa Nacional, conforme a los requerimientos efectuados por las Fuerzas Armadas.”.


12.- Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- La Base de Conscripción es el conjunto de personas que están sujetas a la obligación de cumplir el servicio militar. Será elaborada anualmente por la Dirección General y publicada en la forma que determine  el reglamento.


Pertenecerán a la Base de Conscripción los varones que integren el Registro Militar del año en curso, los disponibles del año anterior y los que por enfermedad o por haber estado procesados por delitos que no merezcan  pena aflictiva o por haber sido condenados a una pena inferior, se hallaban imposibilitados para realizar el servicio militar en el año en que les correspondía hacerlo.


Los varones que no hayan sido sorteados en la primera convocatoria integrarán, además, la Base de Conscripción del año siguiente, por segunda y última vez, siempre que la clase correspondiente de ese año no alcance a completar las necesidades de las Fuerzas Armadas.”.


13.- Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Los varones pertenecientes a la Base de Conscripción deberán concurrir a las citaciones que les hicieren las autoridades de reclutamiento para integrar el contingente que será convocado al servicio militar. En caso de privación de libertad, el jefe del respectivo establecimiento penal informará al Cantón de Reclutamiento correspondiente las circunstancias de la misma.”.


14.- Elimínase el inciso final del artículo 23.


15.- Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- Los varones declarados aptos para el servicio militar que no fueron acuartelados formarán durante un año más la categoría de disponibles, y quedarán sujetos a las obligaciones que señalan este decreto ley y su reglamento. 


Asimismo, quedarán en calidad de disponibles los varones  que en el momento de resultar sorteados residan en el extranjero y mientras permanezcan fuera de Chile, circunstancia que deberán acreditar en el consulado correspondiente, en la forma que determine el reglamento.


Los varones de esta categoría podrán ser destinados a servir en la Defensa Civil de Chile hasta por un tiempo equivalente al de la conscripción, o ser incluidos  en la lista de llamados en las condiciones que señala el artículo 30 A.”.


16.- Reemplázase la denominación del Capítulo II, del TÍTULO CUARTO, por: “De la Selección”.


17.- Agrégase, a continuación del Capítulo II, del TITULO CUARTO, el siguiente párrafo I, nuevo: "PÁRRAFO I Del Control de la Selección”.


18.- Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente: 


“Artículo 27.- Créase la Comisión Nacional de Reclutamiento, que estará encargada de la supervisión y control del proceso de reclutamiento y selección del contingente. Será convocada anualmente por el Ministro de Defensa Nacional y estará integrada por el Subsecretario de Guerra, quien la presidirá, por los Subsecretarios de Justicia, de Educación, de Salud y de Planificación y Cooperación, por el Director General, y por un Oficial Superior de las Fuerzas Armadas, designado por el Subsecretario de Guerra a proposición del Director General, quien se desempeñará como secretario de la Comisión.


Corresponderá a la Comisión Nacional de Reclutamiento, especialmente:


1) Supervisar las actividades del proceso de reclutamiento y selección del contingente y velar por el cumplimiento de este decreto ley y su reglamento. 


En particular, deberá ejercer la supervisión y control de las siguientes actividades específicas:


a) El uso de la información y de las nóminas proporcionadas por el Servicio de Registro Civil e Identificación; la elaboración, actualización, difusión y utilización del Registro Militar, de la Base de Conscripción, de las bases para los sorteos general y final, de las nóminas de voluntarios  y de la lista de llamados, y la publicación oportuna y eficaz de las convocatorias y resultados del proceso de selección y reclutamiento;


b) La realización de los sorteos que contempla este decreto ley, y


c) La evaluación de la aptitud para realizar el servicio militar en el proceso de selección del contingente a que se refiere el artículo 30 D. 


2) Constituir, bajo su dependencia, las Comisiones Especiales de Acreditación  y ejercer la dirección de las actividades que éstas lleven a cabo.


3) Informar al Ministro de Defensa Nacional respecto del proceso de reclutamiento y selección del contingente.


4) Solicitar informes a los diferentes organismos que intervengan en el proceso de reclutamiento y selección sobre cualquier materia que sea de su competencia. 


5) Solicitar, a las autoridades que corresponda, la destinación en comisión de servicio de representantes y peritos de entre los funcionarios de la Administración del Estado, para el cumplimiento de las funciones de la Comisión Nacional de Reclutamiento a que se refiere este Capítulo.


19.- Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- La Comisión Nacional de Reclutamiento constituirá Comisiones Especiales de Acreditación en aquellas provincias o comunas del país que determine el reglamento, en función de la extensión territorial de la jurisdicción de los Cantones de Reclutamiento respectivos y del tamaño de su población. 


Corresponderá a las Comisiones Especiales de Acreditación conocer las reclamaciones que tengan por objeto hacer valer alguna de las causales de exclusión del servicio militar obligatorio a que se refiere el artículo 42 y resolverlas sobre la base de los antecedentes que acrediten dichas causales, en conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 30 C, y ejercer las demás facultades previstas en este decreto ley.


Las Comisiones Especiales de Acreditación serán presididas por un delegado del Presidente de la Comisión Nacional de Reclutamiento y estarán integradas por profesionales de la Administración del Estado en representación de los Ministerios de Justicia, Educación, Salud y del Instituto Nacional de la Juventud, designados por el respectivo Intendente, por un Oficial representante de las Fuerzas Armadas nombrado por el Comandante de Guarnición de mayor antigüedad, y por un representante del Director General, designado por este último, quien se desempeñará como secretario de la Comisión.


Las Comisiones Especiales de Acreditación se constituirán en el momento de efectuarse el sorteo general y funcionarán en conformidad con las normas de organización y procedimiento que establezca el reglamento, bajo la dirección y dependencia directa de la Comisión Nacional de Reclutamiento.”.


20.- Agrégase, a continuación del Capítulo II, del TÍTULO CUARTO, el siguiente párrafo II, nuevo: "PÁRRAFO II Del Proceso de Selección del Contingente”.


21.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Para la realización del servicio militar se seleccionará preferentemente a las personas que hayan manifestado su decisión de presentarse voluntariamente a su cumplimiento o de efectuarlo voluntariamente, y que cumplan con los requisitos legales, reglamentarios y de salud. En el caso de que los voluntarios varones no sean suficientes para enterar el contingente a que alude el artículo 20, se completará la cantidad faltante mediante los sorteos que contempla esta ley.”.


22.- Agrégase el siguiente artículo 29 A, nuevo:


“Artículo 29 A.- Los varones que integren la Base de Conscripción podrán concurrir al Cantón de Reclutamiento respectivo para manifestar su decisión de presentarse voluntariamente a cumplir con la obligación de realizar el servicio militar. 


Las mujeres que pertenezcan a las clases comprendidas en el correspondiente llamado podrán concurrir al Cantón de Reclutamiento respectivo para manifestar su decisión de efectuar voluntariamente el servicio militar. 


Dichas personas serán incluidas en la lista de llamados en calidad de voluntarios, una vez que el Cantón de Reclutamiento verifique el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.


Asimismo, las personas sin instrucción militar de entre veinte y veinticuatro años de edad podrán, igualmente, manifestar su decisión de efectuar voluntariamente el servicio militar en los términos de este artículo.”.


23.- Reemplázase el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Para completar la cantidad del contingente que debe acuartelarse anualmente, y que no se entere con los varones incluidos como voluntarios, la Dirección General realizará un primer sorteo público, denominado sorteo general, entre quienes conformen la Base de Conscripción, con exclusión de dichos voluntarios.


Corresponderá a la Dirección General determinar el número de varones que deberán ser sorteados y velar por que dicho sorteo se efectúe en forma proporcional a la Base de Conscripción de cada comuna.”.


24.- Agréganse, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 A a 30 F, nuevos:


“Artículo 30 A.- La lista de llamados para el cumplimiento del servicio militar estará conformada por los varones que determine el sorteo general y por aquellas personas que tengan la calidad de voluntarias según lo dispone el artículo 29 A.


Artículo 30 B.- Los varones convocados en virtud del sorteo general podrán recurrir a la correspondiente Comisión Especial de Acreditación con objeto de hacer valer las causales de exclusión que correspondan, en conformidad con el artículo 42.


La reclamación se interpondrá por escrito ante cualquier Cantón de Reclutamiento, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de los resultados del sorteo general, acompañando los documentos o antecedentes que le sirvan de fundamento.


Artículo 30 C.- Los Cantones de Reclutamiento remitirán a la Comisión Especial de Acreditación competente las reclamaciones y sus antecedentes, dentro de tercero día hábil a partir de la interposición de la reclamación.


Dicha Comisión podrá solicitar, a toda persona natural o jurídica, antecedentes, datos e informes relativos a las reclamaciones de que conozca, la que estará obligada a proporcionárselos en el plazo que se le señale. 


Cada reclamación será resuelta en el plazo de treinta días, contado desde la recepción de la misma por la Comisión, y la resolución se notificará al Cantón de Reclutamiento respectivo, el que la pondrá en conocimiento del reclamante dentro de quinto día hábil. 


Artículo 30 D.- Corresponderá a las Fuerzas Armadas evaluar la aptitud para realizar el servicio militar de las personas convocadas en calidad de voluntarias y de los varones seleccionados por el sorteo general cuyas reclamaciones fueren rechazadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 30 C, o que no presentaren reclamaciones.


Para cumplir con esta función, las instituciones de las Fuerzas Armadas comisionarán a personal especializado de su dependencia, el que procederá a examinar a las personas a que se refiere el inciso anterior, en conformidad con los criterios técnicos y procedimientos que fije un reglamento de selección de soldados conscriptos para las Fuerzas Armadas.


Se dejará constancia, en el acta reservada de selección del contingente, del hecho de que una persona haya sido declarada no apta para el cumplimiento del servicio militar. La violación de esta reserva será sancionada conforme a las normas legales vigentes.


Artículo 30 E.- Cuando el número de varones declarados aptos exceda la cantidad de contingente a que se refiere el artículo 20, se realizará un segundo sorteo público, denominado sorteo final, el que, con exclusión de los voluntarios aptos, determinará quiénes de entre ellos cumplirán con el servicio militar.


Artículo 30 F.- Los varones que se encontraren cursando el último año de enseñanza media, estudios tendientes a la obtención de un título profesional o técnico de nivel superior en establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste o realizando su práctica profesional, y que resultaren convocados en virtud del sorteo general tendrán derecho a optar, por una sola vez, entre las siguientes modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar:


1.- Conscripción ordinaria, en forma inmediata o al término de los estudios correspondientes. En ambos casos, podrán optar por la institución de las Fuerzas Armadas y la unidad que sean de su preferencia. 


2.- Prestación, hasta por ciento ochenta días, de servicios vinculados a sus estudios en aquellas profesiones que interesen a las Fuerzas Armadas.


3.- Participación, hasta por ciento cincuenta días, en cursos especiales de instrucción militar para estudiantes del último año de enseñanza media o de establecimientos de educación superior del Estado o reconocidos por éste.


El reglamento regulará las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar a que se refieren los números anteriores, definirá las profesiones y cursos especiales que interesen a las Fuerzas Armadas y establecerá los procedimientos mediante los cuales éstas informarán a la Dirección General de sus requerimientos y disponibilidades.


Las solicitudes para optar a las modalidades alternativas de cumplimiento del servicio militar se presentarán por escrito ante cualquier Cantón de Reclutamiento, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de los resultados del sorteo general.”.


25.- Sustitúyese el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- El Servicio Activo es la condición en que se encuentran las personas que han sido convocadas y están cumpliendo cualquier forma del deber militar.


El personal de planta de las Fuerzas Armadas y los subalféreces, cadetes, grumetes, aprendices y alumnos de las escuelas institucionales que no formen parte del personal de planta, pertenecen al Servicio Activo.”.


26.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- La Dirección General, a petición del interesado, podrá autorizar la anticipación del servicio militar, en calidad de voluntario, en la modalidad de conscripción ordinaria hasta en un año. Con todo, estas personas no podrán ser movilizadas antes de cumplir dieciocho años de edad.”.


27.- Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- La Dirección General deberá considerar, en calidad de disponibles, a los deportistas que sean designados seleccionados nacionales por las correspondientes federaciones deportivas. Para tal efecto, en los meses de enero y julio de cada año, el Instituto Nacional de Deportes de Chile remitirá a la Dirección General una nómina que individualice a los deportistas que reúnan tal calidad, con indicación de los nombres completos, el rol único nacional, el domicilio y la fecha de nacimiento.”.


28.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- El servicio militar será de hasta dos años en el Ejército, Armada o Fuerza Aérea.


La convocatoria de las personas que cumplirán el servicio militar se hará por decreto supremo en el que deberá indicarse el tiempo de su duración.


Durante las situaciones de excepción, derivadas de guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública, el contingente en servicio activo permanecerá en las filas mientras lo requiera la seguridad de la Nación, circunstancia que será determinada por el Presidente de la República.


En casos especiales, podrá establecerse, por decreto supremo, una reducción del tiempo del servicio militar fijado en la convocatoria, o su cumplimiento fraccionado en períodos determinados.”.


29.- Sustitúyese el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.- Quedan excluidos del cumplimiento del servicio militar:


1.- Las personas que fueren declaradas no aptas por imposibilidad física, psíquica o ética, según lo disponga el reglamento.


2.- Los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y el personal de Gendarmería de Chile.


3.- Las personas a quienes el cumplimiento del servicio militar ocasione un grave deterioro en la situación socio-económica de su grupo familiar del cual constituyan su principal fuente de ingreso.


4.- Las personas que hubieren contraído matrimonio, que estén en vías de ser padres o lo sean con anterioridad al primer sorteo de selección del contingente.


5.- Las personas que hubieren sido condenadas a pena aflictiva, salvo que la Dirección General las considere moralmente aptas. En todo caso, la amnistía extingue la causal de exclusión señalada en este numeral.


6.- Los descendientes por consanguinidad en línea recta y en línea colateral, ambos hasta el segundo grado inclusive, de las personas a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.123, que beneficia a familiares de víctimas de violaciones de los derechos humanos o de violencia política.


Las personas que se encuentren en las condiciones que se describen en los números 3, 4 y 6 podrán, no obstante, manifestar su decisión de presentarse voluntariamente al cumplimiento de la obligación de realizar el servicio militar, o de efectuarlo voluntariamente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 A. 


La exclusión del servicio militar no constituirá impedimento para el ejercicio del derecho a postular a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas o a ingresar a las plantas civiles de las mismas, acreditando el cumplimiento de los requisitos legales, reglamentarios y de salud.


El reglamento determinará el procedimiento que deberá observar la Dirección General para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.”.


30.- Agrégase, en el TÍTULO CUARTO, a continuación del artículo 42, el siguiente Capítulo V, nuevo:

“Capítulo V

De los Deberes y Derechos de los Soldados Conscriptos


Artículo 42 A.- Durante la realización del servicio militar obligatorio, los soldados conscriptos estarán obligados a dar cumplimiento a las órdenes que impartan los superiores y a las prescripciones y mandatos que constituyen la base fundamental del servicio, y deberán observar un comportamiento honorable compatible con esa carga pública.


Artículo 42 B.- Se asegura a las personas que se encuentren cumpliendo el servicio militar obligatorio el efectivo ejercicio del conducto regular, teniendo siempre derecho a ser oídas por la autoridad militar a cargo de la unidad o dependencia en que se desempeñen, con objeto de hacer presente cualquier situación de su interés.


Artículo 42 C.- En cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas existirá una Oficina de Asistencia al Soldado Conscripto, dependiente del Oficial General que tenga a cargo el Servicio de Bienestar Social de la respectiva Institución.


Además de la Oficina Central, existirán Oficinas Locales conforme la situación de cada Institución, las que deberán cumplir, en sus respectivos radios jurisdiccionales, las tareas y misiones establecidas para este organismo.


Artículo 42 D.- La Oficina tendrá por misión recibir, atender y canalizar las solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, que los padres o apoderados, pudieran formular respecto de las actividades que conlleva la realización del servicio militar de sus hijos o pupilos.


Sin perjuicio de las atribuciones de los Comandantes de las respectivas Unidades, la Oficina podrá recibir denuncias formuladas por los padres o apoderados de un Soldado Conscripto, referidas a tratamientos reñidos con la dignidad y honor de las personas, o que no se ajusten a la reglamentación vigente.


Con todo, el Soldado Conscripto deberá siempre formular sus solicitudes, peticiones o inquietudes, verbales o escritas, y reclamar, conforme a las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.445, del Ministerio de Defensa Nacional, de 14 de diciembre de 1951, "Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas".


En el cumplimiento de su cometido, la Oficina se desempeñará como organismo asesor y coordinador de las autoridades militares respectivas, sin que ello implique interferencias con la labor de otros entes civiles o militares que tengan competencia sobre la materia, pudiendo proponer las medidas conducentes a dar pronta solución a las solicitudes, peticiones o inquietudes que se le hayan presentado, así como aquellas que digan relación con denuncias de actos reñidos con la dignidad y honor de las personas o que no se ajusten a la reglamentación vigente, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.


Un Reglamento dictado por el Ministerio de Defensa Nacional, a proposición de los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, establecerá los procedimientos comunes y específicos conforme a los cuales la Oficina Central y las Oficinas Locales cumplirán sus funciones.".


31.- Sustitúyese el artículo 72 por el siguiente:


“Artículo 72.- Los que no concurrieren a las citaciones que las autoridades de reclutamiento les hicieren para los efectos de su selección, serán infractores y sufrirán la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en su grado mínimo.”.


32.- Reemplázase el artículo 73 por el siguiente:


“Artículo 73.- Los que fueren seleccionados y no se presentaren a reconocer cuartel para cumplir con el servicio militar, se considerarán remisos y sufrirán la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en su grado medio.


Las personas de la categoría de disponibles que fueren convocadas y no se presentaren a reconocer cuartel para cumplir con el servicio militar, serán consideradas remisas y sufrirán la pena a que se refiere el inciso anterior.


Las personas de la categoría de disponibles destinadas a la Defensa Civil de Chile que no se presentaren, serán sancionadas con multas de cuatro a ocho unidades tributarias mensuales.”.


33.- Agréganse, a continuación del artículo 73, los siguientes artículos 73 A y 73 B, nuevos:


“Artículo 73 A.- El cumplimiento de las penas que se establecen en los artículos 72 y 73 no exime o excluye del cumplimiento del servicio militar obligatorio, el que para estos efectos sólo podrá efectuarse en la modalidad de conscripción ordinaria.


Sin perjuicio de lo anterior, los infractores y los remisos a que se refieren el artículo 72 y los incisos primero y segundo del artículo 73, respectivamente, podrán solicitar la conmutación de la pena por la realización del servicio militar obligatorio en la modalidad de conscripción ordinaria por un período de dos años.


Artículo 73 B.- El que, con el propósito de ser eximido o excluido del servicio militar obligatorio, hiciere uso de documento o certificado falso, será sancionado en conformidad con lo dispuesto en los párrafos 4, 5 y 6 del Título IV del Libro II del Código Penal. 


El que emitiere el mencionado documento o certificado falso será sancionado de acuerdo con las normas penales señaladas, y si fuere militar, en conformidad con lo dispuesto en el Título X del Libro III del Código de Justicia Militar.".


34.- Reemplázase el artículo 75 por el siguiente:


“Artículo 75.- Los reservistas que, sin motivo justificado, no concurrieren al llamado cuando fueren movilizados, sufrirán la pena de presidio militar menor en cualquiera de sus grados. Este delito será considerado flagrante para el solo efecto de poner a los reservistas a disposición de la autoridad correspondiente.


Si sus servicios, por sus condiciones y aptitudes, fueren considerados útiles o necesarios para el logro de la finalidad que motivó la movilización, podrán ser destinados a prestarlos sirviéndoles de abono al entero de su pena el tiempo durante el cual los hubieren cumplido.





Si los servicios prestados se consideraren distinguidos, la autoridad que corresponde podrá, de oficio o a petición de parte, recomendar el indulto, según lo disponga el reglamento.”.


35.- Sustitúyese el artículo 79 por el siguiente:


“Artículo 79.- Los que no cumplieren cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 47 serán sancionados con las siguientes penas:

1.- Multa de hasta cuatro unidades tributarias mensuales para los soldados reservistas con instrucción militar, y


2.- Multa de hasta seis unidades tributarias mensuales para los Oficiales y Suboficiales de Reserva.”.


36.- Reemplázase el artículo 81 por el siguiente:


“Artículo 81.- Los que, requeridos por segunda vez, negaren, retardaren, falsearen o impidieren la entrega, dentro del plazo, de los informes que se les solicitaren con arreglo a lo dispuesto en los artículos 4º y 30 C, serán sancionados con multa de cuatro a treinta unidades tributarias mensuales.”.


37.- Sustitúyese el artículo 83 por el siguiente:


“Artículo 83.- Los delitos contemplados en este decreto ley, que por su naturaleza, pudieren perpetrarse en cualquier tiempo, se agravarán si se cometieren durante el estado de asamblea, pudiendo doblarse las penas pecuniarias, aumentarse en un grado las penas de inhabilitación, y hasta en dos grados las penas privativas de libertad.”.


38.- Modifícase la denominación del Capítulo II, del Título Séptimo, por: “De la Competencia”.


39.- Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:


“Artículo 87.-  Todas las causas por delitos contemplados en este decreto ley serán de competencia de la justicia ordinaria, con excepción de los procesos que se instruyan con ocasión del delito previsto en el artículo 75, cuyo conocimiento corresponderá a la justicia militar.”.


40.- Deróganse los artículos 19, 25, 36, 37, 70, 71, 80, 82, 84, 86, 88 y 89.


Artículo 2°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá las normas complementarias necesarias para la ejecución de esta ley, se mantendrá vigente la reglamentación actual, en todo lo que sea compatible con este cuerpo legal.


Artículo 3º.- Establécense, en reemplazo de los vigentes, los siguientes montos, para los grados que se indica, del artículo 1º del decreto ley Nº 2.546, de 1979, que fija la Escala de Sueldos de las Fuerzas Armadas:


Grados                   Montos


    23                     $ 38.880


    24                     $ 37.532


    25                     $ 36.191


    26                     $ 34.834


    27                     $ 33.515


    28                     $ 31.899


    29                     $ 30.551


    30                     $ 28.683


    31                     $ 27.334


    32                     $ 26.000


La aplicación de los nuevos montos a los cálculos de sueldos o asignaciones que se deban pagar en conformidad a esta escala de sueldos, se hará efectiva a partir del 1º de abril de 2006.


Artículo 4º.- Sustitúyese el artículo 191 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Guerra, de 1997, por el siguiente:


"Artículo 191.- Asignación de Conscripto: El contingente del servicio militar obligatorio recibirá, durante el primer año de conscripción, una asignación no imponible equivalente al sueldo base del grado 32 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas, y durante el segundo año de conscripción, una equivalente al grado 31 de la misma escala. La asignación correspondiente al contingente del servicio militar obligatorio se incrementará con la asignación de zona o la gratificación de embarcado y de submarino, cuando corresponda.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las causas que se encuentren en tramitación por delitos que actualmente contempla el decreto ley Nº 2.306, de 1978, continuarán substanciándose por los tribunales militares conforme al procedimiento previsto en dicho cuerpo legal.


Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, fije el texto refundido y actualizado del decreto ley N° 2.306, de 1978, que dicta normas sobre reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas.


Artículo tercero.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia para el proceso de reclutamiento y selección siguiente al de la fecha de su publicación, con excepción de las normas de los Capítulos I y II del Título Cuarto, las que entrarán en vigor para el proceso correspondiente al año 2005.


Artículo cuarto.- El Ministerio de Defensa Nacional, por intermedio del Subsecretario de Guerra, dictará, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, un reglamento para el funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento y de las Comisiones Especiales de Acreditación.


En este reglamento, necesariamente deberá contemplarse un procedimiento que asegure a las personas de domicilio distinto al de funcionamiento de la Comisión Nacional de Reclutamiento la expedita posibilidad de hacer valer los derechos que otorga esta ley.


Artículo quinto.- El mayor gasto que importe la aplicación de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del presupuesto de las respectivas instituciones de las Fuerzas Armadas.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de abril y 3 de mayo, de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Fernández Fernández (Presidente), Julio Canessa Robert, Sergio Páez Verdugo y Jorge Pizarro Soto, y de los Honorables Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne (Jorge Ulloa Aguillón), Mario Bertolino Rendic (Alberto Cardemil Herrera), Jorge Burgos Varela, Antonio Leal Labrín y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión Mixta, a 4 de mayo de 2005.




(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA



   
  Secretario de la Comisión Mixta

� Arresto, multa, costas y reclusión menor en sus grados medio a máximo (541 días a 5 años), respectivamente.





� El artículo 305 del Código Procesal Penal consagra el principio de no autoincriminación, conforme al cual todo testigo tendrá el derecho de negarse a responder aquellas preguntas cuya respuesta pudiere acarrearle peligro de persecución penal por un delito. El testigo tendrá el mismo derecho, cuando, por sus declaraciones, pudiere incriminar a alguno de los parientes mencionados en el inciso primero del artículo 302.


� El artículo 68 bis del Código Penal dispone que sin perjuicio de los cuatro artículos anteriores -referidos a la aplicación de las penas-, cuando sólo concurra una atenuante muy calificada el tribunal podrá imponer la pena inferior en un grado al mínimo de la señalada al delito.


� El artículo 17 del Código Penal define a los encubridores y, en su inciso final, exime de sanción a algunos de ellos. Por su parte, el artículo 302 del Código Procesal Penal establece la facultad de no declarar por motivos personales, en tanto que el artículo 303 del mismo Código consagra la facultad de abstenerse de declarar por razones de secreto.


� $ 5.455.440 y $ 16.366.320, respectivamente.


� La Unidad de Apoyo al Proceso Legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional hizo llegar a la Comisión el estudio “Pre y Posnatal: Experiencia Extranjera”, que se adjunta a los antecedentes del proyecto. Copias del mismo se encuentran a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
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